8
20


REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 354ª
Sesión 33ª, en miércoles 12 de julio de 2006
Ordinaria

(De 16:7 a 19:32)

PRESIDENCIA DEL SEÑOR EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, PRESIDENTE
SECRETARIOS LOS SEÑORES CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA............................................................................

II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS.............................................

IV.
CUENTA............................................................................
V. ORDEN DEL DÍA:

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica DFL. Nº 2, de 1998, de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otros cuerpos legales (3953-04) (se aprueba en general)…………………………
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (3975-13) (se aprueba en general)………………..

VI. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………………
Revisión de procedimiento del Senado para conocimiento de materias reservadas y publicidad de Ley N° 13.196 (observaciones del señor Cantero)………………………………

Problemas que afectan a trabajadores mineros de faenas en altura. Oficios (observaciones de la señora Alvear)………………………
A n e x o s

ACTA APROBADA:

Sesión 28ª, ordinaria, en martes 4 de julio de 2006………………………

DOCUMENTOS:

1.- Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto que modifica la ley Nº 19.253, sobre indígenas, con la finalidad de reconocer existencia y atributos de etnia diaguita y calidad de indígena diaguita (3023-01)…………….

2.- Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto que concede bonificación por retiro voluntario a funcionarios municipales que indica (4064-05)…..

3.- Moción de los señores Muñoz Aburto, Escalona y Gazmuri, con la que inician un proyecto de ley que establece Día Nacional del Teatro (4337-06)……………………………………………
4.- Moción de los señores Coloma y Pérez Varela, con la que inician un proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones respecto de superficie mínima edificada para viviendas económicas (4338-14)……………………………
5.- Moción de los señores Prokurica, Romero, Espina, Horvath y Orpis, con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre ejercicio de funciones que corresponden a gobernadores en provincias que sean asiento de capital regional (4339-07)……………………………….

6.- Proyecto de acuerdo de diversos señores Senadores, mediante el cual expresan su preocupación por los hechos de violencia que afectan a ciudadanos israelíes y palestinos, y proponen solicitar a S. E. la Presidenta de la República que, en sus pronunciamientos, contribuya a la paz entre dichos pueblos (S 878-12)………………………….

7.- Proyecto de acuerdo de diversos señores Senadores, por el cual proponen solicitar a la Primera Mandataria que se incorpore el factor regional en determinación de patologías a garantizar por medio de Garantías Explícitas de Salud (S 879-12)……………………………….

8.- Proyecto de acuerdo de diversos señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a S. E. la Presidenta de la República la adopción de medidas necesarias para terminar con deuda provisional que mantiene el Estado con afiliados a ex Caja de Empleados Particulares de Magallanes (S 880-12)……………………………………………

9.- Proyecto de acuerdo de diversos señores Senadores, por medio del cual proponen se haga llegar un saludo al electo Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, don Felipe Calderón, al nuevo Senado y a la nueva Cámara de Diputados y al pueblo mexicano, expresando el reconocimiento por un proceso electoral que los prestigia (S 881-12)….

10.- Proyecto de acuerdo de los Senadores señora Alvear y señores Letelier, Bianchi, Escalona, Gómez, Núñez y Ominami, mediante el cual proponen solicitar a S. E. la Presidenta de la República que ordene la regularización, en el sector público, de situación de funcionarios de planta, a contrata y de quienes prestan servicios a honorarios (S 882-12)…………………………
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes; de Secretaría General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela,  y de Justicia, don Isidro Solís Palma; la señora Subsecretaria de Educación, doña Pilar Romaguera Gracia, y el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, don Rodrigo González López.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:7, en presencia de 32 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Se da por aprobada el acta de la sesión 28ª, ordinaria, en 4 de julio del año en curso, que no ha sido observada.

El acta de la sesión 29ª, ordinaria, en 5 de julio del presente año, se encuentra  en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
(Véase en los Anexos, el Acta aprobada).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha dado su aprobación a las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley sobre trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (boletín Nº 2.943-13).



--Se toma conocimiento y se manda remitir el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la incorporación del servicio de telefonía IP en dicho organismo.



De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, sobre la Institución del Defensor del Pueblo.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, respecto de la situación previsional de ex trabajadores del PEM y del POJH de la comuna de Lumaco.



Del señor Ministro de Agricultura, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, acerca de la reglamentación del otorgamiento de bonificaciones forestales.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, referente a la adquisición de un inmueble por el Club Deportivo Pillanlelbún.



Del señor Director de Presupuestos, con el cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, sobre la “Provisión Compensación Inversiones Sanitarias” en el Presupuesto de la Región de La Araucanía.



Del señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a través del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Escalona, respecto de la instalación de una oficina de ese organismo en la ciudad de Puerto Montt.



Del señor Jefe de Gabinete del señor General Director de Carabineros de Chile, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido al aumento de la dotación policial de la comuna de Lautaro.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Oficio reservado



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por medio del cual remite a esta Corporación el primer informe sobre la situación de las tropas chilenas en Haití, elaborado en conjunto por los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.



--Queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Corporación.

Informes


De la Comisión deº Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.253, sobre indígenas, con la finalidad de reconocer la existencia y atributos de la etnia diaguita y la calidad de indígena diaguita (boletín Nº 3.023-01). (Véase en los Anexos, documento......1).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios municipales que indica (boletín Nº 4.064-05). (Véase en los Anexos, documento.....2.).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Gazmuri, con la que inician un proyecto de ley que establece el Día Nacional del Teatro (boletín Nº 4.337-06). (Véase en los Anexos, documento......3).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores Coloma y Pérez Varela, con la que inician un proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones respecto de la superficie mínima edificada para las viviendas económicas (boletín Nº 4.338-14). (Véase en los Anexos, documento....4..).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



De los Senadores señores Prokurica, Romero, Espina, Horvath y Orpis, con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre el ejercicio de funciones que corresponden a los gobernadores en las provincias que sean asiento de capital regional (boletín Nº 4.339-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De diversos señores Senadores, mediante el cual expresan su preocupación por los hechos de violencia que afectan a los ciudadanos israelíes y palestinos, y proponen solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que, en sus pronunciamientos, contribuya a la paz entre dichos pueblos (boletín Nº S 878-12). (Véase en los Anexos, documento.....6.).


De diversos señores Senadores, por el cual proponen solicitar a la Primera Mandataria que se incorpore el factor regional en la determinación de las patologías a garantizar por medio de las Garantías Explícitas en Salud (boletín Nº S 879-12). (Véase en los Anexos, documento.....7.).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de esta sesión ordinaria, en conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala en el día de ayer.



De diversos señores Senadores, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de las medidas necesarias para terminar con la deuda previsional que mantiene el Estado con los afiliados a la ex Caja de Empleados Particulares de Magallanes (boletín Nº S 880-12). (Véase en los Anexos, documento.....8.).


De diversos señores Senadores, por medio del cual proponen que se haga llegar un saludo al electo Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, don Felipe Calderón, al nuevo Senado y a la nueva Cámara de Diputados y al pueblo mexicano, expresando el reconocimiento por un proceso electoral que los prestigia (boletín Nº S 881-12). (Véase en los Anexos, documento....9..).


De los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Bianchi, Escalona, Gómez, Núñez y Ominami, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que ordene la regularización, en el sector público, de la situación de los funcionarios de planta, a contrata y de quienes prestan servicios a honorarios (boletín Nº S 882-12). (Véase en los Anexos, documento....10..).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor ROMERO.- ¿Me permite, señor Presidente? 
El señor ESCALONA.- Pido la palabra sobre la Cuenta, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

)----------(

El señor ROMERO.- Senador Presidente, quiero plantear dos asuntos.



El primero dice relación al oficio reservado del señor Canciller, por medio del cual remite a esta Corporación el primer informe sobre la situación de las tropas chilenas en Haití, elaborado en conjunto por los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. 



Se proveyó que quedaba a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Corporación.



Solicito que éste sea enviado a las Comisiones de Defensa y de Relaciones Exteriores, para que, unidas, puedan analizar el primer informe, porque ése fue el acuerdo adoptado cuando se autorizó el envío de tropas a Haití.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá.



--Así se acuerda.

El señor ROMERO.- El segundo punto, señor Presidente, dice relación a que con otros Honorables colegas pedimos que los proyectos de acuerdo referidos a la situación del Medio Oriente sean retirados del Tiempo de Votaciones de la presente sesión, con el objeto de llegar a un texto refundido que interprete al Senado en su conjunto, y evitar la necesidad de votar por uno u otro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece al Senado, así se procederá.



--Así se acuerda.
El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, solicito a la Mesa recabar el acuerdo de la Sala para alterar el Orden del Día en el sentido de colocar en segundo lugar el proyecto que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.



Esa iniciativa fue aprobada en forma unánime por la Comisión de Trabajo y se trata sólo de discutirla y votarla en general. Creo que podríamos avanzar mucho en su estudio con la modificación que sugiero.



Gracias.

El señor MUÑOZ BARRA.- La bancada que represento apoya la petición, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la solicitud.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, se ha dado cuenta de una moción que presentamos con algunos Honorables colegas para iniciar un proyecto de ley que establece el Día Nacional del Teatro.



Sin poner en duda, naturalmente, la motivación que determinó que ello pasara a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, me parece más lógico que se envíe a la de Educación, cuya competencia incluye los temas culturales. No se trata de discutir sobre el criterio aplicado por el señor Secretario, pero parece más razonable lo segundo.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Conforme.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aceptará el cambio propuesto por el Senador señor Escalona.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA


MODIFICACIÓN DE DFL. Nº 2, DE 1998, DE EDUCACIÓN, SOBRE SUBVENCIONES A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES, Y DE OTROS CUERPOS LEGALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley de la Cámara de Diputados que modifica el DFL. Nº 2, de 1998, de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otros cuerpos legales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. La urgencia ha sido calificada de “suma”.










3953-04

--Los antecedentes sobre el proyecto (3953-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 18ª, en 17 de mayo de 2006.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 30ª, en 11 de julio de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



1.- Equiparar, en el ámbito educativo, las oportunidades de las personas con discapacidad.



2.- Modificar el marco que reglamenta el sistema educacional aplicado a quienes sufren algún tipo de discapacidad, mediante el incremento de la subvención a la educación especial, el establecimiento de una de carácter permanente y la ampliación del régimen a todos los niveles educativos.



3.- Incorporar en el sistema nacional de evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales subvencionados a los docentes de las escuelas especiales.



La Comisión discutió solamente en general el proyecto de ley y  aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. El texto correspondiente se transcribe en el primer informe.



Cabe tener presente que la iniciativa, cuando llegue el momento de su discusión particular, debe ser informada también por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-
Solicito la autorización de la Sala para que ingresen la señora Pilar Romaguera, Subsecretaria de Educación, y el señor Rodrigo González, Jefe de la División Jurídica del Ministerio.



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- En mi condición de Presidente de la Comisión de Educación, quisiera precisar algunos términos en forma muy breve, fuera de la lectura que hizo el señor Secretario de las razones fundamentales del proyecto.



En el articulado existen, básicamente, dos materias. Una de ellas es el aumento sustancial, en algunos aspectos, de la subvención que hoy se entrega a quienes imparten educación a alumnos en una condición especial de aprendizaje.



Y, dentro de lo anterior, una segunda faceta se halla en la discusión acerca de cómo se deben precisar otras subvenciones y agregar algunas a grupos específicos de niños no considerados en lo que el propio texto señala especialmente.



Dicho de otra manera, señor Presidente, y a raíz de lo que escuchamos de las personas que trabajan con los pequeños y de toda la información recogida, se plantea cada vez más una especificidad de lo que debe ser la manera de tratar a algunos educandos que presentan dislexia, o dificultades de lenguaje, o una incapacidad de mayor envergadura, o ciertas variaciones para poder asimilar lo mejor que cabe captar dentro de una clase. Y también, en el mismo orden de ideas, se trata de ver cómo debe discutirse una cuestión de pertinencia respecto de quienes deben enseñar en las condiciones descritas.



Al mismo tiempo, existe otro punto, relacionado con el costo, que no es el mismo para la enseñanza de todos los niños especiales. Y, por ello, la subvención es, de alguna manera, diferenciada. Y, dentro de esa característica, estamos agregando -reitero- algunas otras áreas especiales y subvenciones también más especificadas.



El segundo aspecto de fondo, más allá de la discusión del proyecto mismo, es cómo se debe resolver el asunto desde el punto de vista de la integración o no integración de los niños. Aquí existen dos grandes criterios, que se prestan para un gran debate. Y recibimos opiniones contradictorias al respecto de las personas invitadas.



¿Cuál es la línea central? Ella va cada vez más por la posibilidad de que los alumnos con ciertos déficits de aprendizaje se integren en la enseñanza general de aquellos que no los presentan. Sin embargo, también es verdad que ésa no es una norma general, que no es una medida defendible en todos los casos y que lo más probable es que veamos, en algunas situaciones, la imposibilidad de concretar tal propósito por tratarse de niños que no alcanzan a comprender lo que se enseña, aparte que también se puede generar un efecto distorsionador para los educandos con mayor capacidad de aprendizaje.



Ésas son las materias de fondo, señor Presidente, estimados colegas, que serán analizadas en el segundo informe, es decir, cuando debamos abocarnos a la discusión particular. Y ahí se considerarán reiteradas opciones de cómo enfrentarlas.



Otro punto que debe ser estudiado, asimismo, en forma muy abierta y tranquilizadora para nosotros si queremos realmente hacer un esfuerzo en el área que nos ocupa, es la necesidad de más personal especializado. La pregunta es de qué tipo. Algunos piensan que se requieren más profesores. Se deben intercambiar ideas bastante de fondo, entonces. ¿Se trata sólo de docentes? ¿Y los fonoaudiólogos? ¿Y las parvularias?



Lo anterior es lo que intentamos resolver, más allá de la discusión general, porque creemos que éste es un excelente proyecto para dar una base de discusión más amplia y de fondo.



Sobre esa materia han surgido diferencias entre nosotros y también con quienes nos han ayudado y aportado opiniones. Pero como nos encontramos en la discusión general, sólo deseo mencionar que éstas son las grandes líneas: cómo integramos a estas personas; con qué personal y en qué términos; bajo qué condiciones y porcentajes; en qué áreas no podremos hacerlo. Y todo ello, basados en un concepto de igualdad de oportunidades, que es un asunto discutible. Porque no es posible pedir de la misma manera igualdad de oportunidades para un niño que sufre dificultades de aprendizaje que para uno afectado por una condición distinta.



Y deseo mencionar dos temas adicionales.



El primero se refiere a que todas las subvenciones y estímulos que se otorgan a los profesores para impartir enseñanza se han considerado siempre como un premio a la excelencia de aquellos que hacen su trabajo muy bien y que debe expresarse en determinado respaldo económico.



Una de las ideas centrales del proyecto radica en que quienes enseñan en escuelas especiales puedan participar en el concurso nacional, porque, desde el punto de vista de la mayoría de los Senadores que participamos en el debate, esa labor requiere más alto estímulo. Es bastante más difícil trabajar en esta área de la educación que con niños cuya capacidad de aprendizaje es mayor.



Por otra parte, deseo aportar una última información, que no viene en el texto del proyecto; es un tema que estudiaremos más a fondo, pues dice relación al punto que nos ocupa.



Hemos llegado a la conclusión en el órgano técnico especializado -donde cada día nos centramos en aspectos tremendamente profundos y bastante importantes para la educación chilena, más allá de las discusiones sobre la calidad de ella en las diversas instancias de trabajo-, de que la salud y la educación se cruzan en un punto determinado. El problema de los niños con dificultades de aprendizaje es de índole sanitaria, lo que esencialmente comprende desde el déficit atencional -que por primera vez se introdujo en las discusiones a raíz de la presencia de los representantes de las instituciones vinculadas a él- hasta cuestiones más graves, que dicen relación a cómo prevenir estas enfermedades. Y simultáneamente aparece el asunto del aprendizaje, que en el mundo actual es más importante.



Dicho claramente, de alguna manera hoy día debemos analizar estos aspectos en forma conjunta. No podemos abordar la educación sin considerar la salud. Y, al revés, no podemos dejar de comprender cómo enseñar a los niños y de qué modo mejorar su condición educacional, incluso desde el punto de vista sanitario.



A propósito de los debates suscitados entre los Senadores que integramos la Comisión, ha surgido la idea de pedirle al señor Ministro de Educación -insisto en que este elemento no forma parte del debate, pero es conveniente tenerlo presente como idea central- la creación, dentro de la Cartera a su cargo, de una instancia mixta. Es decir, un departamento -puede llamarse como se quiera: educación y salud, por ejemplo- que se encargue de esta materia. Porque si consideramos que el 11 por ciento de los niños chilenos padecen alguna forma de déficit, cada vez hay más capacidad de enseñarles mejor.



Entonces, vale la pena generar esta instancia, que se reproduce en otros países donde Educación y Salud funcionan en conjunto y los Parlamentos mantienen la mixtura de tales áreas.



Por último, señor Presidente, solicito al Senado que apruebe el proyecto, ojalá unánimemente, para proseguir su tramitación. Estaríamos muy agradecidos de que Sus Señorías pudieran darnos algunas ideas que aún no hayamos recogido, porque -como dijo un señor Senador- es valioso intervenir de esta manera.



Todos estamos convencidos de que lo señalado en orden a que la educación y la salud son los grandes capitales de los niños, especialmente de los más desposeídos y carentes de medios económicos, justifica que, en el marco general de la discusión sobre la calidad de la educación, el área que atañe al 11 ó 12 por ciento de los niños chilenos sea analizada con mucha profundidad.



Por eso, solicitamos a la Sala que preste su aprobación general al proyecto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hace pocas semanas estuvimos reunidos en una sesión especial discutiendo sobre las diversas razones que motivan la actual crisis que enfrenta nuestro sistema educacional municipalizado.



Tan sensible como dicha crisis, pero quizás más silenciosa y dolorosa, es la situación por la que atraviesa la educación de las personas discapacitadas en nuestro país.



El proyecto de ley en debate -que contempla un aumento de la subvención otorgada por el Estado a las instituciones educacionales dedicadas a la educación de personas autistas; de niños con déficits múltiples y discapacidad severa, ya sea visual o auditiva, así como también aquellos que sufren parálisis cerebral o discapacidad intelectual severa con problemas de educación- viene claramente a mejorar las condiciones en que se imparte enseñanza a la población escolar con necesidades educativas especiales, de acuerdo con los requerimientos de ayudas técnicas, de recursos humanos especializados, de materiales didácticos y de infraestructura.



Asimismo, resulta importante ampliar el concepto de la subvención existente por el de "subvención de educación especial", puesto que esta expresión permite incluir los distintos niveles de enseñanza del sistema escolar, como la parvularia, básica, media y de adultos, para de esta forma dejar de limitar dicho beneficio exclusivamente a la educación básica.



Sin perjuicio de lo anterior, es motivo de mi preocupación la situación que enfrentan los discapacitados una vez que dejan de pertenecer al mundo educacional.



Actualmente, en nuestro país una persona con discapacidad puede educarse hasta los 24 años, edad que bajo ciertas excepciones contempladas en el decreto Nº 300, de Educación, de 1994, puede extenderse hasta los 26 años.



Mi cuestionamiento estriba en lo que pasa posteriormente con esas personas. La realidad actual revela que ellas se encuentran excluidas de una verdadera posibilidad de desarrollo profesional. Muchas veces son discriminadas en un mundo cada vez más competitivo, donde la existencia de factores que atentan contra la excelencia productiva significa una absoluta exclusión profesional y laboral, tanto en el ámbito público como en el privado.



No pretendo con esta aseveración poner en duda la absoluta necesidad de una reforma como la que estamos discutiendo para apoyar la educación de los discapacitados. Pero no debe tranquilizarnos el hecho de hacernos cargo de sólo uno de los aspectos que afectan a estas personas.



Vana sería la educación otorgada si ella estuviera destinada a terminar con estas personas recluidas en sus casas, carentes de una real posibilidad de desarrollo profesional.



Por ello, debe ser parte de nuestra preocupación, en conjunto con la que estamos manifestando a través de la presente iniciativa legal, la implementación de mecanismos que pongan fin a la discriminación laboral que sufren tales personas, como se ha hecho, por ejemplo, en Argentina, donde un cuatro por ciento de los puestos de trabajo en programas o empleos financiados con recursos del Estado se reservan a los discapacitados. Asimismo, en algunos estados norteamericanos el cinco por ciento de las plazas del servicio público se destinan a los minusválidos.



Otro de los aspectos que resulta necesario abordar dice relación a la enorme injusticia de que una persona con discapacidad es víctima al momento de encontrar un trabajo, el cual generalmente no es estable, por razones lógicas. El Estado le quita su pensión por discapacidad, viéndose posteriormente en la obligación de volver a tramitarla, con el riesgo de perderla para siempre.



Finalmente, anuncio mi voto favorable al proyecto, reiterando que debemos abordar la discapacidad como un tema país, con un criterio de inclusión hacia el mundo minusválido, y reconocer el trabajo de las familias de estas personas, ya que una madre o un padre deben tener dedicación exclusiva por su hijo cuando el grado de discapacidad que padece es severo. 


--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, manifiesto mi absoluto respaldo a la iniciativa legal en debate, que corrige algo que está desordenado y diferencia, a través de nuevas definiciones, los componentes de la educación especial.



Sin embargo, debo comenzar con la nota difícil. La ausencia de definiciones claras ha colocado en un mismo nivel a personas que sufren discapacidades auditivas, visuales, disfasia severa, autismo, graves problemas de motricidad, deficiencias mentales, con las relacionadas con un fenómeno nuevo -no quiero ofender a nadie con lo que voy a decir-, como son las escuelas de lenguaje. Se ha tendido a poner en un mismo plano situaciones que no son iguales.



Lo primero que hace el proyecto es distinguir, por medio de definiciones, las necesidades educativas especiales de carácter transitorio    -adonde apuntan, sin duda, las escuelas de lenguaje- y las educativas especiales permanentes. Esto es muy importante porque, si uno observa las estadísticas y conoce ciertas experiencias, se da cuenta de que en materia de escuelas de lenguaje en particular  probablemente hay mucho paño que cortar, pues quien determina el ingreso a uno de esos establecimientos -que muestran un crecimiento numérico casi exponencial- muchas veces es la misma persona que debe dar el alta, produciéndose quizás una relación inadecuada. Y ello porque, por regla general -es así en todos los casos, pero diré "por regla general"-, los sostenedores son privados. Que yo sepa, ningún municipio tiene a su cargo un establecimiento educacional especializado en lenguaje. 



A juicio de algunos de nosotros, ése es un vacío de la ley que ha permitido abiertamente un abuso -y disculpen quienes se sientan aludidos, porque no todos han procedido de la misma manera- como el determinar que una persona padece un trastorno de lenguaje cuando en verdad no lo tiene, o no dar el alta a alguien que podría incorporarse a la educación normal -entre comillas-. Entonces, la iniciativa diferencia los trastornos transitorios de las necesidades educativas especiales de carácter permanente  y establece que el profesional evaluador no podrá tener lazos de consanguinidad con el sostenedor ni depender laboralmente de éste, quien quizás puede estar interesado en que los alumnos permanezcan en su escuela.



En segundo lugar, señor Presidente -esto, indudablemente, representa un tremendo avance, lo que es motivo de gran alegría-, el artículo 9º bis dispone que los establecimientos que atiendan alumnos con discapacidad visual, auditiva, disfasia severa, trastorno autista, deficiencia mental severa o con multidéficit deberán, de acuerdo con sus necesidades educativas especiales, ubicarlos en cursos de no más de 8 personas, y que por ellos podrán percibir -esto es muy importante- un incremento de 4 USE con respecto a la subvención fijada, y de 4,5 USE, si se encuentran adscritos al sistema de jornada escolar completa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER.- Lo anterior significa que la subvención puede llegar a ser superior a los 160 mil pesos por niño cuando los afecte una discapacidad mayor.



Esto, señor Presidente, constituye un salto cualitativo enorme, consistente, sin duda, con el acuerdo y la ley sobre plena integración de las personas con diferentes habilidades y otras capacidades, pues hasta ahora no se ha dado el respaldo económico necesario a los establecimientos de que se trata para su desarrollo integral. Y es bueno hacer presente también que ninguno de los sostenedores dedicados a la atención de personas con las discapacidades de carácter permanente antes descritas -sean de planteles municipales o particulares subvencionados- persigue fines de lucro. Al menos yo no conozco ni uno. Quienes los administran lo hacen por un profundo compromiso de integración y por un reconocimiento a las distintas capacidades nacionales, tratando de evitar las constantes discriminaciones de nuestra sociedad.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER.- Por último, señor Presidente, me voy a referir a un tema planteado en la Comisión y al cual aludió el Senador señor Bianchi.



Voy a poner el ejemplo del Pequeño Cottolengo de la Sexta Región -aunque hay otros en los diferentes lugares del país-, que recibe a personas con discapacidad única o múltiple. Muchas veces, por desgracia, las familias de ellas se ausentan, desaparecen, no vuelven. Y son estas instituciones las que se hacen cargo de los menores y las que mantienen, con esfuerzo y según las posibilidades de cada una, diversas clases de talleres.



Sin embargo, hasta ahora la lógica ha sido que la subvención dure hasta que el alumno cumpla 24 años de edad. Esto, sin duda, constituye un problema. Pero, en mi opinión, en la medida en que se fiscalicen bien las escuelas de lenguaje -en ellas, probablemente, el Estado está invirtiendo más allá de las necesidades reales (no estoy en contra, siempre que se justifique, pues muchos conocemos situaciones en que no es indispensable)-, los recursos que se ahorren permitirían a las instituciones que cobijan a personas con discapacidades mayores seguir recibiendo la subvención aun después de que sobrepasen los 24 años. Ello en razón de tratarse de necesidades permanentes. Son casos en que, por desgracia, las familias, o se hallan ausentes, o bien no tienen posibilidad cierta de preocuparse adecuadamente de los hijos o parientes con problemas de esta clase.



Señor Presidente, nosotros vamos a votar a favor del proyecto, pues viene a saldar la deuda que la sociedad posee con las personas con capacidades que son diferentes.



--(Aplausos en tribunas). 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente al público que nos acompaña que en el Senado están prohibidas las manifestaciones. 



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, ésta es una iniciativa muy relevante, porque aborda una situación que siempre ha sido atendida, particularmente en el Senado, de manera singular.



La reforma legal en análisis se refiere a las necesidades educativas especiales transitorias en forma independiente de la educación especial, en circunstancias de que aún no existe consenso científico sobre lo que es una necesidad educativa especial, aun cuando, en  todo caso, constituye una discapacidad. Por lo tanto, hacer la diferencia puede implicar que los niños con trastornos transitorios no accedan a los beneficios de la Ley de Discapacidad.



La reforma también permite fraccionar la subvención de acuerdo con la cantidad de horas que requiera un alumno para superar su déficit, en circunstancias de que a veces resulta impracticable pensar que se pueda determinar a priori las horas y el tipo de recursos especializados requeridos para superar los trastornos. Por ejemplo, los del lenguaje, si no son resueltos en los primeros años de escolaridad, pueden acarrear hasta la adultez desórdenes en el discurso narrativo, la lectura, la escritura, problemas de ajuste y adaptación escolar y de autovaloración.



La reforma, por otra parte, estipula que “se entenderá por profesional competente para diagnosticar un trastorno, el idóneo que se encuentre inscrito en la Secretaría de Educación respectiva, siendo inhábil para tal efecto, el sostenedor de una Escuela Especial, y los parientes o personas que tengan intereses en dichas escuelas.”.



Se entiende que la anterior es una medida para evitar aprovechamiento y mal uso de las subvenciones. Pero debe agregarse que no cualquier profesional está capacitado para diagnosticar un trastorno específico del lenguaje como necesidad educativa especial, sino que debe ser reconocido por el Ministerio de Salud. En algunos casos, el de Educación no lo considera competente.



Siento que muchas de las ideas incorporadas en el proyecto en análisis debieran ser examinadas de manera cuidadosa, porque, en la medida en que prestemos especial preocupación a las decisiones que se adopten en definitiva durante su debate en particular, van a tener una incidencia esencial en el desarrollo de lo que todos nosotros -sin distinción de sectores- queremos para nuestros niños, y en particular para quienes sufren discapacidad.



Por eso, señor Presidente, respaldo entusiastamente la idea de esta iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en primer lugar, anuncio que vamos a apoyar el proyecto -qué duda puede caber-, como ya lo hicimos en la Comisión de Educación. Y me sumo a las expresiones de los distintos señores Senadores que han hecho uso de la palabra en cuanto a que es extraordinariamente importante y -agrego- urgente avanzar en su despacho, porque la educación diferencial en Chile, desde hace mucho tiempo, espera los mecanismos de financiamiento y los recursos necesarios para el desarrollo de su actividad y no más discursos. En la práctica, aquélla requiere apoyo económico concreto para realizar su acción con dignidad y con toda responsabilidad social, lo que es muy importante para miles de niños de nuestro país.



Al respecto, quiero hacer un alcance muy preciso: a mi modo de ver, uno de los puntos más relevantes del proyecto dice relación al aumento de la subvención destinada a la educación diferencial. En la actualidad, especialmente en el ámbito de las discapacidades permanentes, no cuenta con recursos suficientes, pues la subvención no alcanza para entregar una atención de mínima calidad a estos niños. Ésa es la verdad.



Por eso es tan importante la iniciativa en este aspecto, porque es urgente aumentar la subvención para cuidar a quienes tanto lo necesitan.



Señor Presidente, aparte el incremento de la subvención, en el texto se hace una diferenciación en la educación especial. Por un lado están las incapacidades permanentes, y por otro, las transitorias.



En lo que dice relación a las primeras, está perfectamente definido -no ha generado mayor controversia o debate- lo que significan las discapacidades permanentes visual, la auditiva, la disfasia severa, los trastornos autistas y la deficiencia mental severa o con multidéficit. El proyecto las especifica y no hay mayor dificultad al respecto.



En cambio, en cuanto a las discapacidades transitorias, que básicamente tienen que ver con lenguaje, se proponen diversas definiciones de carácter técnico-pedagógico y de salud.



Al mismo tiempo, lo relativo a la diferenciación o gradualidad de la subvención, como también a su control y fiscalización, es tremendamente complejo. Se requiere una definición de aquel tipo muy perfecta, a fin de que el remedio no termine siendo peor que la enfermedad. Es necesario contar con medidas de control y fiscalización que garanticen objetividad en su aplicación, para que haya igualdad ante la ley con respecto a otras entidades que generan subvención escolar o que están sujetas a ella. 



Esos aspectos deben quedar bien precisados en la ley. Pero la iniciativa deja un margen muy amplio al ámbito reglamentario, lo que el día de mañana puede prestarse para situaciones de discrecionalidad.



¿Qué ha ocurrido? Que, a pesar de tener un grado de acuerdo importante en cuanto a las definiciones para la educación de las personas con discapacidad permanente, no hemos podido lograr -porque se requiere de un trabajo mayor- las precisiones técnicas y jurídicas para la incapacidad transitoria. Y esto ha atrasado mucho la tramitación del proyecto. El 5 de agosto próximo va a cumplir un año en el Congreso Nacional; su despacho tomó mucho tiempo en la Cámara de Diputados, y, al parecer, va a demorar el debate en el Senado.



Ahora bien, deseo proponer a la Presidenta de la República el desglose del proyecto, hacer una separación en él. Porque en todo lo atinente a las definiciones de discapacidad permanente ya hay acuerdo, como también en su reglamentación. Y los establecimientos encargados de tal tipo de discapacidad necesitan urgente el aumento de la subvención que hoy día reciben, a fin de seguir subsistiendo.



Creo que, por el tiempo que nos van a demorar las definiciones más complejas relacionadas con la discapacidad especial transitoria, sería un error seguir demorando la entrega de una mejor subvención a la permanente, pues la requiere con urgencia.



Por eso, señor Presidente, junto con votar favorablemente la idea de legislar, deseo pedir a la Presidenta de la República el desglose del proyecto, para que se avance de inmediato en todo cuanto se refiere a las incapacidades permanentes y éstas puedan recibir a la brevedad el incremento de la subvención. La necesitan ahora y no en algunos meses más. Así podríamos continuar con un  trámite normal en lo referente a las escuelas especiales destinadas a atender personas con discapacidades transitorias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, sólo quiero resaltar algunas ideas centrales de la modificación al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre subvenciones a establecimientos educacionales.



En primer término, en mi concepto, debemos destacar y reconocer la iniciativa del Ejecutivo, tendiente a cautelar en forma intensa los derechos de quienes sufren discapacidades y asegurar a éstos una educación de calidad en todos los niveles del sistema educacional chileno.



Porque la discapacidad hoy día no es una limitante ni inhibe a una persona en su desarrollo. Y, en tal sentido, podemos citar múltiples ejemplos, los cuales nos provocan incluso gran emoción cada vez que los comprobamos. ¡Y en buena hora!



Señor Presidente, otra de las ideas centrales de la iniciativa consiste en reconocer que hay diferentes tipos de discapacidades; por supuesto, algunas más delicadas, más sensibles y más profundas que otras. Y, naturalmente, en éstas el presupuesto debe ser más generoso.



Por lo tanto, hace bien el proyecto en reconocer distintas modalidades de subvenciones. Porque ciertas personas necesitan mucho más. Los elementos requeridos para enfrentar sus discapacidades tienen un costo que sin duda, dado el desarrollo tecnológico y científico, se justifica. Pero no siempre el Estado dispone de los recursos a través de sus organismos.



Las diferentes discapacidades planteadas por algunos señores Senadores, como el espectro autista, el multidéficit,  la visual, la auditiva, la disfasia severa, requieren los fondos que he señalado, que son muy importantes. Esto es preciso tenerlo muy en cuenta.



Por otra parte, nos llama muy positivamente la atención que el proyecto de ley haya determinado de una vez por todas que existen discapacidades permanentes y transitorias.



Nosotros sabemos que las personas que padecen discapacidad permanente tienen asegurada la subvención para ser tratadas. La definición de permanentes y transitorias, como las dificultades de aprendizaje, el déficit atencional, los trastornos específicos del lenguaje y otras, hace que el esfuerzo técnico, científico y docente apunten en la dirección correcta. 



Asimismo, debo señalar que, a pesar de que me han dado razones atendibles, este tipo de educación no está reconocida en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE).



Se me ha dicho que si ella fuere incorporada en dicho cuerpo legal, tendrían que ser incluidas también aquellas de distinta índole, como la técnico profesional y otras.



Creo que los Gobiernos, a veces, debieran ser tremendamente discriminatorios en positivo. Y, en lo que respecta a las discapacidades, me gustaría mucho que la educación especial estuviera reconocida en la LOCE, porque no me parece conveniente que un sistema educacional tan sensible quede sujeto en muchos aspectos a las acciones públicas de los Gobiernos de turno mediante reglamentos.



Porque -digamos las cosas como son- el edificio institucional de ese tipo educación se ha ido construyendo sobre la base fundamentalmente de reglamentos. En cambio, si estuviera incorporada en la LOCE, como lo están otros niveles de enseñanza, pienso que las políticas serían mucho más estructuradas, de mayor prolongación y tendrían mejores efectos.



Por esa razón, y por muchas otras más que han señalado con gran elocuencia mis colegas, anuncio que los dos Senadores de esta bancada presentes en la Sala, el Honorable señor Girardi y quien habla, votaremos con mucha alegría a favor de esta iniciativa. Por cierto, también está el voto moral del Senador señor Flores, quien se encuentra desempeñando labores propias de su cargo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, tal como se ha señalado, el objeto del proyecto en debate es aumentar la subvención de educación para determinadas discapacidades y perfeccionar las normas que regulan la subvención.



El Gobierno ha sido enfático en señalar que su voluntad es fortalecer y potenciar este ámbito de educación, atendidos la preocupación y reparos que han surgido en distintas instancias vinculadas precisamente a este tipo de enseñanza.



Se busca promover un incremento de la subvención especial para trastornos severos, tales como la discapacidad visual, auditiva, disfasia, etcétera, y otras ya mencionadas. Hoy, en el sistema educacional, la subvención normal por alumno alcanza a 35 mil pesos; la subvención especial con jornada escolar completa (JEC), a 98 mil pesos, y la subvención especial sin jornada escolar completa a 78 mil pesos.



Lo importante es que la iniciativa eleva dichas subvenciones especiales de 78 a 97 mil pesos y de 98 a 157 mil pesos por estudiante, lo cual, por cierto, nos parece muy positivo. Y creemos que esta intencionalidad debiera irse extendiendo a todo el sistema.



Hay, sí, una preocupación.



Algunos objetan la falta de precisión en el proyecto respecto de las discapacidades mentales o de déficit intelectual.



Asimismo, la autoridad ha formulado una observación en cuanto a que se debe regular la certificación o acreditación de tales discapacidades. Porque parece raro que haya habido un incremento demasiado significativo en determinadas áreas que, más que buscar atender efectivamente a niños con discapacidades, se está prestando para ciertos abusos en algunos casos particulares. Por ello, se requiere que exista una debida regulación en esta materia, para no descalificar el sistema en su integralidad, que tanto beneficia a niños y jóvenes con discapacidades en Chile.



Por otro lado, el proyecto regula el sistema nacional de evaluación de desempeño con el objeto de otorgar la bonificación de excelencia a los docentes de las escuelas especiales.



También se persigue extender la atención escolar a los alumnos de enseñanza prebásica y media que se encuentren internados en centros especializados o que estén bajo un tratamiento médico ambulatorio producto de sus patologías. Del mismo modo, se suprime la limitante del plazo de tres meses que actualmente se exige para conceder este beneficio, ampliándose, por ende, a todos los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos.





Asimismo, existe un cuestionamiento por parte del Colegio de Fonoaudiólogos, pues señalan que el reglamento puede ser una instancia peligrosa, complicada, toda vez que este tipo de disfuncionalidades o déficit es de difícil regulación y acreditación.



En el ámbito general, hice presente a las autoridades del Ministerio mi preocupación -porque me llama la atención- acerca de la denominación que se da a este tipo de discapacidades: educación especial.



Ello, porque hace pocos días tuve ocasión de conocer una experiencia, también denominada “educación especial”, que se refiere no sólo a niños con déficit en su capacidad intelectual (verbal o visual), sino a menores que viven una situación exactamente al revés, esto es, que se hallan sobrecapacitados para estar en el ámbito de una sala de clases. Y pude comprobar, en una feliz experiencia, que esos niños, que exhiben tantas disfuncionalidades dentro del aula, son verdaderos genios cuando los programas educativos son flexibles y responden a sus necesidades, inquietudes y requerimientos, pues el proceso de capacitación es a la inversa.



El carácter especial del sistema educacional no sólo abarca a la discapacidad, sino también a los sobredotados. Y este asunto me parece relevante. Por lo menos, las autoridades del Ministerio de Educación manifestaron su interés al respecto.



Señalo lo anterior, a propósito de un dato que todos los señores Senadores pueden leer en el informe, y que, a mi juicio, no debiera pasar inadvertido.



Se invitó a la Presidenta de la Asociación Nacional de Padres y Amigos de Niños con Déficit Atencional (ANPANDA) y al médico neurólogo representante de dicha entidad. Este último hizo una presentación que estimo francamente sorprendente y en la que pienso que la Comisión de Educación del Senado tendrá que poner particular atención.



Aquél expresó su preocupación por que el tema del déficit atencional no estaba claramente definido e incorporado como una necesidad educativa especial, el cual, por lo demás, resulta difícil certificar. Sin embargo, lo que debe causar inquietud al Senado es que el referido trastorno se diagnostica teniendo como base una clasificación norteamericana que establece los requisitos mínimos para determinar esta enfermedad y que se soluciona -¡ojo!- sólo con la ingesta de neuropsicofármacos.



Ello, en la sociedad chilena, tiene que ver con los hijos del ritalín y de las anfetaminas.



El punto que preocupa es que dicho profesional señala en el informe que en una sala de clases normalmente el 20 por ciento de los alumnos está medicado con ritalín o anfetaminas.



Me parece que esta situación debiera llamar a preocupación en el ámbito del Ministerio de Educación, toda vez que, al ser consultado dicho médico especialista      -dato que no se consigna en el informe- respecto de cuál es la media mundial de déficit atencional en una sala de clases, señaló que no sobrepasa el 6 por ciento.



¿Cómo se explica, en consecuencia, la tremenda diferencia existente entre ese 6 por ciento, que es la media mundial, y el 20 por ciento del que se da cuenta en relación con el sistema educacional chileno? Me parece que ese tema debería llamar a reflexión.



Tengo la impresión de que nuestro sistema educacional es el que necesita “ritalín” y “anfetaminas”, y no los estudiantes, quienes muchas veces llegan a salas de clases enormemente aburridas, poco proactivas, y que en la actualidad -así lo dice Tony Busan, especialista en procesos cognitivos- se han transformado desde templos del saber hasta en verdaderos templos para dormitar el cerebro. Porque los niños no soportan aulas tan tediosas como las que existen hoy día.



Estimo que ese punto es relevante y debería ser considerado.



Sin perjuicio de lo anterior, señalamos nuestro entusiasmo en orden a brindar apoyo a la educación especial y, en particular, a los niños y adolescentes que padecen déficit de diversa naturaleza. Por ello, Renovación Nacional votará a favor de la iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo partir sumándome a las expresiones formuladas en la Sala por los distintos señores Senadores que han intervenido.



Expreso mi inmensa satisfacción por el hecho de votar hoy un proyecto de ley tan importante para Chile, en especial porque se trata de un país que se ha propuesto generar igualdad de oportunidades para todas y para todos. Y sabemos muy bien que hemos avanzado en ese sentido. Hace algunos años los niños con algún tipo de dificultad o enfermedad eran escondidos en sus casas. Felizmente, ello hoy día se ha superado. 



La iniciativa en debate constituye un avance, pues se definen las necesidades educativas especiales de carácter transitorio. Además, se establece que,  respecto de los alumnos con tales necesidades, la subvención podrá fraccionarse y pagarse conforme a las horas de atención que efectivamente requiera el estudiante para superar sus déficit, de acuerdo con lo que establecerá un reglamento. Y se aumenta la subvención de educación  especial diferencial, lo cual me parece fundamental para llevar adelante los distintos planes de trabajo que se van a emprender en esta dirección.



Deseo destacar que hasta ahora, sin la aprobación de la iniciativa en análisis -espero que se acoja pronto-, sólo existe capacidad para formar a menores con dificultades a nivel de enseñanza básica. Sin embargo, a través de este proyecto, se les considerará en la educación preescolar, básica y media. Esto resulta extraordinariamente importante para completar la formación de niños y jóvenes que se hallan ansiosos de hacer su aporte y contribuir así al desarrollo del país.



Sin embargo, nos quedarán muchas materias pendientes.



En seguida, deseo relatar en forma muy breve una experiencia personal que me correspondió vivir cuando fui Ministra de Justicia de su Gobierno, señor Presidente.



En una oportunidad, de las tantas en que me tocó participar, visité un hogar subvencionado del Servicio Nacional de Menores y estuve con los niños que se encontraban ahí. De repente noté algo raro, y esto se tradujo en que en una habitación se hallaba una mujer de 35 años en silla de ruedas, que fue abandonada cuando tenía un año de edad. Estaba inhabilitada por completo para valerse por sí misma y, naturalmente, exhibía con creces la edad para permanecer en dicho recinto.



Pero la directora de ese hogar, con razón, me dijo: “Qué hago; nunca nadie la ha venido a ver, nunca nadie ha preguntado por ella y yo no puedo dejarla botada en la calle”.



Por eso, deseo establecer la necesidad de que nos fijemos otros objetivos. Y para esos efectos deseo valorar muy especialmente el aporte que hace la Asociación de Padres y Amigos de los Autistas…



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALVEAR.- …y, además, la colaboración de los padres y las madres de niños y jóvenes con discapacidad. Ellos realizan con enorme generosidad un esfuerzo permanente por salir adelante. 



La mayoría de estas agrupaciones cumplen su labor ad honórem  y están conformadas por personas que desean ayudar a una  familia donde ha nacido un niño con discapacidad.



En consecuencia, señor Presidente, junto con señalar que apoyaré con entusiasmo esta iniciativa legal -espero que se apruebe en forma unánime y a la brevedad-, llamo la atención sobre las tareas pendientes que nos quedan como sociedad y, al mismo tiempo, hago un reconocimiento a quienes deben realizar el sacrificio mayor para sacar adelante a estos niños y jóvenes.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, por supuesto, votaré a favor de este proyecto de ley porque creo que Chile posee una gran deuda con los discapacitados. Y al aprobar iniciativas como ésta se avanza en la línea correcta, pues se termina con algunos abusos tan propios de nuestra idiosincrasia nacional y que en este caso atentan contra los sectores más vulnerables de la sociedad.



Sin embargo, he querido intervenir, no para decir lo mismo que manifestaron otros Senadores que me antecedieron, sino para plantear algo que, a mi juicio, es de gran importancia y que constituye la mayor deuda que la sociedad chilena tiene con los discapacitados.



Señor Presidente, ¡para qué estudia un discapacitado! ¡Para qué aprende! ¡Para qué se capacita si en definitiva no tendrá trabajo ni una oportunidad para ganarse la vida en forma digna!



Señalo lo anterior, porque hace un mes presenté un proyecto de ley al Gobierno con el fin de llevar a cabo lo que realizan los países a los cuales les importan realmente los discapacitados. En España, Alemania y en muchas naciones desarrolladas se les destina un porcentaje de cargos en la Administración Pública.



Dicha iniciativa establece algo muy simple: que el 5 por ciento de los empleos estatales que se proveen mediante concurso público sean ocupados por discapacitados. ¿Para qué? Para que los que acuden al colegio, aprenden otro idioma y asisten a la universidad cuenten con una oportunidad al interior del Estado, el cual por ley está llamado a proteger a los más débiles.



¿Cómo es posible, señor Presidente, que el Estado sea el más discriminador en contra de los discapacitados?



En la actualidad hay disposiciones legales que no permiten que un discapacitado entre a la Administración Pública. Sólo algunas instituciones -el Ejército, Carabineros, municipalidades y muchas empresas privadas- les dan espacio. 



Ahora bien, ustedes se preguntarán qué pasó con la iniciativa que presenté al Gobierno. Es muy curiosa la respuesta, porque la persona que me la dio es un discapacitado: el Director del Fondo Nacional de la Discapacidad, don Carlos Kaiser, quien me contó su experiencia. 



Él estudio en la universidad y, a pesar de tener esposa e hijos, durante años no pudo encontrar trabajo, porque lo discriminaban. Pero el acalde de Algarrobo le brindó una oportunidad. Por eso se hizo conocido y lo nombraron para ocupar el cargo antes mencionado. 



En todo caso, su respuesta fue sumamente confusa, señor Presidente. Y el Gobierno no contestó a mi propuesta.



Creo que si realmente queremos preocuparnos de los discapacitados, no sólo debemos elaborar leyes como las hoy día vigentes, sino que tenemos que abrir para ellos una oportunidad en el Estado, que es el llamado per se a proteger a los más débiles.



Por lo tanto, debemos aprobar una norma en tal sentido. Y hago presente a la señora Ministra subrogante y a los demás representantes del Ejecutivo que les enviaré de nuevo dicho proyecto, a fin de que lo estudien, pues la respuesta que recibí fue muy mala.



Creo que un Gobierno como el de ustedes, que dice estar preocupado de los discapacitados, debiera hacerlo en serio, porque el Estado tiene que darles espacios reales, no como ocurre hoy, cuando es el que más los discrimina.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, como probablemente todos los Senadores, he podido conversar con agrupaciones de madres y padres de niños y jóvenes discapacitados, quienes han tenido constancia, tanto acá como en Santiago, para acercarse a los Parlamentarios y hacernos ver el drama que viven todos los días.



En cada una de mis conversaciones he podido palpar que su mayor angustia radica en qué va a suceder con el hijo discapacitado si ellos alguna vez faltan. Ése es el sentimiento que al final permea todo. Esos padres y madres perciben que, mientras están, los miembros de su familia con discapacidad -niños, jóvenes- de alguna manera se encuentran protegidos. Pero siempre persiste la angustia de no saber qué pasará si el día de mañana ellos desaparecen.



Por eso uno entiende perfectamente bien el esfuerzo sobrehumano que realizan tales personas por brindar a sus discapacitados la mejor educación factible, por lograr que esos jóvenes y niños puedan valerse al máximo por sus propios medios. Es cierto que después, por lo general, no se les da una mano en cuanto a opciones de trabajo. Pero ellos tratan de conseguir al menos que sus hijos tengan un mínimo de relación con el mundo.



Por ello, creo que hay que apoyarlas con todo.



De otra parte, comparto la opinión vertida por el Senador señor Letelier en el sentido de que uno percibe que probablemente ha habido un aprovechamiento en las escuelas de lenguaje. En verdad, se trata de discapacidades difíciles de detectar y para cuyo diagnóstico se requiere un especialista. Por lo tanto, resulta muy fácil pasar a un niño por completo normal como si tuviese una limitación de lenguaje. Y como la subvención es mucho más alta, las escuelas especializadas en esa área han surgido como “callampas” por todas partes.



Pienso que jugar con los recursos del Estado para tratar una discapacidad que no existe y en consecuencia, básicamente, lograr un beneficio económico para el sostenedor es del todo inaceptable. 



El trastorno de lenguaje existe, señor Presidente, y las consecuencias de no tratarlo a tiempo y bien pueden terminar liquidando la vida de un niño para siempre. El problema radica en resolver cómo y dónde se trata: si en una escuela normal, con profesionales que otorguen el tratamiento en forma paralela, o en un establecimiento especial.



Yo no puedo opinar sobre esa materia, pues no soy especialista. Lo único que sé es que la discusión -como decía el Honorable señor Chadwick- va a ser ardua y, probablemente, larga. Y durante ella tendremos que ver cómo establecemos todos los filtros posibles a fin de que los niños con problemas de aprendizaje y de lenguaje reciban realmente el tratamiento que requieren y al final sean ciudadanos absolutamente plenos. Pero también debemos encontrar la forma de frenar el abuso, que siempre resulta inaceptable, más aún cuando hay dineros fiscales de por medio.



Ahora bien, como existen dos situaciones dramáticamente distintas -por un lado, una discapacidad obvia, terrible, pesada, costosa, respecto de la cual no hay ninguna diferencia entre las bancadas; por otro, una situación muy complicada, que requiere un estudio a fondo, referida básicamente a los trastornos del lenguaje-, quiero respaldar con mucha fuerza el desglose del proyecto en dos y, por ende, el despacho en forma urgente de lo relativo a las discapacidades permanentes, graves, y al aumento de la subvención respectiva.



He estado conversando con padres y madres de discapacitados, y me he enterado de que muchas escuelas se encuentran a punto de cerrar porque, sencillamente, ya no están en condiciones de pagar ni las deudas de agua y luz, ni tampoco las remuneraciones de los profesores. O sea, se hallan a un paso de la quiebra. Y uno ve la angustia de aquellas personas, quienes ¡ya no pueden más!



Y por otra parte podremos darnos tiempo para discutir, con todo el detalle que requiere, lo concerniente a las escuelas de lenguaje, sin…



Señor Presidente, el Senador señor Letelier me está pidiendo una interrupción, que concedo con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Agradezco a la Honorable señora Matthei y a la Mesa.



Para lograr el objetivo que plantea la señora Senadora es preciso definir las discapacidades transitorias y las permanentes. Sólo a estas últimas se les va a conceder el aumento extraordinario. El desglose no haría necesarias las dos definiciones. Entonces, si se incrementa la subvención, se hace en forma pareja para todos.



Yo entiendo, por ende, que la propuesta de desglose, más que separar las dos definiciones,...

La señora MATTHEI.- ¡No! ¡No es eso!

El señor LETELIER.-...es dejar pendiente sólo el elemento destinado a calificar quién ingresa a la escuela de lenguaje o quién sale de ella. 



Sólo deseaba precisar los conceptos. Y al respecto estamos totalmente de acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recupera la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero estar muy clara: el aumento sólo puede provenir para los casos graves, permanentes, calificados como tales. En eso hay absoluto acuerdo para un pronto despacho.



El otro aspecto, el de las escuelas de lenguaje, requiere una discusión a fondo. Porque, sin duda, uno no puede primero aumentar la subvención y después discutir qué hace con ella. Es al revés.



Por ello, pido encarecidamente -¡encarecidamente!- al Gobierno que lo referido a las discapacidades graves, permanentes       -fueron citadas durante la discusión-, se desglose de este proyecto de ley y sea tratado con urgencia, para aumentar la subvención a un sector que atraviesa por una situación realmente desesperada. 



Yo sé que las mamás y papás que se hallan en las tribunas han conversado con muchos de los Parlamentarios aquí presentes. Y también sé que todo el mundo estaría de acuerdo en aprobarlo. 



Por ello, le solicito al Ejecutivo -es una materia de su iniciativa exclusiva- que proceda al desglose planteado.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, nada hubiera querido menos que iniciar mi intervención refiriéndome a lo que escuché a un Parlamentario del Gobierno de la Concertación.



Yo fui Subsecretario y Ministro de Justicia en el Gobierno de Su Señoría y Ministro de esa Cartera en la Administración del Presidente Lagos, y, por tanto, no puedo aceptar que se diga tan simplemente que los Gobiernos de la Concertación no se han preocupado del problema de la discapacidad.



Ésta es una materia importante y difícil de abordar. Como todas las cosas en este país, el apoyo a los discapacitados se ha ido desarrollando poco a poco e instalándose lentamente en la sociedad. 



Por lo tanto, me parece tremendamente injusta aquella afirmación de un colega Senador, más aún cuando quien dirige hoy día el FONADIS es un discapacitado. Y estoy seguro de que su principal preocupación va a ser trabajar en pos de soluciones; y si la que se ha propuesto es buena, la vamos a apoyar todos 



Creo que era indispensable hacer esa aclaración, señor Presidente, porque la discapacidad -repito- es una realidad importante para todos nosotros.



Yo he recorrido diversas zonas y visitado numerosas instituciones que se preocupan de esta situación. En el propio Ministerio de Justicia incorporamos a personas que luego trabajaron con nosotros en el ámbito de la discapacidad. Y allí, además, se maneja parte de las subvenciones del Servicio Nacional de Menores. Por consiguiente, conozco la realidad de esa problemática.



En fin, considero indispensable tener presente la labor que se está haciendo y salir adelante con este proyecto, en vez de buscar culpables o idear fórmulas que puedan generar una situación ventajosa respecto de los demás.



No debiera haber diferencias entre nosotros sobre este particular. Aquí existe una necesidad clara y precisa, y tenemos que satisfacerla con celeridad.



Este proyecto lleva casi un año, señor Presidente, y es preciso buscar fórmulas para responder con prontitud a una demanda que, debido a la insuficiencia de recursos, hacen todas las instituciones y todos aquellos que tienen hogares o establecimientos educacionales para discapacitados.



No sé si la proposición de la Senadora señora Matthei demora o no la iniciativa, pero yo le pediría al Gobierno que le pusiera la urgencia necesaria para que de una vez por todas podamos entregar las subvenciones que se precisan para las tareas de educación y laborales que tienen los discapacitados en general.



Por supuesto, señor Presidente, vamos a votar a favor, con toda nuestra fuerza, y colaboraremos en cuanto sea indispensable para sacar adelante un proyecto que es importantísimo para una parte significativa de los chilenos.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no es mi ánimo alargar la discusión, pues se trata de un proyecto que todos queremos aprobar rápidamente a fin de que ojalá sea ley lo más pronto posible. Sin embargo, debo intervenir porque, si hay algo que nos impacta a los que hemos sido candidatos y usamos en las campañas el trabajo “casa a casa”, es cuando nos invitan a entrar en una vivienda y nos encontramos con un menor afectado por una discapacidad permanente.



Y en nuestro país, a mi juicio, ésa es una realidad bastante más oculta aún de lo que suponemos.



Señor Presidente, si bien el proyecto apunta en el sentido correcto, quiero pedir que se envíe un oficio a la señora Presidenta de la República para solicitarle que se estudie la posibilidad de otorgar una subvención destinada a crear internados para quienes se hallan en dicha situación.



La verdad es que a muchas mujeres, especialmente en el mundo popular, de nuestra clase media, se les hace imposible salir al mercado laboral cuando tienen un menor en tales condiciones.



Por eso la diferenciación que establece el proyecto entre discapacitados permanentes y aquellos que tienen problemas de carácter transitorio en el aprendizaje, pues se trata de realidades radicalmente distintas.



Un menor afectado de discapacidad permanente demanda, principalmente de su madre, atención durante las 24 horas del día. Hay muchas mujeres que por desgracia, debido a la destrucción familiar, son abandonadas por su pareja, por su conviviente, por su marido, y deben hacerse cargo de una situación dramática; y cuando ésta incluye la existencia de un hijo en ese estado, se les hace imposible salir al mundo laboral.



Entonces, tenemos que avanzar, no sólo en una subvención diferenciada que haga sustentables económicamente las escuelas respectivas, sino también en la búsqueda de la posibilidad de crear una subvención para que haya internados.



En el mundo rural vemos muchos casos de discapacidad permanente. Y, sin duda, la única posibilidad de acceder a una educación diferencial es la existencia de un hogar o un internado. Creo que es el paso que debe dar nuestra sociedad para incorporar en ella a estos menores o, muchas veces, para sacarlos del ocultamiento en que viven.



En tal sentido, reitero mi solicitud de oficiar a la señora Presidenta de la República a los efectos de que disponga el estudio de un nuevo proyecto de ley -porque no es mi ánimo dilatar el despacho del que hoy debatimos- que establezca una subvención -complementaria de la que ahora se incrementa- destinada a crear instituciones sin fines de lucro o escuelas subvencionadas o municipalizadas que de alguna forma, sea a través de hogares o de internados, faciliten la educación de los menores en comento y, a la vez, permitan que muchas madres de familia salgan al mundo laboral, pues la imposibilidad de hacerlo es uno de los mayores obstáculos que enfrentan en la actualidad.



No tenemos cifras ni estadísticas certeras sobre la magnitud de este problema en el país, señor Presidente.



Ahora bien, si hay algo que a uno lo impacta y emociona de verdad es ver, muchas veces, el grado de solidaridad de los vecinos, de las abuelas, del núcleo familiar, cuando, no obstante sus condiciones de extrema pobreza, se hacen cargo de menores con discapacidad permanente. Obviamente, las personas de nivel socioeconómico más alto tienen los medios para pagar un hogar o a alguien que se haga cargo de su cuidado. Pero esa realidad corresponde a una ínfima parte de la ciudadanía.



Por eso, creo que, tras una buena escuela, debemos dar el paso siguiente: constituir -ojalá a lo largo del país- hogares que, sobre la base de una subvención especial, no sólo entreguen educación, sino que también cobijen en un inmueble a muchos menores con discapacidad permanente, quienes -lo considero importante- deben salir del ocultamiento en que viven.



Entonces, una vez más pido oficiar en mi nombre -y en el de quienes deseen adherir- a la señora Presidenta de la República a los efectos de que se estudie una nueva subvención, distinta, que permita crear hogares o internados para los menores con discapacidad permanente. 



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-Si le parece a la Sala, se mandará el oficio solicitado por el señor Senador. 



--Así se acuerda. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto en términos personales y no como Presidente de la Comisión de Educación. 



Sobre el particular, hay tres puntos que deseo mencionar.



El primero de ellos -emana de la iniciativa, ha estado en la discusión de hoy y fue incorporado en el análisis de la Comisión como un tema bastante nuevo- se refiere al déficit atencional, que forma parte del proceso que estamos siguiendo para ver cómo mejoramos el financiamiento y el funcionamiento de los planteles.



Aquí se recordó cierta información que figura en el documento, emanado de la Comisión, que los señores Senadores tienen en sus manos. Para nosotros fue tremendamente impactante conocer el porcentaje tan alto de déficit atencional existente. Y también fue muy impresionante recibir la versión personal de uno de los jóvenes que padecen dicho trastorno, quien hizo un resumen de su vida y señaló cómo ha sido la respuesta de la sociedad frente a su situación.



Se trata, Honorables colegas, de un problema que cada día empieza a verse más frecuentemente, con especial énfasis -y reiteraré lo que señalé en dicho órgano de trabajo- en la relación de las dificultades vinculadas con la salud y las complejidades del desarrollo personal versus su enfrentamiento con el medio. 



Ahora bien, hay una contradicción entre el llamado teórico a ser cada más comprensivo con los temas personales de todo el mundo y lo que sucede en cada caso particular, en el sentido de hablar no sólo de enfermedades en forma colectiva sino también de enfermos o de personas, atacando la actitud permanente de, en alguna forma, despreciar la relación personalizada entre la sociedad y tal o cual individuo. 



Ése es un primer punto.



En segundo lugar, más allá de lo que hemos discutido hasta la fecha, debo reiterar que quedaron asuntos pendientes en el debate de la Comisión. Algunos de ellos ya fueron mencionados por sus integrantes. Otros deberán ser incorporados. Por ejemplo, la realización de una discusión más cercana entre salud y educación; la creación de instancias para enfrentar estas cuestiones con mayor precisión; el trabajo con los profesores; la búsqueda de la excelencia en términos más aceptables para ellos; eventualmente, una mayor diferenciación entre las discapacidades; aumento más acentuado de la subvención -facultad exclusiva del Ejecutivo- en términos de si son suficientes las cifras que se entregan. 



Y el tercer tema se refiere a lo siguiente. 



En la Comisión se planteó por el Honorable señor Chadwick -y Su Señoría lo reiteró aquí- y otros Senadores la posibilidad de solicitar al Gobierno que desglose el proyecto en lo meramente económico y dejar para una discusión más amplia las otras materias contenidas en él. 



Con franqueza, creo que es una muy buena propuesta desde el punto de vista de entregar pronto ciertos recursos; pero también debo hacer notar que, en mi opinión, es difícil, por la complejidad de la iniciativa, la manera como se está tratando y el interés que existe, hincar el diente en un aspecto que es muchísimo más  profundo que lo que se pudiera consignar en el texto mismo.



No es fácil desglosar el proyecto, incluir una serie de subvenciones y quedarnos rigidizados en la discusión posterior.



He conversado con los miembros de la Comisión de Educación Honorables señores Cantero, Chadwick y Núñez -y entiendo que el Senador señor Navarro estaría en igual disposición- y concordamos en que, en vez de efectuar ese desglose y atendido que se trata de un tema que todos tenemos muy presente, quienes deseemos formular indicaciones lo hagamos luego, de aquí al lunes. Porque la Comisión, sobre la base de la palabra de los Senadores que he mencionado, está disponible para analizarlas durante todo el tiempo que sea necesario el martes y miércoles próximos, de modo de evacuar el segundo informe entre jueves y viernes, con el objeto de que la Sala lo discuta el martes siguiente.



De esa manera cumpliríamos dos objetivos: despachar rápido el proyecto y además organizadamente, con una visión holística, sin que se nos confundan los términos y tengamos que estar cambiándolos.



Si bien se trata de materias separadas, se encuentran tan interrelacionadas, sobre todo a la luz de lo que vamos a proponer a la Comisión, que  yo solicitaría considerar esa idea, para dar así satisfacción a las proposiciones que han formulado otros señores Senadores. Dado que ella, aparte ser razonable, implica una visión más organizada del tratamiento de la iniciativa, nos parece más lógico comprometernos a eso.



Anuncio mi voto favorable.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, existe unanimidad en las diversas bancadas en cuanto a apoyar el mejoramiento de la subvención educacional para los discapacitados.



Creo que la experiencia de vida con un niño o una niña, con un hijo o una hija con discapacidad es, lejos, una de las más enriquecedoras. Lo que Dios quita por un lado, sin lugar a dudas, lo da por otro. Las personas que se hallan en esa condición nos abren los ojos con respecto a la fragilidad de los seres humanos, y también son una campanazo de alerta frente a cualquier asomo de soberbia o de creerse de alguna forma más cerca de los normales. Desde luego, debemos asumir esta experiencia como sociedad.



En cuanto a las deficiencias que en  mayor o menor grado se plantean, es preciso focalizarlas lo mejor posible.



Con respecto a las discapacidades transitorias, las escuelas de lenguaje -según lo denunciado por la prensa en su oportunidad- crecieron en 500 por ciento, debido a la facilidad con que se podían instalar. Pero hay que reconocer que en esta materia están pagando justos por pecadores. He tenido la ocasión de visitar algunas de ellas y he comprobado  que cuentan con profesionales verdaderamente acuciosos, hacen bien las cosas  y han sorteado todos los procesos de fiscalización.



Por lo tanto, no caigamos en la tentación de pensar que, a causa de una irregularidad -que también se produjo con los sistemas de capacitación, que el SENCE debió fiscalizar en forma oportuna y preventiva-, va a suceder lo mismo con esa clase de establecimientos.



Por esas razones, debemos ver el tema en su conjunto y en un trámite rápido, cuando el proyecto se estudie en particular tanto en la Comisión como en la Sala.



Anticipo que respaldaremos la iniciativa. Pero solicito al Ejecutivo que establezca una subvención de capacitación laboral, para que los jóvenes discapacitados que terminan su período educacional tengan la posibilidad de formar microempresas; cuenten con el estímulo de que serán  contratados, y logren desempeñarse en plenitud y con la riqueza que he señalado, en cada una de las instancias de nuestra sociedad.



Aprobaré la iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, de más está decir que votaré a favor del proyecto, porque va a dejar a nuestro país en  mejores condiciones  en una materia de enorme importancia. Creo que nadie se debería restar a darle su aprobación.



Sí, deseo precisar algo que me parece esencial cuando se aborda una iniciativa de esta naturaleza. Desde un punto de vista conceptual,  me parece mal que algunos partan expresando que estamos ante situaciones de inferioridad o -por qué no decirlo- que las personas discapacitadas no se encuentran en igualdad de condiciones que nosotros. 
Esta manera de enfrentar el problema podría llevarnos a conclusiones absolutamente ajenas a lo que se pretende resolver.



Aquí estamos en presencia de seres humanos tan dignos como todos los demás -esto debe entenderse muy bien-, y es obligación de cada uno de nosotros -no sólo del Gobierno o de la Oposición- tener hacia ellos una actitud que nos dignifique como personas. El problema es a la inversa. 



Ahora sucede algo totalmente distinto. Antes, la tendencia respecto de tales personas era a esconderlas, a no mostrarlas, a no asumir la realidad. Esa falsa visión de las cosas puede llevar a situaciones muy delicadas cuando un país no reconoce su calidad de seres humanos a quienes no presentan plena y absoluta normalidad.



Por eso, me gustaría que este concepto quedara esencialmente expresado aquí y que constituyera la razón que nos permita, incluso, avanzar en dos o tres temas señalados por Senadores de la Oposición y que paso a comentar.



 La Honorable señora Matthei se ha referido a la angustia que sienten algunos padres cuando piensan qué pasará mañana, cuando ya no estén, con su hijo u otra persona con discapacidad que se encuentre a su cuidado.



Esa angustia no puede quedar entregada sólo a la familia. Debemos encontrar una solución. Creo que la señora Senadora ha puesto el dedo en la llaga. Es necesario encontrar una solución, sobre todo teniendo en cuenta que el país comienza a progresar. Y uno de los síntomas de que está avanzando es que hoy se están abordando estos problemas.



Considero mezquina la acusación que se hace en el sentido de que los Gobiernos de la Concertación no se hayan preocupado de la situación o sólo lo hayan hecho a medias. Éste es un problema que hemos ido madurando como sociedad y hoy lo asume el Gobierno actual. Pudo haber sido otro. Lo importante es enfrentarlo y hacerlo bien.



Sin duda, la Honorable colega de la Oposición ha puesto de manifiesto un tema relevante. Y el Ejecutivo -por cierto, al margen de esta iniciativa- debe proponer una solución, para que en el futuro esos padres no sufran tal angustia ni -menos- la traspasen a sus hijos. Porque, más allá de cualquier cosa que podamos pensar, ellos también comprenden el temor que los embarga.



En segundo lugar, deseo recoger lo planteado por el Honorable señor Longueira. Es efectivo -he sido testigo de ello- que innumerables familias, muchos padres o madres, fundamentalmente, no están en condiciones de allegar los recursos para el cuidado de los niños o jóvenes discapacitados porque no pueden trabajar y se afligen por el hecho de tener que dejarlos solos.





Debería crearse un organismo, o una sección especial dentro de las instituciones existentes, donde puedan permanecer esos muchachos y recibir el debido cuidado. Ello permitiría a sus padres, y en particular a su madre -que es lo más común- trabajar, cumplir y hacer bien las cosas para que tengan una mejor calidad de vida.


Hay que analizar el punto que planteó el Honorable señor Longueira y recogerlo -repito: no en este proyecto-, porque es necesario resolverlo.



En tercer término, deseo dejar establecido que, por lo general, ante estas situaciones puede darse la tendencia a medirlas -para justificar algunos subsidios o soluciones por parte del Estado- a través de modalidades que no sean las adecuadas. Y ello sería doblemente grave. Para ese efecto, se debe partir de la realidad en que se encuentran tales personas y no como si estuvieran en un nivel pleno de capacidades. Porque no lo están. 



Por lo tanto, sería necesario establecer un sistema de medición especial para estos casos.



El cuarto y último punto es el siguiente. 



Si procedemos en la dirección que he delineado, no sólo estaremos cumpliendo una obligación, que por supuesto es importante; además, debemos tener conciencia de que los que más ganaremos seremos nosotros. Porque el cariño, la disposición de la gente con menores capacidades, por ejemplo, de los niños o niñas con síndrome de Down, son de tal magnitud y entrega que cuando uno los recibe se siente mucho más persona y termina agradeciéndole a Dios el poder hacer algo por ellos.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no soy especialista en la materia, pero he seguido con mucha atención el debate y me parece muy interesante el camino que se ha sugerido. 



Pienso que hay que tomar en serio la propuesta del Senador señor Chadwick para los efectos de avanzar con mayor eficacia en la solución del problema más grave: el de las discapacidades profundas, permanentes, y no detener su marcha. Porque efectivamente, según la información que tengo de mi Región, existen muchas dificultades en diversos establecimientos, los cuales, por falta de una subvención adecuada, no están funcionando en la forma debida.



En todo caso, estamos disponibles para despachar la iniciativa con la mayor urgencia posible, ya sea por la vía que se ha sugerido o por la actual.



Y deseo aprovechar la ocasión para plantear un asunto vinculado con el que nos ocupa. 



En 1994 se dictó la ley Nº 19.284, que estableció normas para la plena integración social de las personas con discapacidad y reguló diversas situaciones. Y en el Título IV se refirió en particular a la equiparación de oportunidades. Entre ellas, dispuso que las nuevas construcciones, ampliaciones, instalaciones, tanto en edificios de propiedad pública como privada, en fin, “así como también las vías públicas y de acceso a medios de transporte público, parques, jardines y plazas, deberán efectuarse de manera que resulten accesibles y utilizables sin dificultad por personas que se desplacen en sillas de ruedas.”. 



Es decir, esa normativa postulaba que la sociedad, a lo largo de todo el país, adoptara medidas en cada uno de los ámbitos -infraestructura, cultura, informaciones, comunicaciones, educación- para hacer realidad la equiparación de oportunidades.



Sin embargo, según conversaciones que he sostenido con dirigentes regionales, tales disposiciones, a pesar de que los plazos se encuentran vencidos, no se han cumplido, ni siquiera en todos los edificios públicos o privados.



Por lo anterior, para que las leyes se cumplan, sean reales, y en especial para que se alcancen los objetivos de bien social que persiguen en cuanto a dar plena igualdad de oportunidades a las personas que, por distintas razones, no las tienen o no han podido acceder a ellas, solicito que se dirija un oficio -ojalá en nombre del Senado- a la Presidenta de la República pidiéndole que tenga a bien impartir instrucciones a los respectivos Ministerios o a las entidades que correspondan para que esas normas se cumplan. Porque no resulta aceptable dictar leyes que nos hagan sentirnos complacidos por haber aprobado disposiciones con objetivos de bien, pero que en la práctica no se concretan.



Pienso que con ello estaremos avanzando, no sólo en el aspecto educativo, a través de subvenciones, que son necesarias para mejorar la calidad de los esfuerzos que se realizan, sino también en el acatamiento de normas que se hallan vigentes pero que en la práctica no se aplican.



Por lo tanto, solicito que el oficio referido se envíe en nombre de esta Corporación, a fin de asegurar el cumplimiento de la ley que establece la plena integración social de las personas con discapacidad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si les parece a Sus Señorías, se remitirá el oficio en nombre del Senado.

El señor PROKURICA.- Sí.

La señora ALVEAR.- Conforme.

El señor LETELIER.- Muy bien.



--Así se acuerda, por unanimidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, comparto todos los análisis y discursos que aquí se han hecho respecto de un tema tan relevante como el que estamos tratando. Pero es esencial que la Sala comprenda que nos hallamos ante una situación de carácter urgente.



En Chile existe un sinnúmero de instituciones y de organizaciones destinadas a atender a la gente con discapacidad. Ellas han sido formadas, las más de las veces, por personas que, debido a su amplio sentido social o por ser padres de niños con características especiales, han dedicado sus vidas a promover y realizar educación diferencial. Y la situación actual hace indispensable, necesario, urgente que obtengan las subvenciones que plantea este proyecto de ley.



Ello, porque sin duda estamos hablando de un tipo de enseñanza para determinadas personas, para determinados seres humanos, que no hemos abordado, como sociedad, desde esa perspectiva. De hecho, hoy estamos discutiendo una modificación a la ley sobre subvenciones, vale decir, mirando el problema sólo a través del prisma de cuánto una subvención va a poder contribuir al desarrollo de un proceso de enseñanza indispensable para hombres y mujeres que requieren una educación especial de carácter permanente.



Estoy seguro de que muchas de esas organizaciones e instituciones  se encuentran en una situación límite que les impide seguir ejecutando  adecuadamente su labor. Además, hay un gran espectro de personas que desean que sus hijos  ingresen a ellas. Y, a su vez, tales entidades quieren recibir a esos niños y jóvenes pero no poseen la capacidad para atenderlos en forma apropiada.



Nos hemos reunido con numerosos representantes de dichas instituciones y con profesores, especialistas, profesionales, pero también con padres, y han coincidido en lo señalado. 



Pienso que desde esa perspectiva debe evaluarse principalmente la situación: considerar el drama de un padre que no tiene dónde llevar a su hijo; el drama de una familia cuyo entorno se ve afectado por alguna de estas discapacidades permanentes que sufre alguno de los suyos y que, por tanto, requiere una atención global, orgánica, sistemática; y las pocas alternativas existentes a lo largo del país para que la gente pueda contar con esa atención especializada.



Si cada uno de nosotros recorre mentalmente las zonas que representa, podrá contar con los dedos de una mano los lugares donde los grupos familiares que conocemos pueden llevar a sus hijos. Más aún, al conocer la situación de algunos establecimientos de este tipo hemos visto las dificultades que tienen para sostenerse: grupos de voluntariado, padres que abnegadamente tocan puertas para poder llegar a fin de mes y pagar a los profesionales que atienden a sus hijos.



Eso es lo que este proyecto quiere salvar a la brevedad. 



Por ello, comparto la propuesta del Senador señor Chadwick de desglosar la iniciativa y pedir al Ejecutivo que califique la urgencia de "suma", porque, a mi juicio, representa una necesidad absolutamente perentoria, imprescindible, esencial, para dar una respuesta a quienes desarrollan esta actividad -la mayoría de las veces de manera voluntaria, con un sentido social y de ayuda a la comunidad verdaderamente impresionante- y a los padres que han debido enfrentar la situación.



Distinto es el caso de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio, que define este proyecto de ley, porque respecto de ellas existen legítimas diferencias y contradicciones que, sin duda, tendremos que analizar adecuadamente para resolverlas. Y no estoy seguro de que solamente en una o dos sesiones de la Comisión especializada del Senado podamos superarlas, pues hay una diferencia sustancial con el Ministerio de Educación en lo relacionado con la autonomía de los profesionales que se regirán por esta normativa y la manera en que se desarrollarán los establecimientos de que se trata. 



En lo central del caso que nos ocupa (las necesidades educacionales especiales permanentes), creo que tenemos que avanzar, ojalá hoy día, y que el Senado dé una señal absolutamente clara. Porque -reitero- aquí no hablamos de colegios municipales ni de establecimientos públicos, sino, la mayoría de las veces, de recintos nacidos de la generosidad y solidaridad de padres o de personas con criterio social. No estamos refiriéndonos a establecimientos educacionales que haya creado el Estado. 



Debemos reconocer -y esto no es culpa del Gobierno o de la Oposición- que, como Estado, como sociedad, en este tipo de educación hemos ido quedando atrás, acompañando iniciativas de carácter privado, reaccionando frente a lo que hacen personas de gran corazón. Y el proyecto sometido a nuestra consideración nos da la gran oportunidad de responder, en parte, a esas organizaciones y personas que se desvelan, que entregan cariño, amor y talento para que niños con dificultades permanentes puedan desarrollar su vida en mejor forma. 



No hay duda de que no es la solución definitiva, no es la respuesta global que uno debería dar a gente con las características que he mencionado; pero, sí, en lo que respecta al proceso escolar, me parece que debemos proporcionar una señal contundente, en el sentido de que a la brevedad tales organizaciones puedan contar con una nueva subvención, que les permitirá respirar mejor y solucionar las necesidades que actualmente enfrentan en la vida cotidiana.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos favorables).



Votaron los señores Allamand, Alvear, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Propongo fijar como plazo para presentar indicaciones el lunes 17 de julio, a las 12.



--Así se acuerda.


--(Aplausos en tribunas).

BONO POSLABORAL PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS CON BAJAS TASAS DE REEMPLAZO DE PENSIONES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social (Boletín Nº 3975-13).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3975-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 30ª, en 11 de julio de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal de la iniciativa es el otorgamiento de un bono poslaboral a los funcionarios públicos con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones, con el propósito de mejorar sus condiciones económicas de vida.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social la discutió sólo en general, y dio su aprobación a la idea de legislar por unanimidad (Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



El texto correspondiente se consigna en el respectivo informe.



Cabe tener presente que durante la discusión particular el proyecto deberá ser analizado también por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Ofrezco la palabra.



Puede hacer uso de ella el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, permítame explicar brevemente que la voluntad de la Comisión fue aprobar en general la iniciativa, a la espera de las indicaciones que presentará el Ejecutivo. Después voy a precisar los aspectos respecto de los cuales se solicitó, por consenso, más información e indicación específica.



Este proyecto beneficia a los funcionarios públicos, tanto de los servicios centralizados como de los descentralizados, a los trabajadores municipales y de las universidades públicas. De acuerdo con los antecedentes que se nos entregó, existe un universo potencial de beneficiarios de entre 110 mil y 130 mil personas. Se trata de trabajadores del sector público que cotizan en AFP, quienes, de jubilarse, recibirían una pensión significativamente menor al ingreso que percibían.



El propósito del proyecto no es como se ha indicado resolver el problema previsional, sino otorgar un bono poslaboral de por vida a las personas que cumplan ciertos requisitos. No se trata de una modificación a los derechos previsionales propiamente tales. Esa reforma está pendiente.



Reitero: la iniciativa beneficia sólo a los funcionarios públicos que están en las AFP,  porque a ellos, en un período de sus vidas laborales, no se les impuso por el total de sus ingresos, sino por el sueldo base, que obviamente es menor. Además, hubo trabajadores que salieron perjudicados por el bono de reconocimiento que se pagó cuando pasaron al actual sistema de administradoras de fondos de pensiones, que consagró el decreto ley Nº 3.500.



¿Cuál es el alcance del proyecto? 



Se establece que tendrán derecho a este bono poslaboral quienes cumplan los siguientes requisitos: pertenecer al sector público; tener la edad exigida para jubilar; contar con determinada tasa de reemplazo de pensiones, y acceder a una pensión de vejez -después me referiré al tema de la base de cálculo- igual o menor a 600 mil pesos en términos líquidos.



¿Cómo se calcula el beneficio? ¿Qué personas podrán obtenerlo? Para ello es necesario determinar un cuociente, el que resulta de dividir el monto mensual de la pensión líquida por las remuneraciones del último año. Sobre este punto, hubo un debate en la Comisión en cuanto a qué elementos permiten definir esta abstracción llamada “tasa de reemplazo”, considerando, en particular, el concepto de pensión futura que se establece. 



El Senado ha propuesto una base de cálculo, pero la Cámara de Diputados planteó estimar la pensión líquida según el mecanismo de retiro programado. Sobre esta modalidad, se señaló que el monto se calcula sólo para el primer año de retiro.



Dado que este asunto es discutible, la Comisión acordó analizar diferentes opciones. Lo primero es asegurar que el cuociente por definir sea el más conveniente y abarque al mayor número de personas. Dejo constancia de que esto se le planteó al Ejecutivo, por haber discrepancias respecto de cómo estructurar el porcentaje de la tasa de reemplazo.



Por otra parte, el proyecto propone como requisito que los trabajadores tengan una tasa de reemplazo líquida igual o inferior a 55 por ciento. Sobre el particular, se discutió si tal valor era el correcto o no. Este debate quedó abierto en la Comisión, pues se trata de un punto controversial.



Otro aspecto que se planteó, señor Presidente, dice relación a las incompatibilidades indicadas para impetrar el bono. La iniciativa dispone que todos los trabajadores del sector público que perciban una pensión líquida de hasta 600 mil pesos podrán acogerse al beneficio. Sin embargo, establece situaciones distintas según el nivel de ingresos.



Quienes registren un promedio de remuneraciones imponibles de 437 mil 500 pesos o menos -no importa el servicio público al que pertenezcan ni las leyes especiales que los rijan- van a tener derecho, de forma inmediata, al bono poslaboral de 50 mil pesos mensuales de por vida.



Pero no sucede lo mismo con los que perciban un monto mayor y hayan trabajado en un servicio donde se apliquen leyes especiales de retiro. En tal caso, la propuesta determina diferentes períodos de espera para acceder al bono. Ello dependerá del monto de la bonificación por retiro voluntario.



Las normas especiales son la ley Nº 19.882, sobre Nuevo Trato Laboral, que se aplica a los trabajadores afiliados a la ANEF, y otras vinculadas a salud y a educación. Hay cuatro normativas respecto de las cuales se establecen incompatibilidades, pero sólo se mantiene vigente la individualizada precedentemente, pues las otras ya se extinguieron.



Cabe recordar que esta normativa legal dispone para las mujeres diez meses de incentivo al momento del retiro, y para los hombres, nueve, lo que influye en el periodo de espera.



Según el cálculo propuesto en el proyecto, lo máximo que algunos trabajadores tendrían que esperar para recibir el bono de 50 mil pesos son siete años, teóricamente. ¿Cómo opera el cómputo? Por ejemplo, si una persona percibe un bono de 5 millones de pesos al jubilarse -esto es, la bonificación por retiro-, para definir su tiempo de espera se calculará cuántos meses deberían transcurrir hasta que dicha cantidad se acumule, considerando un pago mensual de 50 mil pesos. Se trata de una operación de pago diferido.



Éste ha sido otro tema de discusión fuerte. Se debatió si es adecuado que exista esta incompatibilidad; si el bono por retiro es un derecho adquirido previamente o no. Esta materia es controversial, pues apunta a precisar quiénes acceden a este beneficio.



En resumen, el proyecto señala que la tasa de reemplazo debe ser igual o inferior a 55 por ciento, cifra que se obtiene de un cuociente definido en su articulado. Pero ha habido discusión en cuanto a la incompatibilidad que afecta a algunas personas para acceder al bono propuesto.



Además, se plantea un requisito adicional para tener derecho al beneficio: a los que desempeñen un cargo de planta o a contrata y al contratado conforme a las normas del Código del Trabajo se les exige la renuncia voluntaria.



Para las personas de planta esto no reviste dificultad, pero sí para quienes están a contrata. Se ha representado a la Comisión que los contratados bajo las disposiciones del referido Código sí pueden verse afectados, por cuanto hay derechos consagrados en él que los trabajadores perderían al presentar la renuncia voluntaria. 



Éste constituye otro tema de discusión y, sin duda, será objeto de indicaciones.



En este mismo punto, hay un capítulo abierto respecto de la situación del personal a honorarios. Tal debate excede el ámbito de la ley, porque se supone que toda persona que se encuentre en relación de subordinación y dependencia, sin importar el método de pago, está regida por el Código del Trabajo. Por lo tanto, queda pendiente la pregunta de qué pasa con quienes están en dicho régimen y cumplen los demás requisitos (de edad, de permanencia, de años de cotización, etcétera) para impetrar el beneficio. 



Este asunto se discutió en la Comisión, donde, por su carácter controversial, no quisimos avanzar mayormente en él. Decidimos esperar las indicaciones que se formulen.



Señor Presidente, es importante señalar que el proyecto, que nace de la voluntad de todos por concretar esta ayuda, está concebido -digo esto a modo de recordatorio- como un apoyo para los funcionarios públicos que perciben los menores ingresos del aparato estatal. 



El beneficio, sin duda, está dirigido primero a ese porcentaje de personas que están en edad de jubilar y que cotizan en el sistema de las AFP. Insisto: está pensado para aquellos funcionarios de menores ingresos.



Esta materia también ha sido tema de discusión por parte de las personas que nos acompañaron.



La filosofía del proyecto es que se trata de un bono poslaboral dirigido en particular, según la estimación entregada, al 60 por ciento de funcionarios públicos afiliados a administradoras de fondos de pensiones. La iniciativa se encuentra orientada al segmento de menores ingresos.



En la Comisión se alzaron voces que plantearon que el bono debería ser más diferenciado respecto de personas con mayores remuneraciones, porque para las vinculadas al Ministerio de Hacienda, por ejemplo -por su rol se hallan en un nivel superior de ingreso y en el momento de acogerse a retiro obtienen una pensión de 590 mil pesos-, 50 mil pesos no representan nada. Pero esta suma adicional importa una diferencia muy grande en quienes laboran en el sector Salud y jubilan con 100 mil o 120 mil pesos.



Por último, señor Presidente -no lo mencioné antes, porque lo había olvidado-, existía una duda acerca del cálculo de la tasa de reemplazo, lo cual quedó despejado en la Comisión. 



Se trata de dos temas. Uno de ellos tiene que ver con una norma relativa a las personas que perciben otros ingresos. La letra a) del número 3 del artículo 2º se refiere a cómo se calcula la pensión por recibir. Se dispone que al interesado “se le sumará cualquiera otra pensión y jubilación líquida que estuviere percibiendo por alguna de las ex cajas de previsión”, incluida la Dirección de Previsión de Carabineros.



Se entiende que quedan excluidas las pensiones percibidas no por quienes fueron sus causantes. Por ejemplo, la de viudez no entra en el cálculo, lo que fue una de las inquietudes planteadas. Así quedó absolutamente establecido. Es bueno aclararlo, para efectos de información.



De la misma forma, respecto de algunos funcionarios públicos se da la situación de que al jubilar podrían recibir una pensión por debajo de la mínima con garantía estatal. Y se ha suscitado una discusión también acerca de cómo se calcula la tasa de reemplazo y si podría originarse un perjuicio. Porque ese monto que pasarían a recibir algunos empleados, en especial del sector Salud, automáticamente se aumentaría. La pregunta es si tienen derecho o no al bono en caso de quedar por sobre el 55 por ciento de la tasa de reemplazo.



Sobre el particular, el Ejecutivo planteó que mediaba la absoluta voluntad de precisar que en ningún momento se quiso excluir a esas personas del derecho al bono poslaboral.



Señor Presidente, dejo hasta ahí la información sobre el debate registrado y el alcance del proyecto, indicando que desde el Ejecutivo se expresó que se iban a recoger varias de las inquietudes en cuanto a cómo se calcula la tasa de reemplazo, cuál es el universo efectivamente beneficiado y cómo evitar situaciones que pudieran limitar el acceso de quienes queden con pensiones bajas.



Pero se reiteró y clarificó que la pensión poslaboral no apunta a introducir un cambio al sistema previsional y no colisionaría con las otras normas de una futura reforma de él.



Y de la misma manera insistimos en que se revisaran las incompatibilidades, lo que fue una posición unánime de la Comisión.



Se vislumbró, por lo menos, alguna luz en un túnel que hasta ahora ha sido un poco oscuro cuando se ha planteado en otros debates.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.



Solicito que se apruebe en general, a la espera de indicaciones, entre ellas las del Ejecutivo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se hallan inscritos cuatro señores Senadores.



Si le parece a la Sala, se abrirá la votación y se prorrogará el Orden del Día hasta el despacho del proyecto.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el proyecto de ley en debate es fruto de un largo proceso que busca entregar condiciones de justicia a los trabajadores del sector público afectados por el denominado “daño previsional”.



Ello, dentro de un proceso mayor que hace tiempo se ha querido iniciar, como es la modernización del Estado, que hasta la fecha encuentra sólo soluciones parciales, sin ser enfrentado de manera integral y suficiente, quedando siempre la sensación de que se establecen parches para evitar un colapso general del complejo aparataje central y descentralizado.



Sin perjuicio de apoyar la iniciativa -que intenta mejorar las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público-, creo que dicho proceso de modernización debe incluir una profunda regularización, por ejemplo, de los funcionarios a contrata y a honorarios, privados de sus legítimos derechos por hallarse excluidos de las plantas de personal, así como avanzar decididamente, en general, en un proceso descentralizador verdadero de nuestro Estado unitario, tema que debe ser prioritario en la agenda del Gobierno. En cuanto a esto último, muchas de las dificultades en relación con las pensiones, como ocurre con el daño previsional, se evitarían si mediara una efectiva descentralización.



Igualmente aprovecho el análisis que dice relación al daño previsional experimentado por nuestros adultos mayores, para reiterar en la Sala la petición al Gobierno para que de la misma forma se repare la deuda previsional -la he denominado “prehistórica”- que mantiene con los jubilados de la Región de Magallanes, defraudados en los legítimos derechos que les otorgó una ley especial, la que ha sido desconocida hasta la fecha.



Las demandas sociales, como las formuladas por los diversos gremios involucrados en la normativa en estudio, son del todo justas y atendibles. Es de esperar que podamos avanzar decididamente en su pronta revisión, al igual que respecto de tantas otras existentes en nuestra sociedad, como la relativa a las deudas, también prehistóricas, con los profesores y las de otros grupos de jubilados que luego de más de quince años de democracia aún esperan una respuesta.



Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el que nos ocupa es, sin duda, un proyecto polémico, porque nació como respuesta del Gobierno del Presidente Lagos al llamado “daño previsional”.



Y digamos las cosas como son: durante muchos años se mantuvo ilusionados a los funcionarios públicos con la idea de volver al antiguo sistema, de reafiliarse al Instituto de Normalización Previsional, para que pudieran jubilar con una pensión muy cercana a su última remuneración.



Con posterioridad, el ex Senador señor Andrés Zaldívar, hoy Ministro del Interior, elaboró un plan para crear un fondo con miras a que la respectiva administradora de fondos de pensiones pagara las pensiones de aquellos servidores, calculadas en la forma como lo hace el INP, hasta que duraran los recursos, y luego de ello siguiera haciéndolo el Fisco.



Tal planteamiento -que ni siquiera alcanzó a ser proyecto de ley, dado que, obviamente, los parlamentarios carecemos de iniciativa en estas materias- fue profusamente difundido en todo el país. Y hasta el día de hoy nos preguntan qué pasó con la “Ley Zaldívar”; cuándo aprobamos la “Ley Zaldívar”. Porque, por desgracia, señor Presidente, muchas veces nosotros mismos, con nuestras actuaciones, desinformamos a la ciudadanía y generamos un enorme daño en el necesario prestigio y consideración que los ciudadanos deben tener del Congreso Nacional.



Por lo tanto, cuando surge el bono de 50 mil pesos como respuesta al llamado “daño previsional", nace como una medida insuficiente. Las expectativas generadas eran muchísimo más altas y, por lo tanto, las opiniones están divididas. Algunos sectores del ámbito público quieren que el proyecto se apruebe; otros preferirían que se rechazara. Todo depende de quién represente a uno y otro. Aquellos gremios que representan a los funcionarios que finalmente obtendrán el mínimo garantizado por el Estado son partidarios de él, pues la entrega de un bono de 50 mil pesos a quien obtendrá una jubilación de aproximadamente 75 mil lo ayuda bastante. En cambio, para los profesores y los profesionales de la salud, cuyas pensiones probablemente sean cercanas a 400 mil o 350 mil pesos, esa suma obviamente no representa una solución ni significa un aporte importante a su futura pensión.



En todo caso, creo que el beneficio propuesto es mejor que nada.




Por lo tanto, a título personal, votaré a favor de la idea de legislar, esperando sinceramente que durante la discusión particular perfeccionemos el proyecto. Eso aguardan miles y miles de funcionarios públicos, muchos de los cuales están esperanzados en la aprobación de esta iniciativa legal para acogerse a jubilación. Una vez que así suceda, ello permitirá  un recambio generacional en la Administración Pública o, por lo menos, en parte de ella.



Hoy día hay mujeres de 70 años y más que se desempeñan en los hospitales como técnicos paramédicos. En los turnos que deben cumplir, una sola persona tiene que atender a ochenta enfermos. ¿Qué me han dicho esas funcionarias? "Senador, cuando yo tenía 35 años era capaz de correr toda la noche para atender ochenta enfermos. Hoy día tengo 70 años y no puedo hacerlo. Y, por lo tanto, en más de una oportunidad me equivoco en algún procedimiento o dejo de ver a algún paciente.".



Esas personas nos piden dramáticamente que solucionemos su problema. Si hoy día su sueldo alcanza los 200 mil pesos, no pueden jubilar con 70 mil. Eso es injusto y constituye un abuso, porque estamos hablando de trabajadores que probablemente tienen 35, 40, 45 y hasta 50 años de servicio.



Y esto se origina -como bien señaló el Senador señor Letelier en su exposición- porque a tales servidoras, durante gran parte de su vida laboral, se les impuso por una parte mínima de sus remuneraciones.



Por lo tanto, aprobaré la idea de legislar con la esperanza de que en la discusión particular podamos revisar la tasa de reemplazo, que el proyecto establece en 55 por ciento, y ver si con tal porcentaje estamos apuntando a que el beneficio llegue a las pensiones más bajas o si estamos marginando de él a personas que reciben o recibirán pensiones de ese rango.



Asimismo, me parece que debemos estudiar el monto del bono. Ya lo señalé anteriormente: un bono de 50 mil pesos para personas con pensiones superiores a 250 mil o 300 mil pesos representa bastante poco.



Y, por supuesto, es preciso analizar la incompatibilidad que el proyecto consagra respecto del bono con otros beneficios de los trabajadores, en particular con la asignación por retiro establecida en la llamada "Ley ANEF". El recálculo que ha de realizarse y que atrasa la entrega del bono es una materia que debemos revisar, porque el objetivo del proyecto en definitiva consiste en hacer justicia, conceder un reconocimiento a los trabajadores del sector público que han cumplido una vida de servicios y, a la vez, permitir el necesario recambio generacional.



En la actualidad hay altas tasas de desocupación. Yo les aseguro, Honorables colegas, que podrían crearse muchos empleos estables al dar tiraje a la chimenea y permitir que jubilen en condiciones dignas miles de funcionarios públicos que hoy no lo pueden hacer dado el bajo monto de las pensiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en el mundo se aplican en general dos filosofías distintas sobre las pensiones.



La primera tiende a entregar una jubilación universal a todas aquellas personas que superan cierta edad o que, por invalidez o enfermedad, no pueden trabajar. La pensión asistencial se otorga independientemente de que hayan cotizado o no. Se entrega sencillamente para que aquéllas puedan subsistir atendidas sus condiciones de salud, de incapacidad o de vejez.



La otra filosofía consiste en otorgar una pensión que guarde relación con lo que la persona ganaba. Para ello generalmente existen los sistemas de reparto  o los de capitalización individual. En este caso, la pensión se calcula en proporción a las remuneraciones que el causante obtuvo mientras cotizaba y se hallaba en servicio activo.



Por ejemplo, si una persona se invalida, muere o se ve aquejada por una enfermedad profesional durante su edad activa, se establecen fórmulas de reemplazo que generalmente oscilan en alrededor de 70 por ciento de su sueldo. Esa suma es considerada aceptable internacionalmente.



Respecto de las pensiones de vejez, también rige el 70 por ciento, ya sea en sistemas de reparto o en los de capitalización individual. En este último caso, se calcula una tasa de cotización que, unida a una cierta rentabilidad esperada, permita a un trabajador promedio, sin demasiadas lagunas, obtener una pensión aproximada a ese porcentaje de sus remuneraciones.



Prácticamente, ningún país del mundo deja de tener ciertos elementos de esta segunda filosofía, conforme a la cual las pensiones guardan alguna relación con el sueldo que ganaban mientras cotizaban y  se encontraban en edad activa.



En razón de tal filosofía, la solución propuesta por el proyecto para reparar el daño previsional es absolutamente inaceptable, pequeña, injusta y técnicamente incorrecta. Es técnicamente incorrecta porque rompe de modo absoluto la proporción que debe existir  entre la futura pensión de una persona y su remuneración.



Al darse un bono fijo, independientemente de la remuneración, se rompe con la filosofía de que la pensión debe guardar cierta relación con el sueldo. Por lo demás ello es indispensable, porque lo que se trata de obtener con el sistema de pensiones es que la persona que deja de trabajar, sea por vejez o invalidez, no sufra un cambio de vida dramático. Y, en ese sentido, el proyecto es absolutamente inaceptable.



Además, la propuesta es doblemente inaceptable, porque a principios de los Gobiernos de la Concertación, específicamente en el del Presidente Aylwin, se dio una solución parcial al problema.



El daño previsional se originaba porque miles de trabajadores del sector público tenían una cotización cercana, en promedio,  a la tercera parte de su sueldo. El resto no era imponible.



Estas personas cotizaban en el mismo sistema y con idénticas tasas. Todas pertenecían al régimen antiguo. Algunas se traspasaron a una AFP; otras no. Llegó el Gobierno de Aylwin y dio una solución que significó un tremendo regalo -del cual me alegré-, pero sólo para quienes se quedaron en el antiguo sistema. Desde ese punto de vista, fue de una odiosidad y de una discriminación inaceptables.



En el régimen de reparto, las pensiones se calculan sobre la base de las imposiciones efectuadas los últimos 5, 7 ó 10 años. Y lo que hizo la ley dictada bajo el Gobierno de Aylwin fue considerar exclusivamente un año: el final. Como ahí ya se había cotizado sobre el total, el efecto de la subcotización sufrida durante mucho tiempo por los trabajadores del Estado se diluyó por completo en el antiguo sistema.





Sin embargo, tal solución, si el Gobierno estaba dispuesto a regalar ese dinero -lo que considero aceptable y hasta normal, por tratarse de una deuda del Fisco-, debió ir acompañada de un incremento sustantivo en el monto de los bonos de reconocimiento. Éstos debieron aumentarse en 200 por ciento. No estoy diciendo "a" un 200 por ciento, sino "en" un 200 por ciento. O sea, tendrían que haberse triplicado, cosa que no se ha hecho hasta el día de hoy.



Más aún, a quienes se cambiaron al nuevo sistema se les debió haber enterado en sus respectivas cuentas de capitalización las sumas que se les adeudaban. Ésa hubiera sido la solución técnicamente correcta y, además, justa. No obstante, señor Presidente, la Concertación siempre ha querido castigar a los que optaron por el sistema de AFP. Lo ha hecho una y otra vez, como con la ley dictada bajo el Gobierno de Aylwin. Les dije hasta que me dio puntadas que era injusto, porque el problema lo sufrieron todos: tanto los que se quedaron en el antiguo sistema como quienes se traspasaron al nuevo. Pero no hubo un solo oído que escuchara.



Una y otra vez lo hemos repetido en esta Sala, también, cuando se presentan los aguinaldos de Fiestas Patrias y de Navidad, que únicamente se otorgan para los beneficiarios de pensiones mínimas del antiguo sistema y no para quienes reciben pensiones mínimas de una AFP. Son tan pobres éstos como aquéllos, pese a lo cual se les da a unos y no a los otros. En cuanto al bono de invierno, nos costó dos años convencer al Ministro de Hacienda que debía ser entregado a todos los beneficiarios de pensiones mínimas. Finalmente lo logramos.



Pero hay muchos ámbitos donde se sigue discriminando a las personas que se cambiaron a una administradora de fondos de pensiones, porque -digámoslo con claridad- la Concertación no puede aceptar el sistema de AFP sencillamente por haber sido implementado durante el Gobierno militar. Y, por tanto, castiga una y otra vez a toda la gente del nuevo sistema por el solo hecho de haber optado por él.



Señor Presidente, nosotros hemos señalado que la solución técnicamente correcta consiste en triplicar el bono de reconocimiento a todos quienes trabajaron en el sector público, respecto del período indicado en dicho documento, y aumentarlo en 200 por ciento, con los intereses y reajustes que procedan, en lo que atañe al período cotizado en una AFP. Eso es lo que corresponde. Ésa es la solución técnicamente correcta, y es la solución justa, además. Porque es lo que se dio a los afiliados del antiguo sistema, y yo no veo por qué la Concertación, si estuvo dispuesta a dar una solución técnicamente correcta a los del antiguo sistema, no adopta la misma disposición también en cuanto a los del nuevo sistema.



Lo que hace el proyecto es seguir castigando a los cotizantes de AFP, y eso es inaceptable. Un trabajador que gana 600 mil pesos -un buen sueldo, pero que no permite afirmar que se trata de una persona rica- puede terminar jubilando con 200 mil pesos, lo cual significa un cambio dramático en el estilo de vida de una familia. ¿Dónde está el 70 por ciento comprometido como tasa de reemplazo?



Además, señor Presidente, nosotros hemos señalado que aquello no sólo se debe hacer, sino que también se puede hacer. 



La verdad es que el Estado continuamente abusa de los trabajadores fiscales. Lo hace cuando los tiene a honorarios, cuando no les paga vacaciones, cuando no les da pre ni posnatal... ¡Para qué voy a seguir! Lo hemos visto tantas veces acá. Abusó cuando a sus funcionarios les cotizaba sobre la tercera parte de lo que ganaban, y sigue abusando ahora, por ejemplo, en el proyecto sobre plantas de Investigaciones, donde nuevamente se establece una asignación no imponible.



¿Hasta cuándo se va a continuar con esta forma de abuso de los trabajadores fiscales?



Entonces, señor Presidente, en este momento están los recursos. Porque uno podría entender que el Fisco recurrió a esa situación desesperada cuando el país estaba prácticamente quebrado. Pero hoy a Chile le sobra plata. El problema es que no la podemos gastar toda de un viaje porque terminaríamos liquidando el tipo de cambio y, por lo tanto, eliminando también a las empresas exportadoras y a las que compiten con las importaciones. Sin embargo, aquí no habría ningún efecto sobre el tipo de cambio, pues sencillamente reemplazaríamos ahorro público por ahorro privado.



Si, en el fondo, sacamos dinero de los ahorros del cobre y lo metemos en los bonos de reconocimiento o en las cuentas individuales de los afiliados a las AFP en cuestión, no se produce efecto alguno sobre el tipo de cambio, ni sobre la demanda agregada, ni sobre ninguna variable macroeconómica. Estas sumas comenzarían a entrar paulatinamente en la economía en la medida en que tales personas jubilaran y empezaran a recibir mejores pensiones.



En mi caso, señor Presidente, estoy totalmente en contra de este proyecto, porque lo considero una burla para los cotizantes de AFP que creyeron en el nuevo sistema, independientemente de si éste le gustaba o no a la Concertación. La gente no tiene por qué pagar por una decisión económica que tomó durante un Gobierno que a esa coalición no le agrada.



Y estoy en contra porque, si el proyecto es aprobado, la Concertación sentirá que ha cumplido pagando el daño previsional, cuando en realidad no ha cumplido con nada. 



Aquí hay una discriminación absoluta e inaceptable en contra de los afiliados a las AFP. Así que por lo menos yo, señor Presidente, voto que no.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, la iniciativa que analizamos avanza en un problema de larga data, iniciado desde el momento mismo de la creación del nuevo sistema de pensiones.



Muchos funcionarios del sector público fueron obligados a traspasarse a las administradoras de fondos de pensiones, como los propios afectados lo han señalado en diversas ocasiones, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. Y, más aún, vieron mermados sus haberes previsionales al realizarse cálculos erróneos de éstos o subdeclararse sus remuneraciones. El Senado ya tuvo la oportunidad de abordar el tema hace algunas semanas al analizar el proyecto que crea nuevos escalafones en las plantas de la Policía de Investigaciones de Chile. 



Tal situación, como decía, se arrastra por largos años y ha traído un enorme problema social y laboral. Muchos funcionarios han debido abandonar sus labores en condiciones muy precarias, con pensiones que no representan el nivel real de sus ingresos y esfuerzo. Otros, en tanto, han permanecido en funciones hasta muy avanzada edad, por cuanto jubilar, ejerciendo su legítimo derecho, los condena a la pobreza segura.



No es extraño entonces, señor Presidente, que, como lo demuestra un detallado estudio realizado por agrupaciones de funcionarios fiscales, nos encontremos en la Administración Pública con trabajadores de 70 años, 80 o incluso más, a quienes, en los hechos, se les impide ejercer su derecho a pensionarse producto del problema mencionado.



El proyecto que analizamos pretende reparar en parte esa situación. Digo "en parte", porque no soluciona el daño previsional. El que estamos tratando no es un asunto previsional, sino un bono poslaboral que permite mejorar las condiciones de retiro de los trabajadores del sector público, aliviando, aunque no subsanando íntegramente, los errores cometidos.



Sin embargo, ese bono, a pesar de todo, resulta muy significativo para muchos trabajadores que tienen remuneraciones o pensiones bajísimas.



Todos conocemos en nuestras Regiones a funcionarios públicos que están jubilando con pensiones de 60 ó 70 mil pesos. Indudablemente, en esos casos, un bono de 50 mil pesos les hará más llevadera su precaria situación. Sabemos que esa cifra sigue siendo insuficiente, que no resuelve por completo sus problemas económicos y sociales y que no responde a la reparación total del daño causado, pero constituye -según los técnicos del Ministerio de Hacienda- el mayor esfuerzo que en estos momentos el Fisco puede realizar y representa una inmensa inversión de recursos públicos.



Pero insisto, aquí no se trata de un tema previsional, sino de un bono poslaboral que entrega el Estado para reparar en parte los perjuicios económicos y sociales que sufre una persona cuando es excluida de la Administración Pública.



Por ello, deseo expresar mi apoyo al proyecto, en el convencimiento de que en la Comisión del Trabajo, con las indicaciones y observaciones que se le incorporen, abordaremos en forma seria y viable una materia cuya solución ha tardado mucho tiempo y que de seguir dilatándose perjudicará aún más a los funcionarios del sector público. Pero también lo respaldo en el entendido de que constituye un paso que, espero, pueda adicionarse en el futuro, cuando las disponibilidades del erario lo permitan.



Nosotros, los socialistas, como todos los Parlamentarios de la Concertación, queremos mejorar la situación de los servidores públicos que se pensionan con rentas muy escuálidas, las cuales constituyen la tercera parte de las remuneraciones que reciben en actividad.



Por eso, la Comisión de Trabajo tendrá la gran responsabilidad de perfeccionar lo más posible el proyecto para despachar una ley a plena satisfacción  de los empleados fiscales.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Cómo vota, Su Señoría?

El señor MUÑOZ ABURTO.- Voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la verdad es que después de la brillante intervención de la Senadora señora Matthei es bastante poco lo que uno puede agregar.



Nosotros votaremos a favor en general el proyecto, porque entendemos que estamos legislando para corregir o terminar con el daño previsional. Éste no se subsana en el texto en debate. Pero, tal como lo hemos señalado los Senadores de la Alianza, no lo aprobamos exactamente     -como dijo el señor Secretario en su relación- en los mismos términos como viene de la Cámara de Diputados, porque falta pronunciarnos en particular sobre la iniciativa.



La materia que aborda la normativa en análisis tuvo su origen en negociaciones llevadas a cabo entre agrupaciones del sector público y el Ejecutivo, en 2001, con el objeto de solucionar el daño previsional. Sin embargo, como el Gobierno no otorgó los recursos necesarios para que tales gremios sintieran que efectivamente se reparaba del todo aquél, el resultado terminó siendo lo que habitualmente ocurre en las Comisiones: un camello. Y a ese camello lo denominaron “bono poslaboral”, que, en el fondo, para las agrupaciones no significa resarcir el daño previsional. 



Es importante dejar en claro que esa solución no satisfizo a ninguna de las organizaciones, ni a las que firmaron el acuerdo, ni a las que no lo hicieron.



Cabe destacar que entre las que no suscribieron dicho acuerdo con el Ejecutivo el año recién pasado se hallan la CUT, la ANEF y el Colegio de Profesores. Es decir, las tres agrupaciones más masivas del sector público. Y de las que participaron en la Comisión y que sí lo firmaron, varias señalaron que lo habían hecho bajo presión, y otras, porque ya no había opción y recibir algo era mejor que nada.



Entonces, resulta fundamental tener en cuenta que hoy día se presenta este proyecto como un bono poslaboral, porque en el fondo no cumplió el objetivo original de solucionar el daño previsional. Y preciso lo anterior, pues en la discusión en particular haremos presentes algunas materias del texto en debate que no compartimos.



Tal como sostuvo la Senadora señora Matthei, aquí se establece un bono de 50 mil pesos fijos que carece de todo vínculo con la remuneración. Por decirlo de alguna forma, pienso que al sector público chileno lo podemos encasillar masivamente en la clase media. Por lo tanto, para alguien que percibe una renta de 600 mil a 700 mil pesos es mucho más dramático pasar a tener un ingreso de 200 mil. Y no solucionamos a nadie de la clase media -profesionales y técnicos- esa realidad que enfrenta al momento de jubilarse. Nadie querrá pensionarse.



Por consiguiente, no pretendamos creer que el proyecto generará un tiraje de la chimenea, porque nadie con rentas por sobre el corte que aquí se establece se acogerá a retiro. Porque esas personas aún tienen hijos en la universidad, viven “bicicleteando” y -como todos sabemos- llevan una mochila de gastos que no les permite jubilar. 



El bono de 50 mil pesos significará, a quienes están en torno al corte de los 600 mil pesos, una tasa de reemplazo o un aumento en la jubilación de 15 por ciento, lo cual hará que los trabajadores permanezcan en la Administración Pública. Y, como hizo presente el Honorable señor García, a los 15 años se tiene capacidad física para hacer muchas actividades que a los 60, 65, 70, incluso 80 u 86 años –edad, esta última, de uno de los afiliados a esas agrupaciones- no se pueden realizar.



¿Qué tiraje habrá en la Administración Pública? Obviamente, se producirá en el nivel de quienes el bono de 50 mil pesos representa un incremento significativo de pensiones, que son básicamente los que perciben rentas más bajas. Por lo tanto, va a haber una movilidad de servidores públicos que no se hallan en los rangos técnicos y profesionales, que es donde debemos generar el mayor tiraje, especialmente en el caso de los profesores.



Por otra parte, me parece muy importante lo planteado por la Senadora señora Matthei, en el sentido de que se establece dicho bono sin ningún vínculo con la renta. De manera que nadie puede afirmar que aquí se soluciona el daño previsional, porque éste se relaciona con las imposiciones que el Estado dejó de hacer a los empleados fiscales durante su vida laboral. Y nada tiene que ver si ellos permanecieron o no en el sector público, ni con lo establecido en el decreto ley Nº 3.500.



Lo que ocurrió es que, efectivamente, se generó una discriminación enorme, sin ningún otro criterio que no sea el ideológico, político, y se dijo: “Señor A, usted que está en el INP tendrá tal previsión”. Y aun cuando, afortunadamente, se han ido resolviendo los problemas a través de distintos cuerpos legales, para quienes permanecieron en las AFP no ha habido solución alguna, pues la que se propone en la iniciativa pretende ser la primera.



El segundo punto que deseo abordar dice relación al establecimiento de una tasa de reemplazo en 55 por ciento. Y como hizo presente la Honorable señora Matthei, aquélla fluctúa, en general, en torno a 70 y 75 por ciento. Así también lo señalaron los asesores del Ministerio del Trabajo, y de ese rango son los parámetros internacionales. De modo que no veo ninguna razón para no fijar una tasa con ese porcentaje.



Ésa fue la demanda planteada por las agrupaciones y constituyó una de las causales para no suscribir el acuerdo con el Ejecutivo. Y, según entiendo, la Comisión Marcel estableció ese mismo criterio. Por lo tanto, esa exigencia es algo que debemos apoyar, porque soluciona parte del problema. Si fijamos una tasa de reemplazo en 55 por ciento, mucha gente no se va a pensionar. Es decir, no desearán pasar a percibir un ingreso que será la mitad del que está recibiendo y va a continuar cinco, seis, diez años más en la Administración Pública, por la imposibilidad de sustentar sus gastos familiares con una remuneración disminuida en 50 por ciento.



Además, establecen la tasa de reemplazo sumando a los funcionarios públicos cualquier otra pensión que reciban. O sea, si existe una pensión de viudez, la cual no tiene ningún vínculo con la relación laboral con el Estado, se suma para los efectos del cálculo, lo que es del todo absurdo. Y, obviamente, esperamos que eso sea eliminado, pues se trata de un derecho generado por otra persona; por ejemplo, el cónyuge. De modo que, para calcular “su pensión”, el Estado no tiene por qué sumar un beneficio causado por un tercero.



El tercer punto -ya lo manifestó el Senador señor García- se refiere a que este bono se hace incompatible con la Ley ANEF. ¿Por qué, si tampoco esa ley fue una solución? Entonces, cabe preguntar qué razón hay para excluir del proyecto en debate a funcionarios que reciben el beneficio allí consagrado, cuyo objetivo es modernizar el sector público y dar debido descanso a miles de chilenos que han servido al país por décadas y no pueden jubilar porque el Estado chileno sólo ha  impuesto -tal como señaló la Senadora señora Matthei-, históricamente, en torno a un tercio de sus remuneraciones.



Por último, lo que causa mayor indignación a las agrupaciones sindicales -me he referido básicamente a los trabajadores de planta y a contrata- es que a todos aquellos que se encuentran bajo el régimen del Código del Trabajo se los obliga a renunciar a su cargo en forma voluntaria.



Si presentáramos esto para el sector privado, sería un escándalo. O sea, en el fondo, se le dice al trabajador: “Usted se acogerá al bono si renuncia a las indemnizaciones que le corresponden”. Eso es lo que se les está manifestando a quienes se rigen por el Código Laboral.



La verdad es que las indemnizaciones constituyen un legítimo derecho de todos los trabajadores. Y no vemos ninguna justificación para que quienes se encuentran regidos por el Código del Trabajo no puedan recibir el bono si no renuncian a ellas.



Por eso -porque no es el sentido de esta discusión extenderse en los detalles del proyecto-, quiero dejar claro, al menos en este trámite, que votaremos a favor de la idea de legislar exclusivamente porque entendemos que la iniciativa va a resolver el daño previsional. De lo contrario, en la discusión particular plantearemos nuestros puntos de vista, pues no queremos más soluciones de parche. Creemos que debemos abordar el problema en forma definitiva. El país tiene recursos suficientes para ello. De no hacerlo, tendremos permanentemente a todas las organizaciones de empleados públicos del país demandando el término del daño previsional, porque no sienten que éste sea el proyecto de ley que lo repara.



A lo mejor al Estado le va a terminar costando mucho más, pues las organizaciones a las cuales escuchó la Comisión de Trabajo consideraron que se trataba de un bono poslaboral, pero no del proyecto que habían conversado con el Gobierno.



No tenemos ninguna duda de que el Ministro del Interior, que fue un propulsor de una iniciativa en tal sentido y con quien uno muchas veces se topaba en los distritos donde había que apoyar las soluciones que planteaba, también acogerá nuestros puntos de vista. Recordemos también que él fue Subsecretario a fines de la década del 60 y sostuvo que el tan conocido sistema solidario, de reparto, estaba absolutamente quebrado.



Por eso, ahora, cuando tenemos un sistema de capitalización individual, el Estado debe cumplir su rol subsidiario. Y éste consiste en reconocer los bonos que correspondan a los funcionarios. Hoy día existen los recursos; es la hora de poner término a una demanda legítima de los servidores públicos, y no vemos la razón de hacer un corte e impedir que los profesionales y técnicos de la Administración Pública no accedan al bono planteado, al que sólo tendrán derecho -¡en buena hora!- los funcionarios de más escasos recursos.



Señor Presidente, queremos una solución para el daño previsional y no el otorgamiento de un bono más, que finalmente generará una sensación de insatisfacción que llevará a una presión social permanente.



Creo que es la oportunidad de mostrar a los chilenos que cuando hay recursos se gastan en lo que corresponde. Ésta es una iniciativa que beneficia especialmente a la clase media. Casi todos los servidores públicos del país, por su nivel de ingresos, caen en esa categoría. Por lo tanto, alguna vez debemos acordarnos de ellos y no darles una solución parche, mediana, sin justicia social y que no responda, al término de la vida laboral, a una relación adecuada entre remuneración y jubilación: en torno al 70 por ciento, como son las tasas de reemplazo existentes en prácticamente todos los países del mundo.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, afortunadamente Chile ha iniciado un diálogo con altura de miras a partir de la propuesta hecha durante la reciente campaña presidencial y respaldada en forma mayoritaria por el país en el sentido de llevar adelante una reforma previsional.



Éste es un hecho, un dato de la realidad. La ciudadanía compartió lo que planteó la entonces candidata y hoy Presidenta de la República, Michelle Bachelet, en cuanto a que en el ámbito de la previsión Chile tiene uno de sus mayores desafíos.



En virtud de ello, se constituyó, trabajó y, en un tiempo breve, entregó su informe -valorado por todos los sectores políticos- el Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional, encabezado por el economista y ex Director de Presupuestos Mario Marcel, y conocido popularmente como “Comisión Marcel”.



Allí están los contenidos, que apuntan a abordar a fondo parte de las cuestiones planteadas en el curso del debate y del diálogo relativos a esta materia, que ha recibido el calificativo de “daño previsional”.



El Ejecutivo, no obstante, ha mantenido la tramitación del proyecto que el conjunto de las fuerzas políticas aprobó el año pasado en la Cámara de Diputados. Y ello, con el objeto de resolver las situaciones más graves y delicadas que obstruyen la jubilación de un número significativo de servidores públicos -por encima de las 100 mil personas- que, razonablemente, debiesen ya haber dejado la actividad laboral y, sin embargo, no lo hacen debido a la expectativa de una pensión extraordinariamente baja e incapaz de asegurarles el decoro que merece todo ser humano.



Desde ese punto de vista, el Ejecutivo, encabezado por la Presidenta Bachellet, mantiene el proyecto de ley iniciado por el Gobierno de Ricardo Lagos para entregar una respuesta a dichos trabajadores.



Siento, en consecuencia, que no se debe abusar del sentido del proyecto. Esta iniciativa legal tiene aquel objetivo. La reforma previsional, para lo cual se constituyó la Comisión Marcel, persigue el propósito de dar una respuesta multilateral al conjunto de debilidades e insuficiencias del actual sistema.



Sí me parece que falta al decoro político el señalar que la iniciativa en debate está inspirada o inducida por una odiosidad hacia los afiliados al sistema de las AFP. En realidad, es exactamente lo contrario: ella nace por respeto a esas personas, que fueron engañadas, porque dicho sistema no cumple lo que se señaló en 1981, cuando se formó, en el sentido de asegurar a todos los que se afiliaran a él -así se manifestó ese año al imponerse el sistema; en aquel tiempo no existía la posibilidad de debatir, porque no había Parlamento- que tendrían una tasa de reemplazo de 70 por ciento.



Este sistema se instaló con aquel título. No creo que se pueda llamar “compromiso”, ya que era difícil hacer compromisos en ese momento, cuando la opinión pública no se podía constituir como tal, pues no había libertad de prensa ni de expresión.



Yo sugeriría leer el discurso del entonces Ministro del Trabajo, don José Piñera, quien lo expresó de esa forma: prometió a los chilenos un régimen previsional en que se iba a posibilitar una tasa de reemplazo de 70 por ciento.



Pues bien, ello no se ha cumplido. Ése es el problema que existe: los afiliados cuentan hoy con tasas de reemplazo bajísimas. Y uno de los sectores que más baja tasa tienen es precisamente el de los servidores públicos, quienes, en consecuencia, no pueden jubilar.



Esta iniciativa surgió por respeto a esas personas y no porque el Ejecutivo de Ricardo Lagos o el de Michelle Bachelet hayan estado movidos por un sentimiento de animosidad hacia ellas, sino al contrario: buscando generar una respuesta, por insuficiente y mínima que sea, a la gente que, por el hecho de haberse cambiado de sistema, lamentablemente recibirá una pensión que no le permitirá vivir con el decoro que exige su condición de ser humano, se ha presentado, a solicitud de amplios sectores de la opinión pública, un proyecto de ley que pueda responder al llamado “daño previsional”.



Por lo tanto, quisiera que no nos dejáramos llevar por el calor de la improvisación. La verdad es que resulta útil para el debate y para un adecuado intercambio de ideas que las improvisaciones tengan el calor y la creatividad necesarios, pero siempre que ello no signifique una tan rotunda y flagrante negación de la realidad, como la que inspira a este proyecto de ley.



Señor Presidente, buscando que el texto sea perfeccionado -es lógico que pueda serlo en el curso del debate; incluso más, es factible empalmar este diálogo con la futura reforma previsional animada por las propuestas de la Comisión Marcel-, deseo manifestar mi voto favorable a la idea de legislar, en el entendido de que el proyecto implicará un avance para los sectores sociales más dramáticamente perjudicados por la manera como se realizó su cambio del antiguo al nuevo sistema previsional, el que, lamentablemente, no fue capaz de cumplir las promesas que se hicieron en su momento.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín, último orador inscrito.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, considero importante dejar constancia de la raíz de este problema.



He tenido diversas conversaciones con personeros de mi Región que se sienten afectados por la situación descrita -por lo que he visto en el debate, se trata de un fenómeno nacional-, quienes han manifestado su inquietud frente a la solución que se le ha dado.



Cabe recordar que los cambios introducidos al régimen de pensiones en 1981 originaron un programa obligatorio de ahorro privado, el que fue administrado por las AFP bajo una fuerte regulación estatal. Y, en forma paralela, para quienes no se cambiaron se mantuvo vigente el antiguo sistema, construido sobre la base de una cuenta única, en la que aportaban todos sus cotizantes.



Un importante número de los afiliados a las AFP proviene, sin embargo, del antiguo sistema de pensiones. Y, para materializar su incorporación al nuevo, teniendo presente que el cambio suponía pasar de una cuenta común a una individual, las cajas de previsión emitieron un documento, conocido como “bono de reconocimiento”, que representaba los períodos de cotizaciones registrados bajo el régimen antiguo por cada trabajador que optó por el cambio.



Empero, en la determinación de ese bono, los empleados del sector público se vieron perjudicados, porque en el antiguo sistema no había relación entre los aportes individuales y la pensión, ya que todo entraba a un fondo común, por lo que existía el incentivo a cotizar por una cifra inferior al total de las remuneraciones percibidas, disminuyendo así costos para los empleadores y aumentando los ingresos líquidos de los trabajadores.



El Estado también empleó tal modalidad y durante muchos años impuso sólo por una parte del sueldo de sus funcionarios, dado que una serie de asignaciones y bonificaciones no se consideraban para el cálculo de las cotizaciones, conducta que, lamentablemente -como hemos visto-, subsiste hasta el día de hoy en diversos proyectos de ley. No hace mucho, uno que mejoraba sueldos y creaba plantas en la Policía de Investigaciones repitió esa misma tradición viciosa utilizada en el pasado y que ha sido el origen del problema en comento.



Por lo tanto, como el bono se fijó sobre la base de las cotizaciones efectuadas por los trabajadores, la contribución a sus respectivas cuentas fue muy inferior a lo que les correspondía.



Ésa es la situación que motiva que los servidores del sector público que se trasladaron al sistema nuevo reciban, al momento de jubilar, pensiones en muchos casos bastante por debajo de las últimas remuneraciones percibidas y, además, inferiores a las de quienes optaron por seguir cotizando en el régimen antiguo.



Ése es el daño previsional. Y eso es lo que ha causado la inquietud que hemos visto desde hace muchos años en aquellos funcionarios -son varios cientos de miles-, quienes han pedido restaurar su situación buscando la solidaridad del Estado.



Ello originó este proyecto, que se supone ayuda a solucionar el problema. Pero la verdad es que, como hemos visto en este debate, la fórmula planteada en él -un bono de 50 mil pesos- no lo resuelve. Sólo lo hace en el caso de quienes perciben sueldos bajos. Pero para el grueso de los empleados públicos que se hallan en la situación descrita -los sectores medios, la clase media- no hay una solución. Y por eso la molestia y la protesta de funcionarios que están deseosos de jubilar pero no lo hacen porque la pérdida de ingresos que experimentarían no les permitiría una vejez digna.



Por eso, señor Presidente, creo que en la discusión particular del proyecto deberíamos atender aquella inquietud y modificar el articulado. La propia Comisión Marcel, a la que se aludió, dijo que las tasas de reemplazo deben ser de 70 por ciento. Sin embargo, esta iniciativa las mantiene entre 50 y 55 por ciento.



Eso no es aceptable. Por lo tanto, esperamos que haya coherencia en los planteamientos del Gobierno y que se acoja lo que la gente quiere, lo que los empleados públicos piden y lo que la Comisión Marcel sugiere, que no es lo que se contiene en este proyecto.



Entonces, votaremos a favor de la idea de legislar, en la esperanza de que en el transcurso de la discusión particular el Ejecutivo, que, como se ha señalado esta tarde, tiene los recursos para afrontar esta situación (son gastos por una sola vez), pueda atender la inquietud de esos funcionarios, quienes se hallan en una situación extremadamente compleja por las malas prácticas de no habérseles cotizado por el ciento por ciento de sus ingresos, las cuales les provocaron un daño previsional que les va a penar por el resto de sus días, a menos que, en forma solidaria, lo corrijamos con una iniciativa legal que realmente apunte al fondo del problema.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúa la votación, siguiendo ahora el orden alfabético.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, votaré a favor de este proyecto de ley, que, sin duda, como se ha expresado aquí, no es “la solución” al problema, pero sí constituye un avance importante.



Hace algunos días conocimos las propuestas del denominado “Informe Marcel”, que se entregó a la Presidenta de la República, las cuales buscan realizar en el país una gran modificación en el ámbito previsional. Ese trabajo acucioso, efectuado por quince profesionales, a quienes felicito, claramente constituye un aporte que pronto se traducirá en una iniciativa legislativa que conocerá el Congreso Nacional.



Dentro de la Democracia Cristiana analizamos tales proposiciones y hemos querido incluir una que no está considerada en el informe de la Comisión Marcel, cual es precisamente la reparación del daño previsional.



Espero que ese punto sea incorporado dentro de la reforma al sistema previsional completo que debe llevarse a efecto.





Voto que sí.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos contra 1).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Votó por la negativa la señora Matthei.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se debe fijar plazo para presentar indicaciones. 



Como en este momento no hay quórum, ello se resolverá en la próxima sesión.



Por la misma razón, se postergará el pronunciamiento respecto de los proyectos de acuerdo incluidos en el Tiempo de Votaciones.

. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

---------------------



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



A la señora Ministra de Salud, pidiéndole informar sobre INVESTIGACIÓN SUMARIA SOLICITADA ANTE PROBLEMAS DERIVADOS DE TRANSFUSIÓN DE SANGRE EN HOSPITAL EL SALVADOR (Región Metropolitana); al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitándole realizar ESTUDIO DE FACTIBILIDAD PARA CREACIÓN DE COMUNA DE LA PORTADA, EN ANTOFAGASTA.



Al señor Superintendente de Isapres, requiriéndole pronunciarse acerca de PRESUNTA ILEGALIDAD EN NO PAGO DE LICENCIAS MÉDICAS A FUNCIONARIA MUNICIPAL, y al señor Alcalde de Antofagasta, demandándole SOLUCIÓN PARA DICHO PROBLEMA. 



Al señor Director del SERVIU de la Región de Antofagasta, solicitándole informar respecto de ESTADO DE AVANCE DE POSTULACIÓN A VIVIENDAS BÁSICAS A TRAVÉS DE COMITÉ DE ALLEGADOS “JUNTOS PODEMOS”.


Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Educación y Secretario  Ministerial de Educación de la Región de La Araucanía; y a los señores Alcaldes y Concejales de las comunas donde funcionan los respectivos establecimientos, planteándoles la necesidad de dar SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN, DE PERSONAL, EQUIPAMIENTO E INFRAESTRUCTURA EN LICEO JORGE ALESSANDRI RODRÍGUEZ, COMPLEJO EDUCACIONAL Y LICEO POLITÉCNICO MANUEL MONTT, DE VICTORIA; LICEO LAS ARAUCARIAS, DE CURACAUTÍN; LICEO LUIS DURAND DURAND, LICEO LUCILA GODOY ALCAYAGA Y COLEGIO LUIS PASTEUR, DE TRAIGUÉN; Y  COMPLEJO EDUCACIONAL PADRE NICOLÁS, DE VILCÚN.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía y Director General de Aguas, solicitándoles EJECUCIÓN DE MONITOREO DE CAUDALES DE RÍO BRAVO EN LOCALIDADES QUE INDICA DE UNDÉCIMA REGIÓN; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole AUMENTO EN NÚMERO Y MONTO DE SUBSIDIOS HABITACIONALES; a las señoras Ministra de Minería y Directora Ejecutiva de la CONAMA, y a los señores Alcaldes de Concón y Quintero, solicitándoles ordenar MONITOREO EN DESEMBOCADURA DE RÍO ACONCAGUA PARA ESTABLECIMIENTO DE PLAN DE DESCONTAMINACIÓN (Quinta Región); a la señora Directora Ejecutiva de la CONAMA, requiriéndole INCLUSIÓN DE HUMEDALES EN LA POLÍTICA Y MAPAS DE SITIOS PRIORITARIOS PARA LA BIODIVERSIDAD, y a la señora Directora Ejecutiva de la CONAMA y al señor Director General de Aguas, recabándoles información acerca de TÉRMINOS DE APROBACIÓN AMBIENTAL DE PROYECTO PASCUA LAMA (Tercera Región).


Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, haciéndole presente la necesidad de respaldar OPOSICIÓN A TENDIDO ELÉCTRICO POR NUEVO TRAZADO DE CAMINO CAUQUENES-CHANCO POR LA VEGA (Séptima Región).


Del señor NÚÑEZ:



A la señora Directora del Servicio de Salud de Atacama, solicitándole DESTINACIÓN DE MÉDICOS ESPECIALISTAS EN HOSPITAL DE HUASCO (Tercera Región).
--------------------

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde pasar a Incidentes.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Cantero.

REVISIÓN DE PROCEDIMIENTO DEL SENADO PARA CONOCIMIENTO DE MATERIAS RESERVADAS Y PUBLICIDAD DE LEY N° 13.196

El señor CANTERO.- Señor Presidente, deseo referirme a un tema que me ha preocupado en los últimos días y que surgió a raíz de mi intención de conocer el contenido de la ley reservada Nº 13.196, que grava con un 10 por ciento el retorno en moneda extranjera de las ventas de cobre al exterior.



La Mesa, y en particular la Secretaría, ante la petición de que se me exhibiera el texto de ese cuerpo legal, hizo presente que debía remitirme al artículo 77 del Reglamento del Senado, que regula el archivo de actas secretas, consultas y publicidad.



Dicho precepto señala textualmente: “Las actas de las sesiones secretas, los informes y otros documentos de que en ellas se dé cuenta o se agreguen a los antecedentes de un negocio secreto, se conservarán reservados en un único ejemplar. Su consulta fuera de la Sala por Senadores, Diputados o Ministros de Estado, se hará únicamente en la sala del Secretario del Senado y en su presencia o en la del funcionario que éste designe al efecto.”.



Y en el inciso segundo dispone: “El Senado podrá hacer públicas las actas y documentos secretos después de diez años de reserva; pero podrá anticipar su publicidad, por mayoría de tres cuartos de Senadores en ejercicio, siempre que el secreto no haya sido pedido en conformidad al número 17º del artículo 32 de la Constitución Política del Estado.”.



Señor Presidente, tengo la impresión de que esa norma es contraria a las modificaciones que se han introducido en la Carta Fundamental.



Vale la pena precisar que el citado inciso segundo, no guarda relación alguna con la ley Nº 13.196, pues ésta no alude a ninguna de las materias específicas consignadas en él.



En consecuencia, considero que esa disposición reglamentaria debería modificarse, a fin de concordarla con lo establecido en el artículo 8º de la Constitución, que señala:



“El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.



“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.



Como es evidente, el contenido de la ley en comento no incide en ninguna de las materias a que hace referencia ese precepto constitucional. 



Estimo que esta forma de tratamiento de las leyes reservadas debe ser cambiada por el Senado. No parece razonable, atendido el tenor del artículo 8º de la Carta, que hoy se impida a un Parlamentario conocer una ley o, incluso, disponer de una copia de ella, menos aún cuando nosotros hemos jurado o prometido respetar esas normas. Y me imagino que el acto pertinente tiene algún valor.



Solicito al señor Presidente pronunciarse al respecto.

En todo caso, deseo plantear la necesidad de liberar de su carácter secreto la ley referida, pues fue dictada en 1958 y modificada durante el Gobierno militar, motivo por el cual sobrepasa con largueza los diez años que se requieren para levantar el secreto.



Por ello, pido formalmente al señor Presidente que se revise este procedimiento, por cuanto ninguno de los incisos del artículo 77 del Reglamento -a los que se me remitió- guarda coherencia con el asunto que me preocupa. 



Repito: en el caso indicado se ha sobrepasado en exceso el plazo de diez años de reserva y, por consiguiente, debiera liberarse de tal condición a la ley señalada para que sea de conocimiento de la ciudadanía, como manda el artículo 8° de la Constitución. Nada justifica esa reserva.



Solicito a la Mesa un pronunciamiento sobre ese aspecto.

Y, en lo particular, me interesa conocer el contenido de la ley N° 13.196; examinar sus vistos y considerandos, para hacer las referencias correspondientes.



Cabe tener presente que, desde 1956, distintos cuerpos legales establecen que un porcentaje de los recursos generados por la actividad productiva del cobre va en directo beneficio de las regiones mineras del norte del país.



Por eso, me parece de toda legitimidad que, como representante de la Región de Antofagasta en el Senado, se me permita un acceso expedito a ese cuerpo legal, sin restricción ni -mucho menos- tener que examinarlo bajo la mirada de un censurador respecto de qué hago con él.



Un mínimo de coherencia y de dignidad en el trato hacia los Parlamentarios indica que se debería autorizar ese acceso expedito y sin ninguna clase de limitación a la ley mencionada.



He dicho.

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra Su Señoría.

PROBLEMAS QUE AFECTAN A TRABAJADORES 

MINEROS DE FAENAS EN ALTURA.OFICIOS

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, la Confederación Minera de Chile me hizo llegar, hace algunos días, una serie de antecedentes relativos a denuncias concretas respecto de las difíciles condiciones en que prestan sus servicios los trabajadores de faenas ubicadas a más de 4 mil metros sobre el nivel del mar, especialmente aquellos que se desempeñan en lugares alejados de centros urbanos y cumplen  extensas jornadas, distribuidas en turnos.



En dicha misiva, los dirigentes laborales dan cuenta de las enfermedades profesionales y de los perjuicios para la salud que han sufrido sus asociados por trabajar en esas adversas condiciones climáticas, y ponen de manifiesto la necesidad de incrementar la fiscalización en tales faenas.



La propia Dirección del Trabajo, en su Cartilla N° 7 “El trabajo en altura”, advierte que cuando una persona se instala a trabajar y, en algunos casos, a vivir, además, sobre los 2 mil metros de altura, se expone a un ambiente geográfico donde hay problemas por la falta de oxígeno en el aire, por la baja temperatura, por la cantidad de rayos solares peligrosos para el ser humano y por la humedad, y también por una naturaleza que puede ser incontrolable, por el aislamiento y para acceder a servicios. 



Agrega que el conjunto de esas condiciones adversas puede causar alteraciones importantes en la salud física de las personas, en forma rápida y brusca, pero también en el largo plazo. Asimismo, se ve afectado el bienestar social del individuo, porque se altera la pertenencia a una familia, a grupos de amigos y a otras instancias sociales, y se dificulta el acceso a servicios básicos, a la cultura y a la recreación.



Según lo señalado en el mismo documento, señor Presidente, la falta de oxígeno es una grave dificultad para los trabajadores que se desempeñan en altura, ya que se trata de un componente del aire que respiramos. Su importancia es vital: si no hay oxígeno, las personas -y en general los animales- se mueren. 



En la altura se produce una especie de “adelgazamiento” de la capa de aire y, aunque hay oxígeno en él, cuesta atraparlo cuando uno respira. El resultado es que el organismo cuenta con menos oxígeno para su funcionamiento. Ello trae varias consecuencias:



1) El corazón y los pulmones trabajan con mayor fuerza, aceleradamente, para compensar la baja de oxígeno. En algunos casos, la persona puede no resistir ni tolerar ese mayor trabajo de sus órganos vitales y su salud se complica en forma brusca.



2) Si la compensación no es adecuada, algunas personas corren el riesgo de sufrir alteraciones graves en las primeras horas de exposición a la altura, que afectan severamente los pulmones o el cerebro. Estas complicaciones -una, llamada “edema agudo de pulmón”, y la otra, “edema agudo cerebral”- pueden causar la muerte con rapidez, pero no son muy frecuentes.



3) La capacidad de trabajo y el funcionamiento general se afectan con mucha celeridad por la falta de oxígeno. Si la persona camina, su cuerpo no soporta andar mucho sin descanso; si intenta correr, el agotamiento llega muy rápido.



4) El funcionamiento mental también se afecta muy pronto: fallan la memoria y la capacidad de poner atención; duele la cabeza.



5) El proceso del sueño se altera, especialmente en las personas que normalmente roncan. Se duerme menos horas; se despierta muchas veces en la noche, y al levantarse queda la sensación de no haber descansado.



6) Después de un tiempo de permanencia en altura, el cuerpo se comienza a acostumbrar y los problemas iniciales van aliviándose. Pero el acostumbramiento se logra a costa de compensaciones en la sangre y en el corazón, las cuales, cuando son excesivas e inadecuadas, también pueden ser peligrosas para la salud.



La falta de oxígeno aumenta con la altura. Como todos sabemos, por encima de 3 mil o 3 mil 200 metros los problemas de inicio brusco se comienzan a sentir con mayor fuerza y una diferencia de cien metros de altura se nota de inmediato en los aspectos señalados más arriba. Esto es muy importante, pues se desprenden algunas recomendaciones básicas: 



-Si alguien presenta una complicación pulmonar, cardíaca o cerebral de inicio brusco y severa, bajar lo más rápido que se pueda a la menor altura factible forma parte del paquete de primeros auxilios y ayuda a salvar la vida. 



-Se deben hacer todos los esfuerzos a los efectos de que las instalaciones para dormir se ubiquen a la menor altura posible.



Los servicios médicos de los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744 y algunas empresas mineras han desarrollado técnicas para examinar a los trabajadores antes de que suban a faenas en altura, con la finalidad de prevenir la aparición de complicaciones vitales y anticipar quiénes van a responder bien y quiénes no. Asimismo, algunas compañías mineras han instalado servicios médicos donde se controla a las personas en las primeras horas de llegada a la altura. Ambas medidas ayudan a la prevención de complicaciones.



Señor Presidente, de conformidad con lo señalado por la propia Dirección del Trabajo en el documento antes citado, quienes laboran en altura también sufren problemas con la temperatura del aire, toda vez que, en forma natural, va disminuyendo con la altura a un ritmo de más o menos un grado cada 100 metros. En líneas gruesas, si a 2 mil metros se miden 20 grados de temperatura en un día cualquiera, se espera encontrar unos 5 grados a 3 mil 500 metros, aunque haya sol y las condiciones atmosféricas sean parecidas. 



El problema se agrava, obviamente, en invierno y en las noches, cuando es habitual encontrar temperaturas bajo cero grado. Si además corre viento a velocidad moderada, como es frecuente en zonas montañosas, la temperatura efectiva sobre el cuerpo disminuye más: viento más fuerte es igual a menor temperatura. 



El frío afecta la capacidad de trabajo, porque en algunos casos simplemente impide laborar. Además, el cuerpo debe producir mayores cantidades de calor, recargando de nuevo al aparato cardiovascular, ya ocupado en compensar la falta de oxígeno, y consumiendo al mismo tiempo grandes cantidades de oxígeno para producir energía. 



Cuando la temperatura baja de cero grado, las personas se exponen además al riesgo de congelamiento, con peligro para la vida. Esta lamentable situación se ha producido durante período de invierno en trabajos en la cordillera. 



Por lo tanto, se deben tomar muy en serio las medidas de prevención contra el frío. Por ejemplo: 



-Usar ropa térmica de calidad garantizada. 



-Reducir al máximo posible la exposición directa al aire libre cuando la temperatura baja de cero grado, mediante cabinas aisladas y climatizadas, recintos bien aislados y calefaccionados. 



-Organizar tiempos cortos de exposición de las cuadrillas que deban trabajar al frío, con un número suficiente de personal de recambio y sitios guarecidos para reponerse y calentarse.



-Contar con medios de comunicación y elementos suficientes para enfrentar emergencias de trabajadores que se distancian de los centros de base en período de invierno. 



Señor Presidente, a lo anterior se suman problemas relacionados con el exceso de radiación solar y aire seco, las catástrofes naturales, el aislamiento y el acceso limitado a servicios. 



Por todas esas razones, solicito que se oficie a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social a fin de que informen sobre dos materias:



1º.- Medidas relativas a fiscalización de cumplimiento de la legislación laboral y de higiene, seguridad y salud en el trabajo que se están aplicando a las faenas que se desarrollan en altura, y 



2º.- Criterios a utilizarse para autorizar las jornadas laborales de los dependientes que se desempeñan en faenas realizadas en altura. 



He dicho. 

El señor CANTERO.- Señor Presidente, adhiero a esos oficios.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Cantero.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:32.









Manuel Ocaña Vergara, 









  Jefe de la Redacción.
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A C T A  A P R O B A D A
SESION 28ª, ORDINARIA, EN MARTES 4 DE JULIO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar y el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones vigésima cuarta, ordinaria, de 20 de Junio de 2.006, vigésima quinta y vigésima sexta, especiales, y vigésima séptima, ordinaria, todas de 21 de Junio de 2.006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia la señora Presidente de la República:



Con el primero, hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las observaciones que ha formulado al proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (Boletín Nº 2.943-13).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Letelier, que permite conceder la libertad condicional a condenados por conductas terroristas y otros delitos, en causas relacionadas con reivindicaciones violentas de derechos consagrados en la ley N° 19.253 (Boletín N° 4.188-07).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la señora Presidente de la República, por medio del cual solicita el acuerdo del Senado para designar a don Hugo Enrique Dolmestch Urra como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín N° S 872-05).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Honorable Cámara de Diputados, por medio del cual informa que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (Boletín Nº 3.626-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, mediante el cual comunica que en el proceso rol N° 32.128-2005, seguido ante ella, se resolvió el desafuero del Honorable Senador señor Ávila; acompaña copias autorizadas de las sentencias de primera y segunda instancia recaídas en los autos antes señalados, e informa que a la fecha dichas sentencias se encuentran ejecutoriadas. 



-- Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre los problemas derivados de los descuentos por planilla que se realizan a los docentes de la Región de Atacama. 



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la detención y posterior expulsión de dos ciudadanos chilenos en México.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores Subrogante, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el estado de avance del trabajo asignado a la Comisión Mixta de Límites encargada de precisar el recorrido de la poligonal entre el Cerro Daudet y el Monte Fitz Roy.



Del señor Ministro de Obras Públicas, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto del cumplimiento de sus obligaciones por parte de los contratistas de dicha Secretaría de Estado.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el acceso igualitario para todos los credos a las ayudas que proporciona el Estado. 



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo a la ejecución del proyecto de pavimentación de la Avenida Manuel Rodríguez, en Osorno.



Del señor Ministro de Agricultura, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre los gastos en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas realizados por la Secretaría de Estado a su cargo, entre los días 11 de septiembre de 2005 y 15 de enero de 2006. 



De la señora Ministra de Minería y Energía, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto al funcionamiento de las centrales termoeléctricas de la ciudad de Quillota.



De la señora Subsecretaria de Previsión Social, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre factibilidad de subsanar el daño previsional que afecta a quienes trabajaron en los Programas de Empleo Mínimo o Plan de Ocupación para Jefes de Hogar entre los años 1974 y 1987.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la adquisición de equipos para el Servicio Dental del Hospital de Traiguén.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre fiscalización del cumplimiento de las normas sanitarias y ambientales en el Relleno Sanitario Santiago Poniente.



Del señor Tesorero General de la República, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la incorporación de soluciones de telefonía IP al Servicio a su cargo.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre situación de aeronaves con matrícula polaca.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre Declaración de Impacto Ambiental del proyecto denominado “Mejoramiento de la Seguridad Vial Camino Rinconada R.M.” y Resolución de Calificación Ambiental N° 479, de 2001.



Dos de la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios suplente:

 

Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la calidad del agua potable que consumen los vecinos de las comunas de Florida y de Talcahuano, sector Carriel Norte, Octava Región.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Núñez, sobre derrame de ácido sulfúrico en la comuna de Diego de Almagro y la calidad del agua potable que bebe la población de dicha comuna.



Del señor Director Ejecutivo del Programa Chile Barrio, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el grado de avance del Programa de Mejoramiento de Barrios, por cada Región.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de la situación de la Comunidad Tripaiñan, de la comuna de Lautaro, Novena Región.



Del señor Presidente de la Comisión Nacional de Distorsiones de Precios, por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Frei, García, Kuschel, Muñoz Barra, Romero, Sabag y Vásquez, sobre la aplicación de derechos compensatorios a las importaciones de harina de trigo desde la República Argentina.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre pavimentación de calles en la Población El Retiro, en la comuna de Angol.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de La Araucanía, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre solución a los problemas que en el área del transporte enfrenta la comuna de Traiguén.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Galvarino, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre apoyo a cuatro proyectos de que es autor. 



Del señor Director Regional del Trabajo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de los planes de fiscalización que dicho Servicio ha diseñado para velar por el respeto de la normativa laboral en la Duodécima Región.



De la señora Jefa de Gabinete del Ministro de Hacienda, mediante el cual responde un oficio emitido en nombre del Honorable Senador señor Longueira, sobre proyecto de ley relativo a la ampliación del plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas.



Del señor Gerente Comercial de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la factibilidad de que el tren del recorrido Santiago-Puerto Montt se detenga en la localidad de Renaico.



Del señor Director Ejecutivo de la Fundación Minera Escondida, mediante el cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre apoyo al viaje de alumnos ganadores de la Décima Expociencia Mundial a la próxima Expociencia, a celebrarse en México.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Oficio reservado



De la señora Ministra de Defensa Nacional, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, respecto de las condiciones de salud de los militares chilenos que han participado en misiones de paz en Bosnia-Herzegovina y en Haití.

 

-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores, en la Secretaría de la Corporación.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Consejo Directivo de la Academia Judicial a don Humberto Nogueira Alcalá (con la urgencia a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín Nº S 865-05).



-- Queda para la Tabla de Fácil Despacho de la sesión de hoy.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en las observaciones formuladas por Su Excelencia la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, al proyecto de ley sobre el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 2.943-13).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.507-13).



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley sobre transplante y donación de órganos (Boletín N° 4.268-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que prohíbe condicionar la atención de salud o exigir instrumentos mercantiles para garantizar su pago (Boletín N° 4.269-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley sobre derechos de los pacientes (Boletín N° 4.270-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que establece el derecho a la muerte digna (Boletín N° 4.271-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que agrava las sanciones por maltrato, lesiones y abandono de menores, y tipifica el delito de administración de sustancias peligrosas a los mismos (Boletín N° 4.272-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Navarro y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que prohíbe el comercio internacional de sustancias agotadoras de la capa de ozono (Boletín N° 4.273-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica la garantía constitucional del derecho a la salud (Boletín N° 4.275-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Navarro y Ominami, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que establece la garantía constitucional del derecho a la libertad sexual y reproductiva (Boletín N° 4.277-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Barra, Ominami y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito en materia de cinturones o dispositivos de seguridad para menores (Boletín N° 4.278-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 

 

De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, con la que inician un proyecto de ley que sustituye el artículo 456 bis A del Código Penal, a fin de ampliar la figura del delito de receptación (Boletín Nº 4.286-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Kuschel y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que confiere atribuciones al abogado asistente del fiscal, en materia de comparecencia judicial, y amplía plazo de detención (Boletín Nº 4.287-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

 

De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Cantero, García y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 12 del Código Penal, en materia de reincidencia como circunstancia agravante de la responsabilidad criminal (Boletín Nº 4.288-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

 

De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en materia de prueba anticipada (Boletín Nº 4.289-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Novoa, con la que presenta un proyecto de ley que exime de las obligaciones de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, de obtener placa patente y contar con permiso de circulación y de revisión técnica a los vehículos motorizados de dos o tres ruedas con cilindrada igual o menor a 50 centímetros cúbicos. 



-- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el N° 1 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Comunicación



De la señora Presidente del Capítulo Regional de Parlamentarios Latinoamericanos contra la Corrupción, mediante la cual agradece la participación de legisladores chilenos en la Segunda Asamblea de esta entidad y acompaña antecedentes sobre el funcionamiento de la misma.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

___________________________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Incluir en la tabla de la sesión ordinaria de hoy el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.507-13).



2) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el día lunes 10 de julio próximo, a las 12:00 horas, respecto de los siguientes asuntos: 



a) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.059-07);



b) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y le confiere rango de Ministro de Estado (Boletín N° 4.148-06), y



c) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia a juez que indica para conocer aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (Boletines Nos 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18).



3) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, hasta las 18 horas del día de hoy, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad fiscal (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.000-05).


4) Dejar sin efecto la hora de incidentes de la sesión del día de hoy.

- - -



En seguida, el Honorable Senador señor Novoa solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala con el objeto de remitir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la señora Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas de la Moción que presentara, que exime de las obligaciones de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, de obtener placa patente y contar con permiso de circulación y de revisión técnica a los vehículos motorizados de dos o tres ruedas con cilindrada igual o menor a 50 centímetros cúbicos, que fue declarada inadmisible por contener materias que son propias de la iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el Honorable Senador señor Horvath solicita al señor Presidente recabar idéntico acuerdo para que la Sala nombre a los señores Senadores que representan a la Undécima Región como integrantes de la comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley Nº 19.788, que autorizó la construcción de monumentos en Puerto Aysén y en Coyhaique, creó el museo y el archivo del explorador Augusto Grosse Ickler



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ominani, quien expresa su preocupación por los efectos de la citación realizada por el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos de la Corporación a un integrante del Movimiento Socialista Nacional Patria Nueva Sociedad, que es un grupo neonazi, y solicita del señor Presidente dejar sin efecto tal reunión.



Sobre el particular intervienen los Honorables Senadores señores Naranjo, Girardi, Kuschel, Longueira, Zaldívar, Larraín, Muñoz Barra, Nuñez, Letelier y Vásquez.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Kuschel, en su calidad de Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, informa que ha quedado sin efecto la invitación cursada a petición de dicho grupo que utilizó un nombre distinto al solicitar ser escuchados.



Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira, solicita dejar constancia en el sentido de compartir el que no se reciba a integrantes de grupos neonazis en el Senado.



Por último, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita realizar una sesión especial para abordar el tema expuesto, planteamiento que es respaldado por diversos Honorables señores Senadores.

- - -



A continuación el Honorable Senador señor Coloma solicita al señor Presidente que incluya en la tabla el informe de la Comisión de Salud recaído en la observación formulada por el Ejecutivo al proyecto de ley regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, correspondiente al Boletín Nº 1.993-11, a fin de no seguir postergando su tramitación.

________________

FACIL DESPACHO

Oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Consejo Directivo de la Academia Judicial al señor Humberto Nogueira Alcalá, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República con el que recaba el acuerdo del Senado para designar como miembro del Consejo Directivo de la Academia Judicial a don Humberto Nogueira Alcalá, correspondiente al Boletín Nº S 865-05, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia en los términos establecidos en el número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



Previene, el señor Secretario General, que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, acordó informar a la Sala que en la designación del señor Nogueira 

como miembro del referido Consejo se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 7º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y 54 del Reglamento de la Corporación, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de la mayoría absoluta de los señores Senadores presentes.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gómez, Espina y Larraín, señora Alvear y señor Muñoz Aburto.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación, la solicitud es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre creación del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo, con informe de la Comisión de Trabajo 

y Previsión Social.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo, correspondiente al Boletín Nº 3.507-13. 



Señala que Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente la urgencia para su despacho, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió solamente en general esta iniciativa, y que en mérito de los antecedentes y debates consignados en su informe, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto, aprobó la idea de legislar y propone a la Sala la aprobación en general de esta iniciativa legal, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Kuschel, señora Alvear y señores Prokurica, Navarro y Muñoz Aburto.



Cerrado el debate y puesto en votación en general, el proyecto de ley es aprobado, con la abstención del Honorable Senador señor Kuschel.



Asimismo, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día lunes 31 de Julio, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO PRELIMINAR DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES



Artículo 1º.- Créase el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante “El Sistema”, que tiene por objeto el reconocimiento formal de las competencias laborales de las personas, independientemente de la forma en que hayan sido adquiridas y de si tienen o no un título o grado académico otorgado por la enseñanza formal de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Las personas podrán, voluntariamente, solicitar la certificación de sus competencias laborales según el Sistema que establece esta ley, y sin que ésta constituya obligación o requisito para desempeñar una determinada actividad económica u ocupacional, sin perjuicio de las normas específicas que las regulan. La certificación será otorgada mediante entidades acreditadas a través de un marco metodológico común aceptado por los distintos sectores productivos.



Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:



a) Competencia Laboral: actitudes, conocimientos y destrezas necesarias para cumplir exitosamente las actividades que componen una función laboral, según estándares definidos por el sector productivo.



b) Evaluación de Competencias Laborales: es un proceso de verificación del desempeño laboral de una persona contra una unidad de competencia laboral previamente acreditada.



c) Certificación de Competencia Laboral o Certificación de Competencia: corresponde al proceso de reconocimiento formal, por una entidad independiente, de las competencias laborales demostradas por un individuo en el proceso de evaluación.



d) Unidad de Competencia Laboral: es un estándar que describe los conocimientos, las habilidades y actitudes que un individuo debe ser capaz de desempeñar y aplicar en distintas situaciones de trabajo, incluyendo las variables, condiciones o criterios para inferir que el desempeño fue efectivamente logrado.



e) Calificación: es un conjunto de unidades de competencias que reflejan un área ocupacional.

TÍTULO PRIMERO

DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES



Artículo 3º.- Créase la Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, en adelante también “la Comisión”, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y cuya función será la implementación de las acciones reguladas en la presente ley.



Artículo 4º.- Corresponderá a la Comisión las siguientes funciones y deberes:



a) Proponer a las autoridades competentes las políticas globales de certificación de competencias laborales;



b) Velar por la transparencia y el resguardo de la fe pública del Sistema;



c) Velar por la calidad del Sistema, fijando las metodologías y procedimientos que se utilizarán en su implementación;



d) Supervisar que los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, así como los Evaluadores, den cumplimiento a las obligaciones que emanan de esta ley;



e) Desarrollar, adquirir y actualizar las Unidades de Competencias Laborales;



f) Acreditar las Unidades de Competencias Laborales que se aplicarán en el Sistema y mantener un registro público de éstas, en los términos del artículo 26, Nº 3;



g) Validar los criterios y procedimientos de carácter general y obligatorio involucrados en la acreditación de los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales;



h) Acreditar la condición de Centro de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitado para emitir certificados de competencias laborales, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;



i) Acreditar la condición de Evaluador habilitado para evaluar competencias laborales de las personas, en conformidad al Sistema, mantener un registro público de éstos, y revocar la inscripción en dicho registro cuando corresponda;



j) Crear y mantener un registro público de las certificaciones otorgadas por los Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales habilitados;



k) Aprobar y presentar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversión de Excedentes;



l) Publicar y entregar anualmente al Ministerio del Trabajo y Previsión Social los balances financieros auditados;



m) Administrar el patrimonio de la Comisión, con plenas facultades, incluyendo la administración de sus bienes, con atribuciones de disposición de éstos;



n) Proporcionar la información financiera, contable, u otra, que requieran, o lo soliciten los Ministerios del Trabajo y Previsión Social o de Hacienda;



o) Entregar un informe de gestión anual, especialmente respecto de las metas propuestas y sus resultados que incluya los acuerdos que haya adoptado en el ejercicio de sus funciones y deberes;



p) Poner a disposición de los usuarios del Sistema, información relativa a los registros que mantiene la Comisión;



q) Celebrar los actos o contratos con organismos públicos, personas jurídicas de derecho público o privado, nacionales, internacionales o extranjeras, conducentes al cumplimiento de los fines del Sistema; 



r) Elaborar y aprobar las normas de funcionamiento de la Comisión, y



s) Cumplir las demás funciones y deberes que le asigna la ley.



Artículo 5º.- La Comisión estará integrada por un máximo de nueve miembros que serán designados de la siguiente forma:



a) Un miembro designado por el Ministro del Trabajo y Previsión Social;



b) Un miembro designado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción;



c) Un miembro designado por el Ministro de Educación;



d) Tres miembros designados por la organización de empleadores de mayor representatividad del país entre los representantes de los sectores productivos participantes del Sistema en conformidad con lo establecido en el reglamento, y



e) Un máximo de tres miembros designados por cada una de las centrales de trabajadores de mayor representatividad del país, en la forma en que se defina en el reglamento.



No podrán ser miembros de la Comisión aquellas personas que tengan un vínculo de dependencia laboral, de propiedad o sean directivos de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación y de un organismo técnico intermedio para capacitación. De igual forma, los miembros no podrán ejercer como evaluadores del Sistema.



Los miembros de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos por un período adicional. La renovación se realizará por parcialidades cada dos años, según se establezca en el reglamento.



En el caso de vacancia, la designación del reemplazante se efectuará dentro de los treinta días corridos siguientes de producida ésta, siguiendo el mismo procedimiento indicado en el inciso primero. El reemplazante durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado.



La Comisión sesionará con, a lo menos, cinco de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros presentes. Su Presidente dirimirá los empates que pudieren producirse.



Sin perjuicio de lo anterior, los acuerdos para aprobar cada año el Presupuesto, el Plan de Trabajo y el Plan de Inversiones, deberán adoptarse con el voto de la mayoría de sus miembros en ejercicio.



El miembro que estime necesario salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo de la Comisión, deberá hacer constar en el acta respectiva su oposición, fundamentando su voto de minoría.



Artículo 6º.- Los miembros de la Comisión deberán presentar una declaración de intereses que exprese cualquier vinculación, ya sea de carácter profesional, por actividades económicas o de parentesco con los directivos, gerentes o socios de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales habilitado, un organismo técnico de capacitación o con un organismo técnico intermedio para capacitación. El reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a estas disposiciones.



Los miembros de la Comisión deberán inhabilitarse cuando ésta realice un pronunciamiento que afecte a entidades con las cuales tengan las relaciones descritas en el inciso anterior.



Artículo 7º.- La Comisión será presidida por aquel de sus integrantes que sus miembros designen y durará en su cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una sola vez, para lo cual se requerirá del voto favorable de todos los integrantes en ejercicio de la Comisión. También designará un Vicepresidente, quien subrogará al Presidente en caso de ausencia o impedimento de éste, y durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido por una sola vez.



Artículo 8º.- La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva cuyas funciones serán las que le encomienda esta ley y su reglamento, y aquellas específicas que le encargue la Comisión.



La Comisión elaborará un reglamento que normará todo lo concerniente al funcionamiento y personal de la Secretaría Ejecutiva, el que se regirá por las disposiciones del Código del Trabajo.



Artículo 9º.- La Comisión designará una persona que actuará como Secretario Ejecutivo de la misma, tendrá la calidad de ministro de fe respecto de sus actuaciones, deliberaciones y acuerdos, y representará judicialmente y extrajudicialmente a la Secretaría Ejecutiva.



Serán funciones propias del Secretario Ejecutivo:



a) Dirigir y coordinar todas las actividades necesarias de la Secretaría Ejecutiva, para dar cumplimiento a los fines de la Comisión;



b) Proporcionar a la Comisión todos los insumos necesarios para su funcionamiento;



c) Contratar al personal para el funcionamiento de la Secretaría Ejecutiva;



d) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte;



e) Denunciar ante la autoridad administrativa o judicial que corresponda, las infracciones cometidas a la presente ley;



f) Formular anualmente el Presupuesto, el Plan de Trabajo, el Plan de Inversión de Excedentes y el Balance de la Comisión;



g) Recibir reclamos presentados por terceros contra la decisión adoptada por el centro de evaluación y certificación de competencias laborales, fundada en que no cumple con las unidades de competencias laborales, metodologías y procedimientos fijados por la Comisión, y



h) Relacionarse con los ministerios, servicios públicos y organizaciones productivas, de trabajo y de formación, necesarios para asegurar el cumplimiento de los fines de la Comisión.



No podrá ser Secretario Ejecutivo quien tenga un vínculo de dependencia, de propiedad o sea directivo de un centro de evaluación y certificación de competencias laborales, de un organismo técnico de capacitación o de un organismo técnico intermedio para capacitación. De igual forma, el Secretario Ejecutivo no podrá ejercer como evaluador del Sistema.



El Secretario Ejecutivo estará obligado a guardar reserva respecto de la información que la Comisión señale.

TÍTULO SEGUNDO

DEL FINANCIAMIENTO DE LA COMISIÓN DEL SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES



Artículo 10.- El patrimonio de la Comisión estará integrado por:



a) Recursos asignados, para estos fines, en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, transferidos por dicho Ministerio a la Comisión en virtud de convenios de desempeño. Estos recursos no podrán superar el 49% del gasto total de la Comisión y se destinarán para cofinanciar la compra, generación, actualización y validación de unidades de competencias laborales respecto de los cuales el sector privado contribuya a lo menos con un 10% del gasto;



b) Aportes de los sectores productivos participantes efectuados a la Comisión en dinero o en especies preferentemente para comprar, generar, actualizar o validar unidades de competencias laborales, mediante convenios de colaboración o de cooperación.



c) Recursos propios que obtenga con ocasión de la administración de su patrimonio y de los ingresos que perciba por los servicios que preste, y



d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título y los frutos de estos bienes.



Artículo 11.- La Comisión celebrará anualmente un Convenio de Desempeño con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mecanismo a través del cual este Ministerio le transferirá los recursos indicados en la letra a) del artículo anterior.



El Convenio de Desempeño contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:



a) La proporción del presupuesto anual de la Comisión que se financiará con recursos públicos;



b) La forma, plazos y procedimientos de entrega de los recursos públicos a la Comisión por parte del Ministerio del Trabajo y Previsión Social;



c) Los resultados o las acciones comprometidas en el Plan Anual de Trabajo de la Comisión, asociadas a los recursos públicos;



d) Los mecanismos o procedimientos de rendición de cuenta de la administración de los recursos públicos recibidos y del cumplimiento de los resultados o de las acciones comprometidas en el Convenio de Desempeño, y



e) Los mecanismos de fiscalización del cumplimiento de este convenio.



Artículo 12.- El Ministerio del Trabajo y Previsión Social, previa autorización del Ministerio de Hacienda, fijará por resolución, a propuesta de la Comisión, el arancel máximo que ésta podrá cobrar por los procesos de acreditación, de mantención en los registros y de entrega de duplicados de los certificados emitidos por los centros de evaluación y certificación de competencias laborales. Para su fijación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social considerará los resultados operacionales del año en curso de acuerdo a los procedimientos e instrumentos que establezca el reglamento y la proyección de ingresos y gastos señalados en el presupuesto anual, de manera tal de equilibrar los ingresos y gastos proyectados para el año siguiente.

TÍTULO TERCERO

DE LOS COMITÉS SECTORIALES



Artículo 13.- La Comisión solicitará, para el proceso de generación, adquisición y actualización de unidades de competencias laborales, la opinión de los sectores relacionados, a través de un Comité Sectorial que se constituirá como un órgano consultivo de la Comisión. Estos Comités otorgarán orientaciones estratégicas sobre el desarrollo de unidades de competencias laborales a incorporar y los lineamientos metodológicos comunes que den consistencia al Sistema; propondrán las unidades de competencias laborales exigidas para el desarrollo de una determinada función laboral y los criterios sectoriales de acreditación.



Los comités sectoriales deberán estar compuestos, al menos, por representantes de los servicios públicos encargados de regular las actividades del sector, representantes del sector productivo y representantes de los trabajadores, y funcionarán con el apoyo metodológico y administrativo de la Secretaría Ejecutiva. La Comisión establecerá las normas reglamentarias que regularán la designación de los miembros y el funcionamiento de los comités sectoriales.

TÍTULO CUARTO

DE LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES Y DE LOS EVALUADORES



Artículo 14.- Para los efectos de esta ley, los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales serán desarrollados por entidades ejecutoras acreditadas, denominadas Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, en adelante, los “Centros”.



Los Centros tendrán la responsabilidad de evaluar las competencias laborales de las personas que lo soliciten, de acuerdo a las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y otorgar las certificaciones cuando corresponda.



Para su labor de evaluación, los Centros deberán contratar a los evaluadores acreditados e inscritos en el Registro que al efecto mantendrá la Comisión, de conformidad a la presente ley. No deberá existir entre el Centro y el evaluador, un vínculo jurídico permanente, sea como dependiente o prestador de servicios.



En todo caso, los Centros serán responsables que dichos servicios sean ejecutados de acuerdo a las normas y procedimientos sancionados por la Comisión, y responderán por las acciones u omisiones de los evaluadores contratados en su función de evaluar.



Los Centros tendrán las siguientes obligaciones:



a) Aplicar los procedimientos y metodologías validadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales;



b) Aplicar las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, en los procesos de evaluación y certificación;


c) Mantener las evidencias del proceso de evaluación de las competencias laborales de las personas, por los períodos y en las formas que indique el reglamento;



d) Informar a la Comisión, por escrito, de cualquiera circunstancia que altere o cambie, de manera sustancial, los antecedentes de los Centros, considerados para el proceso de su acreditación, establecidos en el artículo 18 de la presente ley, y



e) Desarrollar su labor, con total independencia, imparcialidad e integridad.



Artículo 15.- Los certificados de competencias laborales que se otorguen en conformidad a esta ley, tendrán la calidad de instrumentos públicos; y su falsificación o utilización maliciosa será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.



Artículo 16.- No podrán desempeñarse como Centros, en ningún caso, las instituciones que desarrollen actividades de capacitación o de formación en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.518 sobre Estatuto de Capacitación y Empleo o en la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, o instituciones que desarrollen otras actividades de capacitación o de formación financiadas por fondos públicos.



Asimismo, las instituciones señaladas en el inciso anterior no podrán concurrir, directamente o a través de personas jurídicas en las que participen, a la constitución de un Centro, cualquiera sea su naturaleza jurídica.



Los Centros que tengan con las instituciones indicadas en el inciso primero, alguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045, Título XV, del Mercado de Valores, no podrán evaluar o certificar a los egresados de dichas instituciones.



Lo establecido en los incisos anteriores también rige para las personas contratadas por los Centros para ejercer los servicios relacionados con la labor de evaluación de competencias laborales.



Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión acreditar a los Centros y a los evaluadores, que cumplan con los requisitos de idoneidad, imparcialidad, y competencia, así como con los requisitos y criterios que se establecen en la presente ley y en su reglamento, y con los que apruebe la Comisión, para asegurar el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.



En los casos en que la entidad o persona postulante no cumpla íntegramente con los requisitos establecidos en el inciso anterior, la Secretaría Ejecutiva formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por el postulante dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde su notificación, bajo apercibimiento de rechazar su solicitud si no subsana las observaciones realizadas, dentro del referido plazo. 



La Comisión podrá encomendar a personas jurídicas de derecho público o privado, la ejecución de las actividades necesarias para la evaluación de los Centros y de los Evaluadores, tendientes a la acreditación de los mismos. 



La acreditación se otorgará por un plazo de tres años, sin perjuicio de la facultad de la Comisión para revocarla anticipadamente, en los casos previstos en esta ley.



Artículo 18.- Para obtener la acreditación como Centro, las entidades postulantes deberán cumplir con los criterios que defina la Comisión, de manera general y pública, para asegurar la idoneidad, imparcialidad y competencia de los Centros; y además con los siguientes requisitos:



1°. Tener personalidad jurídica.



2°. Acreditar que los servicios de evaluación y certificación de competencias laborales forman parte de los objetivos contemplados en sus Estatutos o normas por las que se rigen.



3°. Tener contratado a personal idóneo para la dirección y administración del Centro. 



4°. Ser propietario, o disponer a otro título que otorgue posesión o mera tenencia, de la infraestructura necesaria para desempeñar las labores de evaluación y certificación de competencias laborales propias del sector productivo o área de la actividad económica en el cual desea desarrollar sus acciones.



5°. Contar con procesos operacionales que aseguren la idoneidad y transparencia de las decisiones que ellas adopten.



El reglamento de esta ley, establecerá la forma y condiciones a través de las cuales se acreditarán los requisitos y criterios anteriormente prescritos.



Artículo 19.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, no podrán inscribirse ni permanecer en el Registro respectivo las personas jurídicas que tengan como socios, directivos, gerentes o administradores a:



a) Personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva. La inhabilidad a que se refiere esta letra cesará cuando se acredite el cumplimento de la pena.



b) Los fallidos o los administradores o representantes legales de las personas fallidas que hubieran sido condenadas por delito de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 232 y 233 de la Ley de Quiebras. La inhabilidad a que se refiere esta letra cesará cuando se acredite el cumplimento de la pena.



c) Funcionarios públicos que tengan que ejercer, de acuerdo a la ley, funciones de fiscalización o control sobre las personas jurídicas inscritas en el Registro de Centros.



d) Quienes hayan sido administradores, directivos o gerentes de un Centro sancionado en los últimos cinco años con la cancelación de su inscripción en el Registro de Centros, conforme a esta ley.



Para los efectos de este artículo se entenderá por administradores, directivos y gerentes, a las personas que tengan poder de decisión o facultades de administración.



Lo dispuesto en las letras a), b), c) y d) de este artículo será aplicable también a los evaluadores.



Artículo 20.- Para obtener la acreditación como evaluador, los postulantes deberán ser personas naturales, que demuestren su idoneidad, imparcialidad y competencia laboral, en el ámbito donde desempeñarán sus funciones de evaluación, y demuestren conocimientos, habilidades y destrezas, requeridas para la ejecución de las actividades comprendidas en procesos de evaluación de competencias laborales, sin perjuicio de los criterios sectoriales adicionales que valide la Comisión. El reglamento establecerá la forma y condiciones en el que los requisitos y criterios deberán acreditarse.



Artículo 21.- La acreditación que se otorgue a los Centros y evaluadores, se extenderá exclusivamente a aquellos ámbitos que la Comisión señale, conforme al contenido de cada solicitud y a los antecedentes de la evaluación.



La calidad de Centro habilitado y de evaluador habilitado, no podrá ser transferida o cedida, ni perpetua ni temporalmente, a título gratuito u oneroso, ni ser objeto de transacción civil o comercial alguna.



Artículo 22.- De la resolución de la Comisión que deniegue la acreditación a que se refiere el artículo 17 de esta ley, procederá recurso de reposición ante dicho organismo, debiendo interponerse dentro de los diez días hábiles siguientes a la notificación de la resolución denegatoria.



Corresponderá al Ministro del Trabajo y Previsión Social, conocer de la apelación que se interponga en contra de la resolución que rechace el recurso de reposición presentado ante la Comisión. Este recurso deberá interponerse en el plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución.



El Ministro del Trabajo y Previsión Social tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver. Si transcurrido el plazo no existiere pronunciamiento, se entenderá que el Ministro acoge el reclamo y la Comisión deberá dictar la resolución que disponga la acreditación del respectivo Centro o evaluador.

TÍTULO QUINTO

DE LA SUPERVISIÓN Y DE LAS SANCIONES A LOS CENTROS Y A LOS EVALUADORES



Artículo 23.- La Comisión supervisará que los procesos de evaluación y certificación, sean ejecutados por los Centros de acuerdo al Sistema que crea esta ley, debiendo velar porque éstos den cumplimiento a las obligaciones contempladas en la presente ley y en su reglamento. Para estos efectos, la Comisión podrá requerir de los administradores y responsables de los Centros, todas las explicaciones y antecedentes que juzgue necesarios.



Lo anterior se entiende sin perjuicio de las facultades que le corresponden a otros organismos.



Artículo 24.- Los Centros que infrinjan las normas de la presente ley o su reglamento, serán sancionados por la Comisión, con alguna de las siguientes medidas:



a) Amonestación por escrito; 



b) Suspensión por un período de seis meses de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación; 



c) Suspensión por un período de un año de la acreditación del Centro por no haber cumplido con los criterios y requisitos de evaluación y que haya sido anteriormente sancionado con una suspensión, y



d) Cancelación de su inscripción en el Registro.



La sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, sólo podrá imponerse, en los siguientes casos:



1. Por error manifiesto que permita presumir que el Centro ha obrado con grave negligencia en la prestación de su servicio;



2. Por coludirse con organismos técnicos de capacitación, con instituciones de educación superior o con usuarios del Sistema para la entrega de certificados;



3. Por haber sido sancionado penalmente cualquiera de los directivos, gerentes o administrativos del Centro, por el delito de falsedad o utilización maliciosa a que se refiere el artículo 15 de la presente ley;



4. Por no haber adoptado las medidas necesarias para solucionar las observaciones del Secretario Ejecutivo, al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos fijados; o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos;



5. Por no haber aplicado las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión;



6. Por no haber aplicado los procedimientos y metodologías conforme al sistema de calidad definido por la Comisión;



7. Por incumplimiento grave o reiterado de las normas de la presente ley, su reglamento o de las instrucciones impartidas por la Comisión;



8. Por infracción a lo dispuesto en los artículos 16 y 18 de la presente ley;



9. Por utilización de la autorización de la Comisión en ámbitos distintos a los autorizados, y



10. Si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema.



Los Centros a quienes se les revoque la acreditación e inscripción en el respectivo Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos dos años contados desde la fecha de la revocación.



La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.



Tratándose de las sanciones aludidas en las letras a), b) y c) del presente artículo, en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro de diez días hábiles contados desde la notificación. Efectuado los descargos, o en rebeldía, la Comisión podrá aplicar estas sanciones. De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver.



Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude la letra d) del presente artículo, los Centros podrán reclamar de su aplicación ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles para resolver, si estima que dicha sanción no se ajusta a la presente ley y ello les causa perjuicio.



Artículo 25.- La Comisión podrá cancelar la inscripción en el Registro a los evaluadores que cometan las siguientes infracciones:



1. Aprobar a un postulante  transgrediendo, de manera evidente, las metodologías y unidades de competencias laborales fijadas por la Comisión;



2. Coludirse con organismos de capacitación, con instituciones de educación superior o con usuarios del Sistema, para entregar resultados engañosos de los procesos de evaluación;



3. Proporcionar información falsa o engañosa acerca de las características de los servicios que presta, o del desempeño que exhiba al interior del Sistema;



4. No aplicar los procedimientos y metodologías que haya definido la Comisión;



5. Incumplir, de manera grave o reiterada, las normas de la presente ley, su reglamento o las instrucciones impartidas por la Comisión, y


6. Infringir lo dispuesto en los artículos 16 y 20 de esta ley.



Los evaluadores a quienes se les cancele su inscripción en el Registro, no podrán solicitarla nuevamente sino después de transcurridos cinco años, contados desde la fecha de la revocación.



La cancelación de la inscripción en el Registro se efectuará por la Comisión, mediante resolución fundada.



Tratándose de la sanción de cancelación de la inscripción en el Registro, a que alude el primer inciso del presente artículo, previamente se le notificará al afectado de los hechos y normas infringidas que se le imputan, pudiendo éste  presentar sus descargos a la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de los cargos. La Comisión resolverá, con sus descargos o en rebeldía. De la resolución que imponga una sanción, los evaluadores podrán reclamar  ante el Ministro del Trabajo y Previsión Social dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de dicha resolución. El Ministro tendrá un plazo de treinta días hábiles  para resolver.

TÍTULO SEXTO

DE LOS REGISTROS



Artículo 26.- La Comisión llevará los siguientes registros de carácter público:



1. Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales, que tendrá como objeto identificar los Centros habilitados para ejecutar las acciones de evaluación y de certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.



2. Registro Nacional de Evaluadores, que tendrá como objeto identificar a los evaluadores habilitados para ejecutar las acciones de evaluación de competencias laborales contempladas en esta ley. 



3. Registro Nacional de Unidades de Competencias Laborales, que tendrá por objeto informar a los usuarios sobre las unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión, y su relevancia para determinados sectores productivos, áreas ocupacionales y puestos de trabajo.



4. Registro Nacional de Certificaciones, que tendrá por objeto informar respecto de las certificaciones otorgadas por los Centros, y se construirá a partir de los reportes que emitirán dichos Centros, en conformidad a lo establecido en el reglamento.


La información contenida en los registros será puesta a disposición de las personas e instituciones usuarios del Sistema, especialmente de las instituciones educacionales, a fin de permitirles relacionar las competencias con los diferentes niveles educacionales, incorporarlas en el diseño de planes y programas de estudio y facilitar el reconocimiento de las competencias certificadas en los procesos formales de educación.

TÍTULO SÉPTIMO

DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PROCESOS DE EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE COMPETENCIAS LABORALES



Artículo 27.- El servicio de evaluación y certificación de competencias laborales establecido en la presente ley, podrá ser financiado mediante cualquiera de las siguientes alternativas:



a) A través de recursos propios de la persona que solicita el servicio;



b) Con recursos provenientes de la empresa en la que el trabajador se desempeña, los que podrán gozar de la franquicia tributaria señalada en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para aquellos beneficiarios que esta norma contempla;



c) Con recursos contemplados en el Fondo Nacional de Capacitación señalado en el artículo 44 de la ley N° 19.518, los que serán aplicados, preferentemente, a los trabajadores cesantes, y



d) A través de los respectivos presupuestos destinados a capacitación en las entidades pertenecientes al sector público.



Artículo 28.- Podrá disponerse de financiamiento público, sólo para los procesos de evaluación y certificación de competencias laborales cuando concurran las siguientes circunstancias:



a) Que se ejecuten por los Centros acreditados por la Comisión, y



b) Que se basen en los criterios, procedimientos, metodologías y unidades de competencias laborales validadas por la Comisión.



Artículo 29.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, determinará el monto de los gastos de las acciones de evaluación y certificación de competencias laborales que se podrán imputar a la franquicia tributaria que establece la ley N° 19.518.



Para efecto de lo anterior, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda deberá fijar anualmente un valor máximo a descontar por cada proceso de evaluación y certificación de competencias laborales efectuado, denominado valor proceso de evaluación y certificación de competencias laborales participante.



El monto autorizado a descontar no podrá exceder del gasto efectivamente realizado por la empresa.



En caso en que el trabajador concurriera al financiamiento de su proceso de evaluación y certificación de competencias laborales, el empleador podrá imputar a la franquicia sólo la parte correspondiente a su aporte.



Artículo 30.- Con todo, las empresas que utilicen la franquicia tributaria establecida en el primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518, para financiar el servicio de evaluación y certificación de competencias laborales de uno o más de sus trabajadores, deberán financiar directamente, sin derecho a descontar de la franquicia tributaria:



a) El 10% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales no superen las 10 unidades tributarias mensuales;



b) El 30% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 10 unidades tributarias mensuales y no superen las 25;



c) El 50% del costo del servicio de evaluación y de certificación de competencias laborales, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales excedan de las 25 unidades tributarias mensuales y no superen las 50, y



d) El 100% del costo del servicio de evaluación y de certificación, cuando éste fuere prestado a trabajadores cuyas remuneraciones individuales mensuales superen las 50 unidades tributarias mensuales.



Artículo 31.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo autorizará, conforme a los artículos 29 y 30 de la presente ley, el monto de los gastos en evaluación y certificación de competencias laborales que las empresas podrán descontar en conformidad al primer inciso del artículo 36 de la ley N° 19.518.



Sin perjuicio de lo anterior, las empresas sólo podrán imputar como costos directos los gastos en que incurran con ocasión del financiamiento del servicio de evaluación y certificación de competencias laborales contratado directamente con Centros con inscripción vigente en el Registro Nacional de Centros de Evaluación y Certificación de Competencias Laborales.



Artículo 32.- Los comités bipartitos de capacitación, además de las funciones que establece el artículo 13 de la ley N° 19.518, podrán acordar y evaluar programas de evaluación y certificación de competencias laborales.



Artículo 33.- Las acciones contempladas en las modalidades descritas en el tercer y quinto inciso del artículo 33 de la ley Nº 19.518, podrán ampliarse a acciones de evaluación y certificación de competencias laborales.



Artículo 34.- Los organismos técnicos intermedios para capacitación no servirán de nexo entre las empresas y los Centros.



Los remanentes de las cuentas de capacitación y de reparto, que los organismos técnicos intermedios para capacitación mantienen por cada empresa, que se produjeren al final del ejercicio no podrán ser usados para las actividades de evaluación y certificación de competencias laborales contempladas en esta ley.



Artículo 35.- El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá establecer con cargo al Fondo Nacional de Capacitación, acciones de evaluación y certificación de competencias laborales en las letras a), b), d) y e) del artículo 46 de la ley N° 19.518.



Además, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo podrá desarrollar con cargo al Fondo, programas tendientes a ejecutar acciones de evaluación y certificación de competencias laborales para beneficiarios de escasos recursos. Dichos programas deberán ser licitados y ejecutados por los Centros acreditados por la Comisión que crea la presente ley.



Artículo 36.- Para el financiamiento descrito en la letra b) del artículo 27 de la presente ley, se aplicará el Párrafo 4º “De la Capacitación y su Financiamiento” de la ley Nº 19.518, salvo los artículos 31; 32; el último inciso del artículo 33; 34; 35; los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 36; 37; 38; los incisos primero y cuarto del artículo 39, y el inciso segundo del 43.

TÍTULO OCTAVO

DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY Nº 19.518



Artículo 37.- Introdúcense en la ley Nº 19.518, las siguientes modificaciones:



1) Agrégase en el artículo 21 el siguiente inciso cuarto nuevo:



“Cuando los organismos técnicos de capacitación dejaren de cumplir con alguno de los requisitos señalados en este artículo, cesará su inscripción en el Registro Nacional, perdiendo su calidad de organismos capacitadores.”.



2) Modifícase el artículo 22 de la siguiente manera:



a) Elimínanse en la letra a), las palabras “o estén procesadas”, entre las expresiones “que hayan sido condenadas” y “por crimen o simple delito”; y las palabras “procesadas o” entre las expresiones “personas fallidas” y “condenadas por delitos”.



b) Agrégase en el segundo párrafo de la letra a) del artículo 22, a continuación del punto y coma (;) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:



“Asimismo, cesará la inhabilidad cuando se acredite el cumplimento de la pena;”.



c) Intercálase en la letra c) del artículo 22, el siguiente párrafo segundo:



“La inhabilidad a que se refiere esta letra regirá por el plazo de cinco años, contados desde la fecha de la resolución de cancelación de la inscripción del organismo técnico de capacitación del que hayan sido administradores, directivos o gerentes.”.



3) Agrégase, en el artículo 35, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser cuarto y quinto, respectivamente:



“Además, el Servicio llevará un Registro Especial de Cursos, en el que se inscribirán, previa autorización del Servicio, los cursos de capacitación basados en módulos de competencias laborales, que los organismos ofrezcan a las empresas, con cargo a la franquicia tributaria establecida en el artículo siguiente. Dichos cursos deberán construirse en base a las unidades de competencias laborales acreditadas de acuerdo a las normas que regulen el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, tendrán la misma vigencia de las unidades de competencias laborales sobre los cuales se construyeron, y no supondrá cobro por parte del Servicio.”.



4) Modifícase el artículo 77, de la siguiente manera:



a) Elimínanse las letras a) y e), pasando las actuales letras b), c) y d), a ser a), b) y c), respectivamente, y la actual letra f), a ser d).



b) Agrégase la siguiente letra e), nueva:



“e) Por la promoción de servicios, productos, bienes u otros, distintos de capacitación, asociados al uso de la franquicia tributaria establecida en el artículo 36, ya sea directamente o a través de piezas publicitarias escritas, radiales, de televisión, informáticas o de los mensajes utilizados directamente por personas encargadas por el organismo capacitador como fuerza de ventas.”.



c) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:



“Sin perjuicio de lo anterior, a las entidades que requieran de autorización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para operar como escuelas de conductores, se les cancelará su inscripción en el Registro Nacional consignado en el artículo 19 de esta ley, cuando la escuela de conductores haya sido cancelada del Registro del Ministerio de Transportes, como medida de sanción. Lo anterior será sin perjuicio de las facultades del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo para cancelar su inscripción en el Registro por las infracciones a las normas del Estatuto.”.

TÍTULO FINAL



Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que signifique esta ley, durante el año 2005, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Durante dicho año no regirán las limitaciones de financiamiento y destino de recursos dispuestos en la letra a) del artículo 10 de la presente ley.



Artículo 39.- Los reglamentos necesarios para la ejecución de esta ley serán dictados a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y deberán ser firmados además por el Ministro de Hacienda. Asimismo, estos reglamentos serán consultados con el Ministerio de Educación y el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes subsiguiente al de su publicación en el Diario Oficial.



Artículo segundo.- Los miembros de la Comisión señalados en el artículo 5°, letra d), serán designados de entre los sectores productivos participantes en los procesos de certificación de competencias laborales realizados hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos, y desarrollados a través de procedimientos acordados con los sectores productivos. Estos miembros durarán en sus cargos dos años.



Artículo tercero.- Las certificaciones de competencias laborales emitidas hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, en el marco de programas financiados total o parcialmente con recursos públicos provenientes de alguno de los Ministerios que forman parte de la Comisión o sus organismos dependientes, y desarrollados a través de procedimientos acordados por estos y el sector productivo respectivo, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia que los certificados que emitan los Centros a que se refiere esta ley. Para estos efectos, la Comisión deberá incorporarlos al Registro Nacional de Certificaciones a que alude el artículo 26, Nº 4, de la presente ley.



Asimismo, los estándares en las cuales se basaron las certificaciones señaladas en el inciso anterior, se respetarán, para todos los efectos legales, como unidades de competencias laborales acreditadas por la Comisión. Mantendrán esta calidad por un plazo de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”.

______________________________



El señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para agregar a la Cuenta el siguiente asunto:



Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la modificación al párrafo 4 de las Reglas de Financiación, anexas a los Estatutos de la Organización Mundial de Turismo, adoptada mediante resolución 422 (XIV), de 2001, en la Décima Cuarta Asamblea General de la Organización (Boletín Nº 3.896-10).



-- Queda para Tabla.



No habiendo oposición, queda incorporado a la Cuenta de la presente sesión.



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables señores Senadores mediante el cual se propone solicitar a Su Excelencia la señora Presidente de la República constituir nuevamente la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, y abrir un nuevo período de recepción de testimonios y evaluación de casos.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Alvear y señores Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Ominami y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 869-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO

Considerando:



1.- Que la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, llamada también Comisión Valech, fue creada por el decreto supremo Nº 1.040, de 2003 como un órgano asesor del Presidente de la República, teniendo por objeto determinar las personas que sufrieron privación de libertad y torturas por razones políticas, a través de actos de agentes del Estado o de personas a su servicio, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.



2.- Que la referida Comisión debía también proponer medidas de reparación al Presidente de la República para las víctimas que identificara, y elaborar un informe de toda esta labor.



3.- Que de conformidad con lo anterior, la Comisión recibió testimonios mediante entrevistas personales en todo el territorio de la República, durante un período de seis meses, y en más de 40 países del mundo, donde las personas entregaron sus vivencias por escrito.


4.- Que, al final de dicho proceso, fueron reconocidas como víctimas de prisión política y tortura 28.459 personas, las que corresponden a 34.690 detenciones. Del total de personas, 1.244 eran menores de 18 años, considerando incluso a 176 que eran menores de 13 años. Un primer informe, con los nombres de 27.255 víctimas, fue entregado al Presidente de la República en noviembre de 2004. En ese momento, el Presidente solicitó hacer una nueva revisión de los testimonios presentados a través de la dictación de un nuevo decreto supremo, el Nº 1.086 de 2004.



5.- Que luego de revisar todas las solicitudes de reconsideración, la referida Comisión presentó un Informe Complementario en mayo de 2005, por el cual se reconocieron otras 1.204 personas. Concluida de esta forma su labor, la Comisión se disolvió.



Gracias a este intenso trabajo, fue posible establecer una serie de medidas de reparación a las víctimas de prisión política y tortura reconocidas por la Comisión. Éstas incluyen una pensión de reparación, el acceso al Programa de Reparación y Atención Integral en Salud (PRAIS), continuidad de estudios, exención del servicio militar obligatorio para los hijos de las personas reconocidas como víctimas, el acceso a subsidios de vivienda, y la eliminación de anotaciones prontuariales en casos de condenas dictadas por tribunales militares por delitos establecidos en ciertas leyes.



6.- Que, para la gran mayoría de quienes prestaron testimonio, había transcurrido casi 30 años desde los lamentables hechos, pero el dolor, la humillación y el miedo ante las crueldades padecidas aún no se habían extinguido. Tampoco se había extinguido la angustia por haber presenciado el sufrimiento de personas cercanas o de otros seres sometidos, como ellos, a inhumanas torturas. Para muchos, la evocación de lo sucedido décadas atrás implicaba volver a exponerse al dolor y a la vergüenza. Por estas razones, para muchos fue muy difícil tomar la decisión de declarar ante la Comisión, y un número significativo de personas, por estas y otras razones, no lo hicieron, y


7.- Que a más de un año de que se pusiera término a la labor de la Comisión Valech, cientos de personas que también sufrieron prisión política y tortura, no han sido consideradas, por no haberse acreditado ante la citada Comisión su calidad de ex prisioneros políticos. Dichas personas, por justicia, merecen ser consideradas también en los beneficios que el Estado se comprometió a proveer.



El Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidente de la República constituir, nuevamente, la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, abriendo un nuevo período de recepción de testimonios y evaluación de casos, con el fin de determinar las personas que sufrieron privación de libertad y torturas por razones políticas, a través de actos de agentes del Estado o de personas a su servicio, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, y que no fue posible establecer esta calidad durante la vigencia de los decretos supremos Nº 1.040 de 2003 y Nº 1.086 de 2004, considerando también mecanismos que hagan más expedita la acreditación de estas detenciones.



Sometido a votación, el proyecto de acuerdo es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes. 



Funda su voto la Honorable Senadora señora Alvear. 



Posteriormente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Gómez.

_____________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS,

Secretario General del Senado.

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.253, SOBRE INDÍGENAS, CON LA FINALIDAD DE RECONOCER LA EXISTENCIA Y ATRIBUTOS DE LA ETNIA DIAGUITA Y LA CALIDAD DE INDÍGENA DIAGUITA

(3023-01)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en una moción de los Honorables Diputados señores Antonio Leal, Jaime Mulet y Alberto Robles y del ex Diputado señor Carlos Vilches.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa en informe tiene por objeto incorporar en el artículo 1º de la ley Nº 19.253, sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, las palabras “y Diaguita”, de modo que a esa etnia se le aplique la normativa acordada para las etnias originarias.

II. CUESTIÓN PREVIA


En atención a que la iniciativa que informamos está conformada por un artículo único, esta Comisión propone, de conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, que sea discutida en general y en particular a la vez.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


- Ley Nº 19.253, que establece normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

3.2. De Hecho


La moción con que los Honorables Diputados señores Antonio Leal, Jaime Mulet y Alberto Robles y el ex Diputado señor Carlos Vilches iniciaron este proyecto de ley, está estructurada en cinco considerandos que justifican la inclusión de la etnia diaguita en la ley sobre protección de los pueblos indígenas.


El primer considerando recuerda que en la Región de Atacama se han levantado diversas iniciativas cuyo objeto es la recuperación, promoción y fomento del patrimonio cultural diaguita, impulsadas por hombres y mujeres que se sienten descendientes de una etnia, la diaguita, que sigue viva cultural y antropológicamente.


En el segundo considerando, los autores de la moción explican que la denominación que distingue esta etnia fue planteada por el destacado antropólogo Ricardo Latcham, quien en una primera fase los ubica como habitantes del Valle de Copiapó hasta el Valle Aconcagua, de origen transandino, llegados a fines del siglo VII DC de fuerte presencia en Argentina, que los reconoce como pueblo nación.


Agregan que según la historia colonial, hacia el año 1535 su población alcanzaba aproximadamente a 25.000 personas, cifra que se fue reduciendo merced del mestizaje, la esclavización, las muertes en combate, pestes y enfermedades contraídas como consecuencia de su relación con el español. A fines del siglo XVI se estima que sobrevivían sólo 1200 diaguitas puros, lo que ha permitido a algunos especialistas afirmar que ha desaparecido su cultura, lengua, costumbres, religión y, en general, su cosmovisión.


Expresan, enseguida, que la aserción anterior queda desmentida por un sentimiento profundo de identidad y pertenencia a la etnia que exhiben habitantes de Atacama, que se autodefinen como diaguitas y que, en comunidad, procuran revivir sus tradiciones y su lengua originaria.


En el tercer considerando, la moción se refiere a las normas legales involucradas en este asunto.


Al efecto, recuerda que la ley sobre protección, fomento y desarrollo de los pueblos indígenas (Ley Nº 19.253) reconoce que los indígenas son habitantes de nuestro territorio desde tiempos precolombinos con manifestaciones étnicas y culturales propias, concepto en el cual han de incluirse a los diaguitas, pues esta etnia contiene todos los elementos del ser indígena, con el solo reparo de su pureza genética, cuestión que también ha de relativizarse por la noción cultural del modelo nacional de reconocimiento y calificación de los pueblos originarios.


Advierten que esta moción no persigue el propósito de reescribir la historia sino el de dar una posibilidad cierta para que una cultura se desarrolle.


En el cuarto considerando afirman que la calificación de indígena requiere de señales de identidad, que en una de las opciones de la Ley sobre Protección de los Pueblos Indígenas se expresan en la manifestación habitual de rasgos culturales de una etnia, como son las formas de vida, costumbres o religión, y en la autoidentificación de indígena; es decir, de reconocer el sentido de pertenencia o identidad como elemento esencial y definitorio.


Finalmente, en el quinto considerando recuerdan los autores de la moción que entre las funciones del Estado está la de orientar su acción al pleno desarrollo de la persona humana, finalidad que no se lograría si no se reconoce lo que existe en sus rasgos esenciales y primarios: una cultura, una lengua, y sobre todo, el deseo de ser reconocidos como chilenos de una noble etnia originaria.

- - -

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe está estructurado en un artículo único mediante el cual se agrega en el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.523, las palabras “y Diaguita”, a continuación de la expresión “Collas”, y se readecúa la puntuación y los conectivos de la frase en que quedan comprendidas estas palabras.


(El artículo 1º de la ley Nº 19.253 declara que el Estado reconoce que los indígenas chilenos son los descendientes de las agrupaciones existentes en el territorio desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias. Su inciso segundo menciona las principales etnias indígenas: mapuche, aymara, rapa nui, atacameños, quechuas, collas, alacalufes y yaganes).

V. IDEA DE LEGISLAR Y ACUERDO DE LA COMISIÓN


En sesión de 5 de julio de 2006, la Comisión se impuso del contenido de este proyecto de ley y de los antecedentes que lo respaldan, especialmente el de los contenidos de la moción que le dio origen.


La Comisión concordó con los fundamentos traídos a la vista, particularmente con los que dan cuenta de la presencia diaguita desde el valle de Copiapó hacia el sur, que registra larga data, así como el dinamismo con que se manifiesta esta etnia en sus expresiones de cultura, lengua, costumbres y religión, planteamiento que se consideró con mérito suficiente para prestar su aprobación a esta iniciativa, lo que se hizo con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez.

- - -


En consecuencia, y habida consideración de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación de este proyecto de ley, en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.253 sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, reemplazando por una coma (,) la conjunción “y” que antecede al vocablo  "Collas", la expresión "y Diaguita".”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el 5 de julio de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Jaime Orpis Bouchon (señor Larraín).


Sala de la Comisión, a 10 de julio de 2006.

(Fdo.):MARIO TAPIA GUERRERO,

Secretario de la Comisión.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CONCEDE UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS MUNICIPALES QUE INDICA

(4064-05)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en un mensaje, que concede una bonificación especial por retiro voluntario a los funcionarios municipales que cumplan con los requisitos que el mismo proyecto indica.


Se deja expresa constancia que esta iniciativa legal se discutió sólo en general, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Otorgar una bonificación especial para los funcionarios que cesen en sus funciones por renuncia voluntaria, dentro de determinado plazo, o que obtengan jubilación, pensión o renta vitalicia en algún régimen previsional con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria, de modo que los funcionarios que puedan jubilar por edad (60 años las mujeres y 65, los hombres) lo hagan en mejores condiciones que las actuales.

II. CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que el artículo 2º del proyecto, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional pues entrega una atribución para las autoridades municipales, alcalde y concejo, que requiere de norma legal de esa jerarquía.

III. MAYOR GASTO


Hacemos presente, además, que de conformidad con el informe financiero acompañado, el mayor gasto que irrogue el pago de la bonificación que reconoce el proyecto será de cargo municipal y, en consecuencia, no representa gasto fiscal.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales. Su artículo 144, en las letras a) y b), establece como causal de cesación del cargo, respectivamente, la renuncia y la obtención de jubilación, pensión o renta vitalicia en algún régimen provisional.


2. Leyes Nºs. 18.294 y 18.382, cuyos artículos 1º y 67, respectivamente, disponen que los municipios no pueden exceder del 35% del rendimiento estimado de determinados ingresos señalados en la Ley de Rentas Municipales, para sus gastos anuales en personal. Además, en las comunas de la Región Metropolitana con una población superior a 15.000 habitantes la relación máxima de personal es de dos funcionarios por cada mil habitantes.


3. Leyes Nºs. 19.529 y 19.731, que también establecieron beneficios económicos para el retiro de funcionarios municipales.

4.2. De Hecho


El mensaje con que el Ejecutivo envió a trámite legislativo este proyecto de ley -16 de diciembre de 2005- expresa que la modernización municipal, en un marco de diálogo con la autoridad edilicia y el estamento de funcionarios municipales, es un objetivo principal del Gobierno en el actual período presidencial (El período del ex Presidente, señor Ricardo Lagos, 2000 - 2006).


Expresión de lo anterior, agrega, es la nueva normativa en materia de rentas municipales y otras iniciativas que se han sometido a tramitación legislativa, que perfeccionan el Fondo Común Municipal o regulan las atribuciones que la reforma constitucional entregó a los municipios en materia de creación de empleos y fijación de remuneraciones.


Señala, a continuación, que la modernización de la gestión municipal requiere renovar las estructuras de personal, pero esta aspiración no puede significar el abandono de funcionarios que han dedicado su vida al servicio público, sino que de contrario, se han hecho acreedores de un merecido descanso.


Expresión de lo anterior fueron las leyes Nºs. 19.524 y 19.731, que otorgaron beneficios económicos a los empleados municipales que obtuvieran pensión o jubilación. Sin embargo, durante la vigencia de esas leyes, por diversos motivos, un número considerable de funcionarios no accedió a los beneficios mencionados.


La última circunstancia anotada, manifiesta el mensaje, justifica la presentación de esta iniciativa, que propone una bonificación por retiro voluntario para los empleados que a la publicación de esta ley acrediten tener más de sesenta años de edad, si son mujeres, y más de sesenta y cinco, si son hombres, previa cesación de sus cargos por renuncia voluntaria, opción que ha de ejercerse dentro de un plazo de doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley. El mismo beneficio -que será de cargo municipal- se extiende a los empleados municipales que a la fecha de publicación de esta ley y dentro de los doce meses siguientes, cumplan sesenta años (mujeres) o sesenta y cinco (hombres) y cesen en sus cargos por aceptación de renuncia dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de esas edades.


El mensaje también considera como beneficiarios de este bono a los funcionarios que con posterioridad a su renuncia voluntaria, obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en algún régimen provisional, caso en el cual la fecha de término de sus servicios coincidirá con la fecha de la correspondiente jubilación, pensión o renta, si esta fuere anterior a la fecha establecida en la renuncia voluntaria.


Finalmente, el mensaje expresa que las normas de este proyecto de ley fueron redactadas oyendo previamente a la Corporación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH) y a la Asociación Chilena de Municipalidades.

V. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados está estructurado con cinco artículos permanentes.


El artículo 1º establece una bonificación por retiro voluntario para los siguientes funcionarios municipales:


a) Los que a la fecha de publicación de esta ley tengan sesenta años, en el caso de las mujeres, y sesenta y cinco, en el de los hombres, que dentro de los doce meses siguientes al primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley, cesen en sus cargos por renuncia voluntaria. (Inciso primero).


b) Los funcionarios que se estén desempeñando actualmente como tales y que entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2007, cumplan sesenta años (mujeres) o sesenta y cinco años (hombres), que cesen en sus cargos por renuncia voluntaria, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de esas edades. (Inciso segundo).


c) Los que cumplan con los requisitos consignados en las letras precedentes, que con posterioridad a su renuncia voluntaria obtengan jubilación, pensión o renta vitalicia en algún régimen previsional. Estos cesarán en funciones en la fecha de la obtención de la jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en la renuncia. (Inciso tercero).


El artículo 2º establece el monto de la bonificación, el cual equivaldrá a un mes de remuneraciones por año de servicios o fracción superior a seis meses, con un tope de seis meses (inciso primero).


El inciso segundo estatuye que con acuerdo del concejo el alcalde podrá otorgar a los beneficiarios una bonificación complementaria, que en conjunto con la primera no sobrepasará los años de servicios prestados al municipio ni será superior a once meses. También prohíbe las bonificaciones complementarias discriminatorias que excluyan a algunos funcionarios y beneficien a otros.


Enseguida, prevé que para el cálculo de la bonificación servirá de base el promedio de las doce últimas remuneraciones anteriores al cese de funciones, actualizadas según el índice de precios al consumidor.


Finalmente, preceptúa que estas bonificaciones no serán imponibles ni constituirán renta. Se financiarán con recursos municipales.


El artículo 3º autoriza el pago de la bonificación, inmediatamente después del cese de funciones, en el caso de que ésta se haya producido por aceptación de renuncia o por obtención de jubilación, pensión o renta vitalicia en algún régimen provisional.


En un inciso segundo prohíbe a los beneficiarios de las bonificaciones establecidas en el artículo 2º reintegrarse al mismo municipio (nombrados, a contrata o a honorarios) durante los cinco años siguientes contados desde el cese de sus funciones (término de la relación laboral), a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido expresado en unidades de fomento más el interés corriente.


El artículo 4º previene que los municipios excedidos en la restricción de gasto máximo en personal dispuesta en los artículos 1º de la ley Nº 18.298 y 67 de la ley Nº 18.382 (ambos preceptos establecen para los municipios un gasto máximo anual en personal que no puede exceder del 35% del rendimiento estimado para cada uno de determinados ingresos dispuestos por la Ley de Rentas Municipales: arrendamientos o concesiones de bienes municipales, derechos de aseo, extracción de residuos domiciliarios, permisos de circulación, patentes municipales, aporte fiscal al Fondo Común Municipal y otras rentas varias. Además, las comunas de la Región Metropolitana con población superior a 15.000 habitantes no podrán exceder, cada una, de la relación de dos funcionarios por cada mil habitantes), y las que se excedan en virtud de esta ley, no quedan obligadas por esas restricciones en razón del pago del bono dispuesto en el inciso tercero del artículo 1º (los funcionarios que obtengan jubilación, pensión o renta vitalicia después de la comunicación de su renuncia voluntaria), pero se les prohíbe aumentar sus márgenes de exceso.


Finalmente, el artículo 5º del proyecto dispone que el gasto que signifique el pago de esta bonificación será de cargo municipal.

VI. IDEA DE LEGISLAR Y ACUERDO


En sesión de 5 de julio de 2006, la Comisión se impuso del contenido de este proyecto de ley y de los antecedentes que le dieron origen, deteniéndose en un aspecto que consideró decisorio para adoptar su resolución, cual es la idea de que la modernización municipal requiere de cierta renovación de las estructuras de personal, pero, al mismo tiempo, no puede significar el abandono de funcionarios que han dedicado su vida al servicio público y que, por lo mismo, merecen un descanso que reconozca su trayectoria.


Habida consideración de lo expuesto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis y Pérez, prestó su aprobación en general a este proyecto de ley. 

- - -


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala se apruebe la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados. Su texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que a la fecha de publicación de la presente ley tengan 60 o más años de edad si son mujeres o 65 o más años de edad si son hombres, y que dentro de los doce meses contados desde el primer día del mes siguiente al de la publicación de esta misma ley, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal.


Asimismo, tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario, los funcionarios municipales que se encuentren en funciones a la fecha de publicación de la presente ley y que entre dicha data y el 31 de diciembre del año 2007, cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, siempre que cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria, en relación con el respectivo cargo municipal, dentro de los doce meses siguientes al cumplimiento de dichas edades.


Con todo, el funcionario municipal que cumpla con los requisitos señalados en los incisos primero o segundo, y que con posterioridad a la comunicación de su renuncia voluntaria obtenga jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional, mantendrá el derecho a la bonificación establecida en esta ley, pero cesará en funciones en la fecha de obtención de dicha jubilación, pensión o renta vitalicia, siempre que aquella fuere anterior a la fecha establecida en su renuncia voluntaria al cargo municipal. 


Artículo 2°.- La bonificación por retiro voluntario será el equivalente a un mes de remuneración por cada año de servicio o fracción superior a seis meses prestados por el funcionario en la administración municipal, con un máximo de seis meses.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Alcalde, previo acuerdo del Concejo Municipal, podrá otorgar a los funcionarios beneficiarios de la bonificación a que se refiere el inciso precedente, en las condiciones y dentro del período señalado, una bonificación por retiro complementaria, la que en conjunto con la establecida en el inciso anterior, no podrá sobrepasar los años de servicios prestados en la administración municipal, ni ser superior a once meses de bonificación. El Alcalde y el Concejo no podrán acordar bonificaciones por retiro complementarias para algunos funcionarios, excluyendo a otros.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de las bonificaciones será el promedio de las remuneraciones mensuales de los últimos 12 meses inmediatamente anteriores al cese de funciones del funcionario, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


Las bonificaciones establecidas en los incisos precedentes no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal y serán de cargo municipal.


Artículo 3°.- El pago de las bonificaciones procederá inmediatamente después del cese de funciones del funcionario municipal, sea por aplicación de la causal prevista en la letra a) o en la letra b) del artículo 144 de la ley N° 18.883, según corresponda.


Los funcionarios municipales que cesen en sus funciones por las causales señaladas en el inciso anterior y que perciban la bonificación por retiro voluntario del artículo anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o a honorarios, en la misma municipalidad, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo 4°.- Las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan en virtud de la presente ley, no estarán obligadas a ajustarse a dicha restricción en razón del gasto que irrogue el pago del beneficio establecido en el inciso tercero del artículo 1° de esta ley, pero no podrán aumentar los márgenes de excesos.


Artículo 5°.- El mayor gasto que irrogue el pago de las bonificaciones a que se refiere esta ley será de cargo municipal.”.

- - -


Acordado en sesión de 5 de julio del año 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Jaime Orpis Bouchon (señor Larraín).


Sala de la Comisión, a 10 de julio de 2006.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y GAZMURI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DEL TEATRO

(4337-06)

Honorable Senado:

Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 10º y 25º y 63º numeral 5) de la Constitución Política de la República.

Considerando:

1.-
Que las artes son manifestaciones culturales que el Estado debe contribuir a preservar, promover, difundir y proteger, con el objeto que puedan ser conocidas y apreciadas por todos los chilenos.

2.-
Que nuestro país se ha caracterizado por la riqueza de su creación artística, existiendo en todas las disciplinas un sinnúmero de destacados creadores y cultores.

3.-
Que la cultura y las artes son parte del desarrollo integral del país. Ello ha quedado refrendado, entre nosotros, con la dictación de la ley 19.891 que creó una institucionalidad cultural y unificó los diversos fondos estatales tendientes a su fomento.

4.-
Que, asimismo, valores asociados a éstas se difunden y fortalecen recordando a los más grandes creadores; aquellos hombres y mujeres que han entregado su vida a estas labores y cuyo recuerdo permanece imperecedero ante sus pares y la ciudadanía.

5.-
Que ese es el caso de Don Andrés Lorenzo Pérez Araya, actor y director de teatro chileno, fallecido el 3 de enero del año 2002.

Andrés Pérez Araya, nace en Punta  Arenas, el 11 de Mayo de 1951, siendo el quinto de siete hermanos. Posteriormente, su familia se traslada al norte, al puerto de Tocopilla. Andrés tras una breve estadía en el Seminario de La Serena, viaja a Tocopilla para reunirse con su familia y  continuar sus estudios secundarios, en el Liceo Domingo Latrille, donde es elegido Presidente del Centro de Alumnos;  también aquí crea su primer laboratorio teatral el “ATELIT” contando el apoyo y la colaboración de sus compañeros y profesores.

El año 1971 viaja a Santiago para continuar estudios superiores y luego de largas cavilaciones opta por estudiar teatro;  se incorpora al Departamento de Arte de la Representación, Facultad de Artes Escénicas en la Universidad de Chile; paralelamente, estudia danza como alumno especial en la Escuelas de Danza en la misma Facultad, iniciando así su investigación como actor, director, dramaturgo y coreógrafo.

El año 1972 se casa con la bailarina y actriz, Rosa Ramírez Ríos, con quién tiene su único hijo, Andrés Ernesto.

Fue asistente de dirección del director Fernando González en la Compañía de Teatro Itinerante. Luego, producto de su inquietud y resistencia al gobierno de la época crea, junto a otros artistas, el Teatro Urbano Contemporáneo, “Teuco”, compañía de teatro callejero que compartió belleza, poesía  y reflexión con los transeúntes que son sorprendidos por esta forma de hacer teatro.

Son estas cualidades que motivan a la señora Claire Dulamel, Encargada de Cultura de la Embajada Francesa en Chile, a gestionarle una beca a dicho país para posibilitarle el conocer la realidad teatral gala y europea. En Paris, se incorpora como observador a la compañía “Theatre du Soleil”, dirigido por la maestra Arianne Mnouchkinne. Por su carácter curioso y su natural talento, luego de unos meses, es contratado en esta prestigiosa compañía con la que realiza giras por Europa, Medio Oriente y Asia. Trabaja en los montajes: "Enrique IV” y “Ricardo II", “La historia terrible pero inacabada de Norodom Sihanouk, Rey de Camboya”, y “La Indiana o la India de nuestros sueños”, la prensa europea no escatima elogios para este actor chileno que vibra con cada uno de sus personajes y es así como Pérez se familiariza con esta compañía que hace del quehacer teatral una instancia de gran belleza y contenido, profundizando en las grandes contradicciones del hombre. 

Luego de 6 años de trabajo intenso en “Theatre du Soleil”, donde cuenta con el respeto de su maestra, regresa a Chile para compartir sus conocimientos y su experiencia, con su país, con sus amigos actores con quienes funda su compañía “Gran Circo Teatro”. Estrena “La Negra Ester”, probablemente la obra más vista en la historia de la dramaturgia nacional. A dicho montaje le siguen “Época 70; Allende”, “Ricardo II”, “Noche de Reyes”, “Popul Vuh”, “El Desquite”, “La Consagración de la Pobreza”, “Sueño de una noche de verano”, “La Pérgola de las Flores”, “Madame de Sade”, “Nemesio Pelao ¿qué es lo que te ha pasao?”, “La Orestíada”, “Voces en el Barro”, “Visitando al Principito” y “La Huída”.

Andrés con cada una de las propuestas teatrales, revoluciono y otorgo vitalidad al teatro chileno. Sus obras nos hablan de grandes temas, nos muestra la nobleza y miseria de personajes, independiente de su condición social. Recupera lo popular a través de la búsqueda de la belleza, desarrolla un imaginario desbordante; se nutre de la realidad para trasformarla en poesía. Es un alquimista del teatro. Hizo de éste, su bandera de lucha. Llevar teatro a los sectores desprotegidos era una urgencia, por eso no es sorprendente que muchos chilenos lo recuerden como “el señor que trajo la negra Ester” o “el caballero que trajo la opera del Municipal”. No olvidemos que Pérez fue regisseur de dos pequeñas operas en el Teatro Municipal, las que llevó a diversas comunas de Santiago. También dirigió obras en Bremen, en Cuba; realizo talleres y dio conferencias en Londres, Hannover, Berlín, Quito, La Habana, Córdoba, Buenos Aires. Por todo esto cuenta con el reconocimiento tanto en Chile como en el extranjero donde se le estudia por su visión revolucionaria del teatro.

Andrés Pérez Araya murió el 3 de Enero de 2002 en medio de una gran conmoción nacional y del duelo de sus amigos y compañeros de arte.

Algunos de ellos han querido testimoniar la obra de este notable creador recordando su natalicio, el 11 de Mayo de cada año, como el Día Nacional del Teatro, fecha que vendrá a sumarse a la conmemoración del Día Mundial del Teatro, instaurado por la UNESCO en 1961 y que tiene lugar cada 27 de Marzo.

Es así como recientemente en Magallanes se ha promovido una recolección de firmas con este objetivo, al tiempo que se ha denominado una calle de la ciudad con el nombre de este ilustre creador. En la ciudad de Tocopilla, en tanto, el Teatro Municipal lleva su nombre.

Cada 11 de Mayo se realizan Carnavales Teatrales en las ciudades de Concepción, promovido por los estudiantes universitarios; en Valparaíso, promovido por las escuelas de teatro de las distintas universidades del puerto, en Punta Arenas impulsados por la agrupación Acción Kultural y en Santiago, por la compañía Gran Circo Teatro, por Compañías de Teatro Independientes, donde se suman actores, artistas y publico que ve en este acto una bella manera de agradecerle su creatividad, su amor al teatro y su coherencia.    

Estoy cierto que una iniciativa de este tipo difícilmente generará unanimidad, más aún tratándose de un innovador como Pérez. Probablemente, muchos otros podrían ser merecedores de un reconocimiento de esta naturaleza. 

Sin embargo, como legislador por Magallanes, tierra natal de Andrés Pérez, me atrevo a proponer esta fecha, la que dejo a consideración de sus colegas y de este Congreso Nacional en el convencimiento de que por encima de pequeñas diferencias el teatro chileno se merece disponer de una fecha en la que se testimonie su aporte al país y a su cultura.

Por lo anterior, el Senador que suscribe, viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: “Institúyase, en todo el territorio nacional, el 11 de mayo de cada año, como el Día Nacional del Teatro.”

(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,



Camilo Escalona Medina,

Senador.





Senador.

Jaime Gazmuri Mujica,


Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES COLOMA Y PÉREZ VARELA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, RESPECTO A LA SUPERFICIE MÍNIMA EDIFICADA PARA LAS VIVIENDAS ECONÓMICAS

(4338-14)

Honorable Senado:

El derecho a una vivienda digna es considerado en la actualidad un derecho humano fundamental, es decir, uno de aquellos atributos esenciales para la subsistencia y desarrollo de las personas. Así lo consagran instrumentos internacionales básicos en materia de derechos humanos, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

En este sentido, Chile asistió a la segunda conferencia sobre vivienda y asentamientos, llamada Habitat II, realizada en Estambul en 1996 y organizada por Naciones Unidas, en la cual se reconoció el derecho a la vivienda como un derecho fundamental.


Una vivienda que no cumpla con ciertas condiciones mínimas de calidad y tamaño, atenta contra la salud física y psíquica de quienes las habitan. Por lo tanto, es deber ineludible del Estado garantizar, en la medida de los recursos disponibles, el ejercicio de este derecho, permitiendo a todas las personas por igual, el acceso a una morada con los elementos básicos para el sustento de la vida.


Por lo tanto, la entrega de viviendas sin esas condiciones esenciales, ya sea por su mala calidad de construcción o por su tamaño incompatible con las necesidades más elementales de las personas de que hemos sido testigos no sólo en las últimas semanas, sino incluso desde los albores mismos de la política de vivienda implementada por los gobiernos democráticos desde 1990, constituye una verdadera violación al derecho a una vivienda digna y, con ello, al derecho a una vida digna.


La Habitat International Coalition (HIC), una red de organizaciones no gubernamentales que trabaja junto a Naciones Unidas en el desarrollo de la vivienda a nivel mundial, plantea catorce elementos constitutivos del derecho humano a la vivienda.


Estos elementos son: seguridad en la tenencia, bienes y servicios básicos, accesibilidad económica, habitabilidad, accesibilidad física, ubicación, tradiciones culturales, libertad frente a posibles desalojos, información, capacitación, participación y libertad de expresión, realojamiento, ambiente saludable, seguridad y privacidad.


Tratando de dar cumplimiento a estos objetivos y frente a la precariedad de la vivienda que enfrentan los chilenos más desposeídos, incluso aquellos beneficiados por programas gubernamentales, es que vengo en presentar a la consideración de este honorable Senado el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- En el inciso primero del artículo 162 del Decreto con Fuerza de Ley Nº458, Ley General de Urbanismo y construcciones, agrégase la siguiente oración final a continuación del punto a parte, que pasa a ser punto seguido: “Las viviendas económicas no podrán tener una superficie edificada útil inferior a cincuenta metros cuadrados”. 

(Fdo.):Juan Antonio Coloma Correa,




Víctor Pérez Varela,



Senador.







Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES  PROKURICA, ROMERO, ESPINA, HORVATH Y ORPIS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE EJERCICIO DE FUNCIONES QUE CORRESPONDEN A GOBERNADORES EN PROVINCIAS QUE SEAN ASIENTO DE CAPITAL REGIONAL

(4339-07)

Honorable Senado:

Fundamentos

De conformidad a lo establecido en el artículo 110º de la Constitución Política de la República, y siguiendo la división político territorial dispuesta en 1974 por el Decreto Ley Nº 575, del Ministerio del Interior, modificado en 1990, para el gobierno y administración interior del Estado, el territorio de la República se divide en regiones y éstas en provincias. Agrega la norma, que para efectos de la administración local, las provincias se dividen en comunas.

Así, el mismo texto constitucional se refiere luego específicamente al Gobierno y Administración provincial, estableciendo en su artículo 116º que en cada provincia existirá una gobernación, que será un órgano territorialmente desconcentrado del intendente. A cargo de cada gobernación provincial se encuentra un gobernador, quien es nombrado y removido libremente por el Presidente de la República, y a quien corresponde ejercer, de acuerdo a las instrucciones del intendente, la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia, además de las que le delegue el intendente y las que le asigne la ley.

Es la Ley Nº 19.175, Orgánica Constitución sobre Gobierno y Administración Regional la que establece las atribuciones de los gobernadores. En efecto, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4º, el gobernador tiene todas las atribuciones que el intendente le delegue y, además, las siguientes:

a) Ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes.

b) Aplicar en la provincia las disposiciones legales sobre extranjería.

c) Autorizar reuniones en plazas, calles y demás lugares de uso público, en conformidad con las normas vigentes.

d) Requerir el auxilio de la fuerza pública en el territorio de su jurisdicción, en conformidad a la ley.

e) Adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y enfrentar situaciones de emergencia o catástrofe.

f) Disponer o autorizar el izamiento del pabellón patrio en el territorio de su jurisdicción y permitir el uso de pabellones extranjeros, en los casos que autorice la ley.

g) Autorizar la circulación de los vehículos de los servicios públicos creados por ley fuera de los días y horas de trabajo, para el cumplimiento de la función administrativa, así como la excepción de uso de disco fiscal, en conformidad con las normas vigentes.

h) Ejercer la vigilancia de los bienes del Estado, especialmente de los nacionales de uso público. En uso de esta facultad, el gobernador velará por el respeto al uso a que están destinados, impedirá su ocupación ilegal o todo empleo ilegítimo que entrabe su uso común y exigirá administrativamente su restitución cuando proceda.

i) Dictar las resoluciones e instrucciones que estime necesarias para el ejercicio de sus atribuciones propias o delegadas.

j) Cumplir las demás funciones y ejercer las atribuciones que las leyes y reglamentos le asigne.

De dichas facultades, las tres más relevantes son compartidas con el Intendente, en términos de que también son atribuciones de éste según lo dispone el artículo  2º del mismo texto legal en comento, estas son:

· Ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes.

· Aplicar en la provincia las disposiciones legales sobre extranjería.

· Requerir el auxilio de la fuerza pública en el territorio de su jurisdicción, en conformidad a la ley.

Por su parte, el artículo 9º de la citada Ley Nº 19.175, dispone que los intendentes y gobernadores ejercen sus funciones en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan ejercerlas, transitoriamente, en otras localidades de sus territorios jurisdiccionales, de modo que en la práctica ocurre que –salvo el caso de la IV región en que la capital provincial no corresponde a la capital regional, aunque Coquimbo está muy próxima a La Serena-, coinciden en la misma ciudad la Intendencia y la respectiva Gobernación, produciéndose una superposición de funciones.

En tales casos, creemos que todas las funciones específicas que ejerce un gobernador podrían ser asumidas directamente por el Intendente de la Región, respecto de la provincia que es asiento de la capital regional, despejando el traslape de funciones y liberando recursos e infraestructura pública que podría ser utilizada de manera más eficiente en la respectiva región.

En mérito de todo lo anteriormente expuesto, es que proponemos el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo único.- Modifícase el artículo 116º de la Constitución Política de la República en la forma que se indica:
1) Agrégase AL inciso primero, a continuación de la expresión  “En cada provincia” la siguiente oración nueva, entre comas (,) “que no sea asiento de capital regional”.

2) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando a ser el actual inciso tercero, inciso cuarto.

“En las provincias que sean asiento de la capital regional, las funciones que corresponda ejercer a los gobernadores serán ejercidas directamente por el Intendente respectivo.”.

(Fdo.):Sergio Romero Pizarro,



Baldo Prokurica Prokurica,

Senador.






Senador.

Alberto Espina Otero,




Antonio Horvath Kiss,


Senador.






Senador.

Jaime Orpis Bouchon,


Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL EXPRESAN SU PREOCUPACIÓN POR LOS HECHOS DE VIOLENCIA QUE AFECTAN A CIUDADANOS ISRAELÍES Y PALESTINOS, Y PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, EN SUS PRONUNCIAMIENTOS, CONTRIBUYA A LA PAZ ENTRE DICHOS PUEBLOS

(S 878-12)

Honorable Senado:

1.- Que la situación actual en el Oriente Medio es de preocupación mundial, particularmente los lamentables sucesos ocurridos en la Franja de Gaza en las últimas semanas.

2.- Que ante esos hechos hemos expresado desde todos  los sectores, nuestra sentida preocupación por la espiral de violencia que se viene sucediendo en esta región y se han hecho llamados a las partes involucradas a asegurar la vida y la libertad de la población, lamentando la muerte de civiles inocentes y manifestando nuestra preocupación por las acciones de destrucción que se han desencadenado entre ambas partes.

3.- Reiteramos la permanente preocupación del Senado de Chile frente al conflicto del Medio Oriente, que encuentra su fundamento esencial en el apego irrestricto a las normas y principios del Derecho Internacional, particularmente aquellos  relativos a la solución pacífica de las controversias; a la condena del uso o amenaza de la fuerza; y el cabal cumplimiento de las resoluciones de la ONU y de sus órganos dependientes.

4.- Que Chile,  como país que promueve el respeto a los Derechos Humanos en todo el mundo,  se preocupa de la situación de los civiles en las distintas  zonas de conflicto.

5.- Que Chile, como signatario de los Convenios de Ginebra, y particularmente de la IV Convención de 1949, referente al trato de civiles en tiempos de guerra,  no se puede mantener al margen de los actuales sucesos, especialmente preocupados por las graves consecuencias humanitarias que esta situación pueda traer para el futuro de la región.

El Senado de la República acuerda:

1.- Condenar toda acción que produzca terror en la población civil Palestina o Israelí, independiente de quien la produzca.

2.- Rechazar el secuestro del Cabo Gilad Shalit, como así mismo de otros dos soldados recientemente secuestrados  en el Líbano  y demandar su inmediata libertad por  parte de sus captores y exigir el respeto a sus integridades.

3.- Rechazar la detención de Parlamentarios y  Ministros Palestinos, hecho que impide el normal desenvolvimiento  del Gobierno Palestino, por lo que demandamos su inmediata libertad.

4.- Solicitar al Gobierno de Chile,  como signatario de la IV Convención de Ginebra,  condenar las consecuencias directas sufridas por la población en ambos sectores de la confrontación.

5.- Solicitar al Gobierno participar en todas las iniciativas políticas multilaterales que permitan una salida pacífica al conflicto.

6.- Manifestar, como Senado de la República nuestra plena adhesión al principio de que el Derecho Internacional y la Organización de las Naciones Unidas, son los únicos medios válidos para la solución de conflictos a escala internacional.

7.- Reiterar la posición del Gobierno de Chile, expresando el derecho a la existencia del Estado Palestino y la necesidad de que el Estado de Israel sea igualmente reconocido para que viva en fronteras pacíficas.

8.- Hacer llegar a la Cancillería y a los Embajadores de Palestina e Israel en Chile, nuestra preocupación por la  actual situación que se vive en la Franja de Gaza.

(Fdo.):Sergio Romero Pizarro,




Jovino Novoa Vásquez,



Senador.






Senador.

Juan Antonio Coloma Correa,




Hernán Larraín Fernández,


Senador.









Senador.

Roberto Muñoz Barra,






Evelyn Matthei Fornet,


Senador.








Senador.

Mariano Ruiz-Esquide Jara,





Guido Girardi Lavín,


Senador.








Senador.

Guillermo Vásquez Úbeda,





Soledad Alvear Valenzuela,


Senador.








Senador.

Baldo Prokurica Prokurica,





Jorge Pizarro Soto,


Senador.








Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE INCORPORE EL FACTOR REGIONAL EN LA DETERMINACIÓN DE PATOLOGÍAS A GARANTIZAR POR MEDIO DE LAS GARANTÍAS EXPLÍCITAS DE SALUD

(S 879-12)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS: 

1. La Ley 19.933 creó el Régimen General de Garantías en Salud (RGGS), definido como un instrumento de regulación sanitaria, elaborado por el MINSAL, que establece las enfermedades o condiciones de salud y sus prestaciones asociadas de carácter promocional, preventivo, curativo, de rehabilitación o paliativo que FONASA debe cubrir a sus beneficiarios. 

2. Dentro del RGGS se establecieron las Garantías Explicitas en Salud (GES), la materialización del Plan AUGE. Las GES son conjunto de programas, enfermedades o condiciones de salud dotadas de garantías explícitas, que aseguran cuatro aspectos: acceso, calidad, protección financiera y oportunidad. El objetivo de este sistema ha sido establecer un plan de salud garantizado de manera universal, determinado en base a prioridades sanitarias. Las GES tienen como características ser universales, alcanzan y son iguales para todos los cotizantes del sistema público o ISAPRES, trabajadores o indigentes, sin exclusiones de ninguna naturaleza. Dan certeza, permiten a las personas tener seguridad de que las enfermedades o condiciones de salud incluidas como GES serán resueltas con bajos costos, de manera oportuna, y con adecuados estándares de calidad. No discriminan, para el sistema ISAPRE, la prima que se debe pagar por las GES es única, sin poder diferenciar en razón de edad o sexo, los principales motivos de discriminación por riesgo existentes en ese mercado de la salud. Además, se define las GES como dinámicas, se van incrementando y actualizando de modo incremental, bajo los parámetros y metodología establecidos en la ley. 

3. El mecanismo de determinación de las GES combina elementos objetivos de priorización sanitaria con elementos subjetivos relacionados con las preferencias de las personas, en un marco de explícitas limitaciones financieras. Las patologías son determinadas mediante un Decreto Supremo conjunto de MINSAL y el Ministerio de Hacienda,  que se prepara del siguiente modo:

a. Determinación del marco presupuestario. El Ministerio de Hacienda fija el marco de recursos disponibles para el financiamiento de las GES por FONASA, y a partir de éste establece el valor de la Prima Universal al que deberán ajustarse las garantías. La estimación a doce meses del costo esperado individual promedio –del conjunto de los beneficiarios, FONASA e ISAPRES- no puede superar el valor de la Prima Universal. El costo individual de las GES debe estimarse en base a los protocolos de atención que debe establecer el MINSAL (Art. 12, Ley 19.966). 
b. Estudios. La propuesta debe contar con estudios epidemiológicos (carga de enfermedad, efectividad, evaluaciones económicas, demanda potencial y capacidad de oferta del sistema de salud), con el objeto de determinar un listado de prioridades en salud y de intervenciones que considere la situación de salud de la población, la efectividad de las intervenciones, su contribución a la extensión o a la calidad de vida y, cuando sea posible, su relación costo efectividad.

c. Listado de enfermedades priorizadas. Considerando dichos estudios, la experiencia y la evidencia científica nacional y extranjera, se confecciona un listado de enfermedades y sus  prestaciones asociadas. Se deben descartar todas aquellas que no representan un beneficio para la sobrevida o la calidad de vida de los afectados (Art. 13 Ley 19.966).
d. Costo de las GES. Se estima el costo, de acuerdo con la capacidad de oferta de los sectores público y privado y con la demanda potencial de tales intervenciones. A su vez se realiza una verificación externa del costo estimado, mediante un estudio convocado por el MINSAL (Arts. 15 y 16, Ley 19.966).

e. Consejo Consultivo. Los Ministerios de Salud y de Hacienda someten la propuesta a la consideración del Consejo Consultivo. (Art. 17 Ley 19.966).

f. Decreto Supremo. Cumplidos los procedimientos señalados, los Ministros de Salud y de Hacienda dictan el decreto que contiene las GES. 
g. Vigencia y modificación de las GES.  Entran en rigor a seis meses de su  publicación y tienen una vigencia de tres años. Si no se modifican al vencimiento, se entienden prorrogadas por otros tres años sucesivamente.
4. Al menos para las primeras 25, se utilizó un “algoritmo de priorización” de las GES como fórmula de selección de las patologías a garantizar. El mecanismo permite un parámetro técnico para ajustar las GES dentro del marco de los recursos disponibles. 
5. La fórmula incluye el elemento magnitud de la enfermedad, compuesto por la prevalencia, el porcentaje de la población afectado por una determinada patología y la incidencia, el total de nuevos casos por año. 

6. Luego considera la trascendencia de la enfermedad, considerando AVISA, o el impacto de la patología usando el parámetro de “Años de Vida Saludable” potenciales de perder, su mortalidad, y la equidad, enfermedades que presentan brechas de mortalidad por extremos socioeconómicos. La trascendencia finalmente considera las preferencias de los usuarios, su valoración social, identificación de enfermedades que los usuarios consideran prioritarias. 
7. Luego el algoritmo considera la efectividad o eficacia comprobada de los tratamientos disponibles en las fases de diagnóstico, curación y recuperación, y por cobertura posible, tanto geográfica como de porcentaje de la población. 

8. Posteriormente se analiza la carga financiera en los hogares, un análisis del costo/caso/año de cada enfermedad, considerando que las prestaciones involucran un co-pago por parte del cotizante. Se considera desestabilizante para una familia un gasto en salud mayor a dos sueldos anuales. Finalmente se considera su Consenso Social, bajo la intervención del Consejo Consultivo. 

9. Bajo este mecanismo, a partir del pasado 1 de Julio se han incorporado 15 nuevas situaciones de salud, totalizando 40 patologías establecidas como Garantías Explícitas en Salud. Ha sido un gran paso, y la meta que se ha planteado este gobierno es llegar a las 80 GES, el doble, para el año 2010.

10. La reforma y las Garantías Explícitas en salud han sido un gran avance para lograr mayores grados de equidad en nuestro país. Las GES se diseñaron como derechos, desde una perspectiva universal. Quienes más se pueden benefician con el reconocimiento de un derecho son aquellos a los cuales se les ha privado con mayor severidad. De esta forma, sin necesidad de focalizar directamente, se establece una línea de equidad que favorece directamente a los más pobres.
11. Así, la equidad se logra mediante la universalidad e igualdad en el acceso a la atención de salud. Se asegura asistencia sanitaria, de acuerdo a las condiciones de salud de la persona e independiente de su capacidad de pago, asegurando determinados estándares de calidad, oportunidad y acceso financiero. Además, se incorpora un elemento de igualdad para los sistemas públicos y privado, por cuanto el otorgamiento de las GES es obligatorio en ambos sistemas. 
12. En las primeras evaluaciones, previas a proponer la reforma a la salud, el MINSAL planteó como un tema relevante la inequidad geográfica existente en el país en materia de salud. Si bien en los Objetivos Sanitarios de la Década 2000-2010, que sirvió de diagnóstico, objetivos y metas base para la reforma, se planteaba una grave desigualdad vinculada a la localización geográfica, la reforma no presenta un claro componente de equidad en esta materia. Aunque se avanzó compromisos de mejorar la atención primaria, no es explícito en el mecanismo GES un componente regional de relevancia.
13. Nuestro país es diverso y su perfil epidemiológico varía de región en región. Sólo por nombrar algunos ejemplos, de acuerdo al propio informe de Objetivos Sanitarios de la Década 2000-2010, la mortalidad por enfermedades cardiovasculares tiene estadísticamente significativas variaciones regionales, asociadas a sus diferentes características demográficas, climáticas y geográficas. En enfermedades respiratorias crónicas, la mayor prevalencia se observa en la II Región con 31% seguida por la VIII (29%) y III (28%) regiones, mientras que en la V Región apenas supera el 17%. 

14. En otras enfermedades, mientras la enfermedad de Chagas era un fenómeno fundamentalmente del norte y centro del país, la Hidatidosis, una enfermedad parasitaria transmitida por diversos animales, también presenta una marcada variación regional: la región de Aysen presenta la taza más alta de egresos por esta enfermedad por cada 100.000 habitantes, seguida de la IX y XII Regón. En fiebre tifoidea en el año 2001 los servicios de salud de Arica, Araucanía Norte y Magallanes tuvieron tasas 3 veces superiores a las del resto del país. En hepatitis, en el primer semestre del 2002 las regiones que presentaron más casos fueron las de Antofagasta, Atacama y Bio Bio. 

15. La situación del adelgazamiento de la capa de ozono en la zona Antártica y el aumento de las radiaciones ultravioleta en el extremo sur del país sin duda tienen un impacto sanitario que debemos afrontar de un modo especial pensando en esta región. Las radiaciones ultravioleta producen daño en las moléculas del ADN, y la exposición a éstas pueden causar depresión del sistema inmune, incrementando la ocurrencia de problemas oculares como cataratas o incluso provocando cáncer a la piel.

16. Nuestro país es diverso y debemos reconocer esta diversidad. Las situaciones de salud que afectan especialmente a una o algunas regiones pueden no verse reflejadas en las prioridades nacionales, porque su impacto en las estadísticas globales no es significativo. Al considerar a la población entera del país como un solo todo, se pierde de vista la diversidad de necesidades y preocupaciones de salud que enfrentan los habitantes de las distintas regiones de Chile.

17. Hemos avanzado mucho con 40 patologías GES que enfrentan las necesidades del perfil epidemiológico nacional e introducen un elemento de equidad en el país. Gracias a este avance, se hace posible incorporar un fuerte elemento regional a los criterios de selección de las patologías que aun resta por determinar

Por esta razón venimos en presentar el siguiente proyecto de acuerdo

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S. E. La Presidenta de la República se incorpore dentro de los mecanismos de determinación de las enfermedades a garantizar mediante las Garantías Explícitas en Salud, el elemento geográfico regional, con el fin de que se consideren enfermedades que, sin tener necesariamente un impacto generalizado a nivel nacional, y por lo mismo no reflejen prioridad en las cifras globales, sí presentan un grado de incidencia, prevalencia o trascendencia suficiente a nivel regional que hagan aconsejable ser garantizadas mediante las Garantías Explicitas de Salud de acceso, calidad, protección financiera y oportunidad.
(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela,



Hosain Sabag Castillo,



Senador.






Senador.

Jorge Pizarro Soto,






Mariano Ruiz-Esquide Jara,


Senador









Senador.

Juan Pablo Letelier Morel,





Carlos Ominami Pascual,


Senador.








Senador.

Guillermo Vásquez Úbeda,





Camilo Escalona Medina,


Senador.








Senador.

José Antonio Gómez Urrutia,




Víctor Pérez Varela


Senador.








Senador.

Alberto Espina Otero,






Andrés Allamand Zavala,


Senador








Senador.

José García Ruminot,


Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS NECESARIAS PARA TERMINAR CON LA DEUDA PREVISIONAL QUE MANTIENE EL ESTADO CON LOS AFILIADOS A LA EX CAJA DE EMPLEADOS PARTICULARES DE MAGALLANES

(S 880-12)

Honorable Senado:

                                               FUNDAMENTOS

1.- La ley 12.855 de 1958 estableció un beneficio especial para los afiliados a la ex Caja de Empleados Particulares de la Región de Magallanes y la Antártica chilena, consistente en un abono de un año adicional por cada periodo completo de seis años servidos en la Provincia de Magallanes.

2.- Para acceder a dicho beneficio los afiliados a la ex  Caja de Empleados Particulares debían haber trabajado en forma efectiva en la región por un mínimo no inferior a 18 años.

3.- Igualmente para acceder a este beneficio esta ley estableció un aumento en las imposiciones en la región de Magallanes en un 4%, siendo financiado en un 2%  por parte del empleador y un  2%  por parte del trabajador.

4.- Posteriormente el año 1977 se produjo la derogación de la ley 12.855 mediante la dictacion del Decreto Ley  número 2.071 debido a que la mayoría de los beneficiados se habían acogido a la jubilación sin solicitar el abono de 1 año por cada periodo completo de seis años trabajados en la Región.

5.- En reemplazo del anterior beneficio el Decreto Ley 2.071 estableció un aumento de un 10% a las pensiones  por cada periodo completo de seis años y por la fracción superior a tres años.

6.- Para poder optar a este beneficio debía cumplirse con el requisito de tratarse de pensiones de antigüedad o por vejez de la ex Caja de Previsión de Empleados Particulares,  tenia que haber efectuado la ya referida imposición de un 4%  adicional y además estar residiendo en la Región al momento de impetrarse el beneficio.  

7.- Sin embargo  la aplicación practica que se ha dado hasta la fecha a las disposiciones  de este Decreto ley, han significado la privación total o parcial  de los derechos establecido a favor de  los trabajadores   ya referidos.

8.- Esto fundamentalmente por el hecho de la aplicación arbitraria por parte del Instituto de Normalización Previsional del limite al monto inicial de las pensiones establecido en el articulo 25 de la ley numero 15.386 y por la aplicación de las normas de prescripción extintiva y de caducidad establecidas en la ley  19.260

9.- De igual forma la autoridad se ha negado a la posibilidad de reintegrar en justicia, la imposición de un 4% adicional  efectuada por los trabajadores de la región  de Magallanes, reajustada conforme al I.P.C. o según el patrón que le sucediere

10.- Todo este desconocimiento por parte de la autoridad, de  un beneficio establecido por una ley   en  favor de los trabajadores de la región de Magallanes, ha significado la pérdida de sus cotizaciones adicionales efectuadas de buena fe durante un largo tiempo, generándose con esto una situación de gran   arbitrariedad e injusticia

             Por las razones antes expuestas, venimos en presentar el siguiente,
                                                       Proyecto de Acuerdo  

Solicitar a S.E, la Sra Presidenta de la República, Excelentísima Presidente Michelle Bachlelet Jeria la adopción de todas las medidas necesarias para terminar con la deuda previsional que el Estado de Chile mantiene con los afiliados a la ex Caja de Empleados Particulares de Magallanes, adoptándose todas las medidas administrativas que sean pertinentes para hacer justicia a la brevedad con los jubilados de la región  Magallanes.

(Fdo.):Carlos Bianchi Chelech,




Hosain Sabag Castillo

Senador.







Senador

Jorge Pizarro Soto,





Guillermo Vásquez Úbeda


Senador







Senador

Pedro Muñoz Aburto,




Jaime Gazmuri Mujica


Senador







Senador

Antonio Horvath Kiss,




Andrés Chadwick Piñera,


Senador








Senador.

Alberto Espina Otero,




Carlos Cantero Ojeda


Senador







Senador.

Valparaíso 11 de julio de 2006
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN ACORDAR QUE SE HAGA LLEGAR UN SALUDO AL ELECTO PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, FELIPE CALDERÓN, AL NUEVO SENADO MEXICANO, EXPRESANDO EL RECONOCIMIENTO POR UN PROCESO ELECTORAL QUE LOS PRESTIGIA

(S 881-12)

Honorable Senado:

Considerando:

Que se ha cumplido con la primera etapa de las elecciones presidenciales y parlamentarias en los Estados Unidos de México, y que hoy se conocen los resultados de la misma, sin perjuicio de las impugnaciones que las normas legales consultan para la etapa que culminará el 30 de Agosto próximo.

Que ha quedado demostrado, una vez más, el éxito del proceso electoral federal democrático llevado a cabo por el pueblo Mexicano, siendo éste transparente y de acuerdo a las normas estatuidas con anterioridad.

Que, dicho proceso electoral es fruto de una reforma a la Constitución Mexicana, llevada a cabo en 1989-1991, debido a las irregularidades ocurridas en elecciones anteriores, y que estableció la creación del Instituto Federal Electoral como un organismo público, autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, responsable de la función estatal de organizar las elecciones federales.

Que, aunque promulgado en agosto de 1990, la reforma electoral de 1996 coronó este proceso, pues lo dotó de autonomía e independencia plena, condiciones indispensables para el desempeño imparcial y confiable que ha permitido al Instituto erigirse en pilar de la transición democrática de México.

Que, sus objetivos son: a) contribuir al desarrollo de la vida democrática; b) preservar el fortalecimiento del régimen de partidos políticos; c) integrar el Registro Federal de Electores; d) asegurar a los ciudadanos el ejercicio de los derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; e) garantizar la celebración periódica y pacífica de las elecciones para renovar a los integrantes de los poderes Legislativo y Ejecutivo de la Unión; f) velar por la autenticidad y efectividad del sufragio, y g) llevar a cabo la promoción del voto y coadyuvar a la difusión de la cultura democrática.

Que, los cinco procesos electorales federales que ha organizado el Instituto Federal Electoral -1991, 1994, 1997, 2000 y 2003 – han probado su capacidad de cumplir satisfactoriamente la misión que la Constitución y la ley le han encomendado. Cada proceso electoral se ha convertido en el escalón para un desempeño institucional superior en el siguiente, fortaleciendo con ello la confianza pública y logrando como resultado procesos electorales democráticos.

Que, el Instituto Federal Electoral, siendo un organismo público autónomo, ha asegurado el cumplimiento cabal de los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad en la aplicación de los procedimientos administrativos y, al mismo tiempo, ha entregado resultados de manera expedita y con estricto apego a la normatividad.

Que, a pesar de las cifras estrechas, el pueblo mexicano se ha ceñido al Sistema Electoral que se puso en marcha en 1990, el cual ha arrojado un resultado que a todas luces es concluyente y que dignifica a la Nación Mexicana por su alta participación ciudadana y por el respeto que la gran mayoría expresa por un proceso electoral democrático, maduro y confiable. 

Que diversas e importantes naciones han hecho llegar su reconocimiento al proceso electoral llevado a cabo.

En virtud de lo anteriormente expuesto, venimos en presentar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado de Chile acuerda hacer llegar un saludo al electo Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Don Felipe Calderón, al nuevo Senado, a la nueva Cámara de Diputados y al Pueblo Mexicano, y les expresa su reconocimiento por un proceso electoral que prestigia y dignifica a la Nación Mexicana.

(Fdo.):Sergio Romero Pizarro,




Soledad Alvear Valenzuela,


Senador.








Senadora

Andrés Chadwick Piñera,





Adolfo Zaldívar Larraín,


Senador.








Senador.

José García Ruminot,






Hosain Sabag Castillo,


Senador.








Senador.

Juan Antonio Coloma Correa,




Hernán Larraín Fernández,


Senador.








Senador.

Baldo Prokurica Prokurica,


Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES LETELIER, SEÑORA ALVEAR Y SEÑORES BIANCHI, ESCALONA, GÓMEZ, NÚÑEZ Y OMINAMI, MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE ORDENE LA REGULARIZACIÓN, EN EL SECTOR PÚBLICO, DE LA SITUACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS DE PLANTA, A CONTRATA Y DE QUIENES PRESTAN SERVICIOS A HONORARIOS

(S 882-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO QUE:

1. En la administración pública existe un importante número de funcionarios a que desempeñan sus funciones virtualmente, por cuanto, las plantas de las instituciones públicas se encuentran con su capacidad al límite.

2. De igual forma existe un número importante de personas en la administración pública, prestan servicios a través de contrato a honorarios. Esta situación se hace más intensa dentro de ciertos servicios como son los servicios de salud SENAME, INP, así como en algunos programas dependientes de Ministerios, como es el caso de CONACE.

3. Que estas personas desarrollan funciones relativas al funcionamiento propio del servicio o institución pública en que se desempeñan, o bien, realizan funciones en planes específicos.

4. Que la persona que presta servicios a honorarios más, allá, de esta forma de pago, de hecho se encuentra para efectos laborales en una relación de subordinación y dependencia. Por este motivo a estas personas le corresponden una serie de derechos y garantías que no siempre le son reconocidas como las de vacaciones, pre y post natal, etc.

5. Que las personas que prestan servicios a través de este tipo de contrato alcanzan cerca de las 11 mil personas.

6. Que se hace absolutamente necesario estudiar y replantear los cargos y cupos, que se requieren en la administración públicas, para efectos de regular correctamente la cantidad de funcionarios de planta, a contrata y a honorarios que requieren cada servicio o institución pública.


Por todo lo expuesto, el Senado acuerda enviar a S.E. el Presidente de la República la presente solicitud para:


Que la Presidenta de la República en virtud de sus atribuciones constitucionales ordene, previo estudio, la reestructuración de funcionarios de  planta, funcionarios a contrata y a honorarios dentro de la administración pública, para efectos que, dentro de un plazo de 4 años, se pueda integrar a dicha administración a todos los funcionarios que desempeñan labores relacionadas con la función principal del servicio público o institución pública.


Que el estudio y la consiguiente reestructuración de la administración pública comenzará, por los sectores con mayor numero de trabajadores a contrata y honorarios y se extenderá con posterioridad, al resto de la administración del Estado.

Por otra parte, el Senado declara en disposición a entregarle a la Presidenta de la República las facultades que le permitan cumplir con este objetivo de la manera mas rápida y expedita.

(Fdo.):Juan Pablo Letelier Morel,



Soledad Alvear Valenzuela



Senador






Senadora

Carlos Bianchi Chelech,





Camilo Escalona Medina,


Senador








Senador

José Antonio Gómez Urrutia,




Ricardo Núñez Muñoz


Senador








Senador

Carlos Ominami Pascual,


Senador.
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